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El neoextractivismo en Abya Yala ha intensificado la 

criminalización y represión de las resistencias 

sociales frente a las diversas disputas territoriales. 

Como forma de colonización ontológica, esta lógica 

impuesta desde el poder hegemónico genera daños 

ambientales a perpetuidad. De este modo, el 

neoextractivismo conduce a la pérdida de las 

energías vitales y, con ello, de las posibilidades de 

vida futura en los territorios. Sin embargo, cuando el 

presente se cierne sobre nosotros, es necesario 

reconectar con la sabiduría, organizarnos 

colectivamente, resignificar y evolucionar en las ideas 

del amor; es decir, actuar desde la justicia. 

 

Que el conocimiento de nuestros ancestros nos 

acompañe, que la fuerza de nuestra madre tierra nos 

guíe y que la Fuente derrame su amor sobre todos los 

seres que aman y respetan la vida. Mediante este 

texto honro a mis ancestros, a los elementales que 

son presencia y esencia de nuestra madre tierra y 

nuestro padre sol. Honro a la Fuente de vida, 

encarnada en el agua, los vientos, el fuego y a todos 

los demás seres con quienes compartimos este 

hogar. 

 

Que los pueblos puedan definir su futuro, en memoria 

de quienes han fallecido en el genocidio en Palestina, 

y que la paz sea una realidad universal. 
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Resumen 

 

El daño a perpetuidad en los estudios ambientales en Colombia: Un caso de 

estudio en la minería de oro por aluvión – EVOA 

 

La investigación conceptualiza el daño ambiental a perpetuidad desde la perspectiva de 

los estudios ambientales en Colombia, utilizando como caso de estudio la minería de oro 

por aluvión en Río Quito, Chocó. Como objetivo ofrece herramientas conceptuales criticas 

para abordar este fenómeno, donde las limitaciones normativas dificultan su identificación 

y asignación de responsabilidades.  

 

La investigación se basa en una revisión sistemática de bibliografía desde las teorías 

extractivistas hasta el marco normativo colombiano. Para el caso de estudio, se emplea la 

metodología del Observatorio de Conflictos Ambientales de la Universidad Nacional de 

Colombia, complementada con el software UCINET para analizar redes de actores. 

 

Los hallazgos destacan la alteración irreversible de ecosistemas y la afectación de 

comunidades locales en el Municipio de Río Quito. Se identifican impulsores del daño 

ambiental a perpetuidad, como prácticas intensivas y transfronterizas, efectos 

acumulativos y sinérgicos, la vulnerabilidad territorial (ecológica, ecosistémica y social), y 
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la existencia de pasivos ambientales no remediados. Este tipo de daños se caracterizan 

por ser emergentes, irreversibles, sinérgicos, persistentes, sistémicos, progresivos y 

sistemáticos, con efectos acumulativos y retroalimentación negativa, dificultad de 

predicción, imposibilidad de reparación y compensación, y afectaciones 

intergeneracionales, intrageneracionales e interespecie. 

  

Los resultados subrayan la necesidad de fortalecer las normas ambientales para abordar 

el daño ambiental a perpetuidad. Se proponen recomendaciones para la gestión ambiental 

y la política pública en Colombia, enfocadas en prevenir estos perjuicios. La 

conceptualización de este tipo de daño es crucial para reconocer su complejidad y 

garantizar un tratamiento diferenciado.  

 

 

Palabras clave: Daño ambiental a perpetuidad, Impulsores del daño, Minería de oro por 

aluvión, Río Quito, Conflictos ambientales, Vulnerabilidad territorial, Pasivos ambientales. 
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Abstract 

 

Perpetual damage in environmental studies in Colombia: A case study in alluvial 

gold mining – EVOA 

 

The research conceptualizes environmental damage in perpetuity from the perspective of 

environmental studies in Colombia, using alluvial gold mining in Río Quito, Chocó, as a 

case study. As an objective, it offers critical conceptual tools to address this phenomenon, 

where normative limitations make it difficult to identify and assign responsibilities. 

The research is based on a systematic literature review from extractivist theories to the 

Colombian regulatory framework. For the case study, the methodology of the Observatorio 

de Conflictos Ambientales of the Universidad Nacional de Colombia is used, 

complemented with the UCINET software to analyze actor networks. 

 

The findings highlight the irreversible alteration of ecosystems and the affectation of local 

communities in the municipality of Río Quito. Drivers of environmental damage in perpetuity 

are identified, such as intensive and transboundary practices, cumulative and synergistic 

effects, territorial vulnerability (ecological, ecosystemic and social), and the existence of 

unremediated environmental liabilities. This type of damage is characterized by being 

emergent, irreversible, synergistic, persistent, systemic, progressive and systematic, with 

cumulative effects and negative feedback, difficulty of prediction, impossibility of repair and 

compensation, and intergenerational, intragenerational and interspecies effects. 

 

The results underscore the need to strengthen environmental regulations to address 

environmental damage in perpetuity. Recommendations are proposed for environmental 

management and public policy in Colombia, focused on preventing these impacts. The 

conceptualization of this type of damage is crucial to recognize its complexity and ensure 

a differentiated treatment.  
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Keywords: Environmental damage in perpetuity, Damage drivers, Alluvial gold mining. 

Quito River, Environmental conflicts, Territorial vulnerability, Environmental liabilities
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Introducción 

Según WWF (2024), la minería de oro por aluvión en Colombia ha contaminado más del 

90% de las fuentes hídricas del Chocó, generando un daño ambiental irreversible que 

afecta la biodiversidad y la salud humana. Además, el país enfrenta un aumento 

significativo en la deforestación, con más de 107.000 hectáreas afectadas en 2024, lo que 

representa un incremento del 35% respecto al año anterior. Para Yasno Bermeo (2014), 

los estudios evidencian que el daño en la región persiste por décadas: los ríos Atrato, San 

Juan y Quito presentan alteraciones hidrográficas irreversibles, con cauces desviados y 

lechos colapsados por la minería ilegal. 

 

El daño ambiental a perpetuidad se refiere a la degradación irreversible del ambiente, 

causada por actividades humanas que comprometen los ecosistemas, los procesos 

ecológicos y afectan la salud humana y la biodiversidad. En este contexto, según Ángel 

Huertas (2019), en Colombia, este fenómeno es particularmente relevante debido a las 

actividades mineras a gran escala y la deforestación masiva, que han generado impactos 

ambientales significativos y persistentes. 

 

La contaminación por metales pesados se mantiene como un problema vigente, frente al 

cual persiste la falta de análisis sobre sus efectos intergeneracionales e interespecie, 

unidos a la complejidad de los daños ambientales de carácter perpetuo. Para Rivas-Jordán 

& Ayala-Mosquera (2021), la megaminería en Colombia es objeto de impactos ambientales 

irreversibles, como la contaminación del agua y la generación de pasivos ambientales que 

persisten indefinidamente. 

 

Esta investigación se justifica por la urgencia de conceptualizar el daño ambiental a 

perpetuidad desde la perspectiva de los estudios ambientales en Colombia, donde las 

limitaciones normativas dificultan su identificación y asignación de responsabilidades por 

daños ambientales complejos. Lo anterior, radica en la falta de un enfoque integral que 
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considere las características emergentes, irreversibles, sinérgicas, persistentes, 

sistémicas, progresivas y sistemáticas de estos daños, así como su impacto 

intergeneracional, intrageneracional e interespecie. 

 

El objetivo principal de la investigación es integrar el concepto de daño ambiental a 

perpetuidad desde el enfoque de los estudios ambientales en Colombia, utilizando como 

caso de estudio la minería de oro por aluvión en Río Quito, Chocó. 

 

La investigación se basa en una revisión sistemática de bibliografía desde las teorías 

extractivistas hasta el marco normativo colombiano. Para el caso de estudio se emplea la 

metodología del Observatorio de Conflictos Ambientales de la Universidad Nacional de 

Colombia, complementada con el software UCINET para analizar redes de actores. 

 

En primer lugar, la investigación indaga sobre el modelo extractivista que consolida las 

economías de enclave mediante las cadenas globales de valor, favoreciendo los efectos 

“derrame”, los cuales transforman la gestión ambiental a través de políticas públicas. 

Dichas implicaciones promueven, por mencionar algunos aspectos, la dependencia 

económica, la externalización de costos ambientales, la tergiversación de la percepción de 

la naturaleza, la flexibilización normativa, así como los conflictos y daños ambientales.  

 

Un aspecto relevante dentro de las dinámicas extractivas analizadas son los pasivos 

ambientales, perjuicios derivados de proyectos, obras o actividades mineras que no han 

sido debidamente gestionados o remediados. La imposibilidad de asignar una 

responsabilidad adecuada provoca que los perjuicios, incluidos los costos de remediación 

o reparación, recaigan sobre el Estado, la sociedad y la naturaleza, lo que dificulta la 

provisión de medios de vida para las comunidades locales, el aprovisionamiento de bienes 

y servicios ecosistémicos, así como el mantenimiento de las diversas formas de vida en 

los territorios. 

 

El segundo capítulo del estudio indaga sobre las conceptualizaciones y el marco normativo 

que sustenta actualmente el daño ambiental incluido aspectos técnicos y jurisprudenciales, 

que permiten comprender como las implicaciones de las actividades humanas sobre el 
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ambiente son valoradas, y guían la gestión ambiental del daño en Colombia. En virtud de 

lo anterior, se evalúa la conceptualización del daño desde la perspectiva administrativa y 

penal, donde la prevención del daño, la determinación de responsabilidades y la aplicación 

de medidas preventivas y compensatorias son aspectos centrales. No obstante, en el 

capítulo se exponen las dificultades en la asignación de responsabilidades, así como las 

limitaciones para reparar y compensar el daño ambiental. Además, se considera que evitar 

las compensaciones puede ser la forma más efectiva para el cese de conductas que 

perjudiquen de manera perdurable al ambiente. 

 

A partir del análisis anterior y en consonancia con el enfoque de los estudios ambientales, 

el tercer capítulo de la investigación conceptualiza el daño ambiental a perpetuidad, 

entendido como una propiedad emergente que se manifiesta en la interacción entre las 

actividades humanas y la naturaleza. En este marco, se plantea una propuesta teórica y 

conceptual que busca aportar a los debates normativos, con el fin de ampliar el alcance 

del daño ambiental en los procesos de gestión ambiental en Colombia. 

 

Finalmente, mediante un estudio de caso, aplicado a la minería de oro por aluvión y su 

relación con los pasivos ambientales mineros en el país, se pretende poner en contexto 

los daños a perpetuidad para exponer las causas de este tipo de perjuicios, esclarecer 

responsabilidades, y servir como mecanismo de prevención que cuestiona la forma en que 

las políticas públicas facilitan las actividades y economías extractivas en Colombia. 
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1. Fundamentación teórica 

1.1. El enfoque de lo ambiental 

Esta primera parte de la investigación establece las bases sobre las cuales se desarrolla 

el contenido subsecuente relacionado con el concepto de daño ambiental a perpetuidad 

desde la perspectiva de los estudios ambientales. Su objetivo es esclarecer los conceptos 

y fenómenos que llevan a establecer una postura crítica frente a las causas de la actual 

crisis civilizatoria, así como revelar las formas en que estos se manifiestan, en particular, 

en forma de daños perpetuos. 

 

Entrando en materia, el pensamiento ambiental aborda la interrelación entre los sistemas 

naturales y humanos promoviendo una comprensión integral de las problemáticas 

ambientales (Noguera de Echeverri, 2007). Su abordaje desde una perspectiva 

interdisciplinaria considera el ambiente como el conjunto de circunstancias físicas, 

bióticas, culturales, simbólicas, sociales, económicas, políticas y materiales, etc. Es decir, 

confluencias dimensionales que permiten entender las relaciones complejas entre los 

seres humanos y su entorno, integrando todos sus aspectos, más allá de lo ecológico 

(Tobasura Acuña, 1997a). 

 

Este enfoque transforma la relación de la humanidad con la naturaleza, fomentando un 

marco de análisis desde la perspectiva del ecologismo1 como una disruptiva a las nociones 

 
1 Desde el ecologismo, surgen dos posturas políticas esenciales; la ecología profunda, que busca 
establecer una diferenciación conceptual frente al ambientalismo pragmático/utilitarista y la 
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convencionales de desarrollismo2. Este marco reconoce los límites de la naturaleza3, y su 

compleja interacción simbiótica con el ambiente (Pablo et al., 2018). 

 

En ese sentido, el pensamiento ambiental permite transitar de una visión reduccionista, 

fragmentaria y tecnocrática que concibe el ambiente como un recurso a explotar y exportar, 

hacia una comprensión holística que reconoce la interdependencia de los diferentes 

ecosistemas y las culturas locales promoviendo un “pensamiento ambiental 

latinoamericano”, como alternativa crítica de los modelos de desarrollo dominantes 

(Tobasura Acuña, 1997b). 

 

Por lo anterior, Ángel Maya (2013) define la cultura como una estrategia adaptativa que se 

ajusta al entorno. Es decir, implica que diferentes escenarios ecosistémicos, generan 

diversas expresiones culturales y a través de ella, los seres humanos desarrollan técnicas, 

organizan estructuras sociales y crean símbolos que les permiten comprender y 

relacionarse con su entorno. De esta manera, la cultura interactúa con el ecosistema, 

 
ecoética, que proporciona las bases conceptuales del ámbito normativo para regular la relación 
entre el ser humano y la naturaleza, rechaza la posición jerárquica de la humanidad sobre otras 
especies y promueve una relación de igualdad absoluta con todas las formas de vida (Posada, 
2001). Ambos elementos del ecologismo destacan la necesidad de una acción política basada en 
la responsabilidad, indispensable para enfrentar la crisis ambiental y la crisis de justicia (Wolfgang 
Sachs, 1999). 
 
2Tal como lo sugiere Wolfgang Sachs (1999), el concepto de desarrollo como forma de 
pensamiento, busca universalidad y perdurabilidad en el tiempo. Sin embargo, encierra una 
contradicción entre sus objetivos de expansión, crecimiento globalizado y la realidad material del 
planeta que es finito. A partir de estas tensiones, surgen modelos alternativos al desarrollo, 
configurándose el concepto de “desarrollo sostenible” que desde 1987 con la Comisión Brundtland, 
propone satisfacer las necesidades presentes sin comprometer la capacidad de las futuras 
generaciones. No obstante, esta dimensión temporal no está plenamente alineada con la dimensión 
espacial, lo que lleva a cuestionar qué necesidades se consideran prioritarias. ¿Se trata de 
necesidades esenciales para la supervivencia, o responden al mantenimiento del estatus quo? 
 
3 Según Steffen, et al. (2015), los “límites planetarios”, constituyen un marco conceptual que define 
los umbrales dentro de los cuales la humanidad puede desarrollar sus actividades de manera 
segura, sin comprometer la estabilidad del sistema planetario. Este concepto fue desarrollado por 
un grupo de científicos liderado por Johan Rockström y Will Steffen en 2009. La idea central es que 
existen procesos esenciales para el funcionamiento del planeta, y que, si se sobrepasan ciertos 
límites, podrían desencadenarse cambios ambientales drásticos e irreversibles. Los nueve límites 
planetarios identificados son: cambio climático, acidificación de los océanos, agotamiento de la capa 
de ozono, alteraciones en los ciclos del nitrógeno y fósforo, uso del agua, deforestación y cambios 
en el uso del suelo, pérdida de biodiversidad, contaminación por partículas en la atmósfera y 
contaminación química. 
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transformándolo continuamente. Esta relación bidireccional, ejemplifica cómo las prácticas 

culturales pueden modificar el ambiente.  

 

En este sentido, el ambiente no se puede definir de manera estática; es un proceso 

dinámico que refleja la interacción entre lo físico, biótico y lo simbólico, lo que implica que 

las acciones y decisiones tienen un impacto sobre la vida y la salud del planeta (Noguera 

de Echeverri, 2011). 

 

Sin embargo, la adaptación cultural no siempre es armónica con las condiciones de los 

ecosistemas, lo que puede derivar en conflictos ambientales4. Las intervenciones humanas 

han alterado flujos energéticos, los ciclos biogeoquímicos, cadenas tróficas y los 

ecosistemas en general (Ángel Maya, 2013). 

 

En ese sentido, la crisis ambiental que deriva en la emergencia climática, la pérdida de 

biodiversidad, la contaminación y con ello en la degradación ambiental, hacen parte de un 

mismo fenómeno; la crisis civilizatoria5. Esta crisis sistémica abarca problemas como la 

 
4 Los conflictos ambientales son situaciones en las que las relaciones de poder, ocupación del 
territorio y la apropiación de la naturaleza generan tensiones y disputas entre diferentes actores que 
tienen intereses distintos (Martínez Alier, 2011). Este tipo de conflictos surgen, debido a la intensa 
transformación del territorio, impulsada por modelos de desarrollo productivistas que explotan y 
exportan las bases ecológicas (materiales) del territorio (Martínez Alier et al., 2017). Estos modelos 
llevan al colapso de los ecosistemas y sus culturas locales, generando conflictos biopolíticos sobre 
el uso y la gestión del territorio parte de un poder extraterritorial y nómada (Agoglia et al., 2012). 
 
En consonancia con lo anterior, tal como lo menciona Ortega Guerrero (2018), las relaciones de 
poder juegan un papel central en el establecimiento de conflictos ambientales, ya que determinan 
quién accede a la naturaleza y cómo se distribuyen sus beneficios y cargas contaminantes. Esta 
situación ha generado luchas por el reconocimiento y la defensa de los derechos colectivos y 
ambientales, en un contexto en el cual las comunidades buscan preservar sus territorios y medios 
de vida frente a las presiones externas y al deterioro irreversible causado al ambiente, afectando 
tanto a las generaciones presentes como futuras (Mesa Cuadros, 2019). 
 
5 La crisis ambiental y civilizatoria se refiere a un estado crítico de los territorios y sus dinámicas 
culturales, en donde se cuestiona el mantenimiento de la cultura predominante, es decir, el sistema 
mundo-moderno, colonial-capitalista. Este cuestionamiento es fundamental para imaginar 
alternativas que reconozcan las experiencias y conocimientos de las comunidades que han sido 
históricamente marginalizadas (Porto-Gonçalves, 2008). Esta crisis es una manifestación del 
colapso de la civilización occidental y de la cultura moderna, caracterizada por un modelo de 
producción y consumo que afecta el mantenimiento de los territorios y las culturas periféricas 
(Noguera de Echeverri, 2011). 
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depredación de la naturaleza, el daño ecológico, la pobreza, desigualdad e inequidad 

incidiendo sobre el equilibrio planetario (Feo Istúriz et al., 2020).  

 

Sin duda, la cultura moderna, con su enfoque en la racionalidad y la universalidad, ha 

contribuido a la destrucción de la naturaleza, lo que ha llevado a una crisis de valores y a 

una desconexión con el territorio (Noguera de Echeverri, 2011). En ese sentido, las 

interacciones ineficaces entre los subsistemas generan efectos globales que van más allá 

de lo material y afectan la interpretación de la realidad ambiental (Contreras, 2016).  En 

consecuencia, los desafíos ambientales requieren de una forma de sentir, pensar y actuar 

diferente. 

 

Por lo tanto, el “sentipensar” sugiere que el conocimiento ambiental debe integrar la 

sensibilidad, los saberes construidos a partir de lo sensible que pueden dar lugar a 

acciones que promuevan la protección de la naturaleza (Noguera et al., 2020). 

 

En consecuencia, el enfoque ambiental de carácter pluridisciplinar, interdisciplinar y 

transdisciplinar trae consigo aspectos polisémicos y pluriparadigmáticos que integra 

diversas disciplinas y perspectivas para abordar las complejidades de los problemas 

ambientales (Patiño, 2022). Como sugiere Mesa Cuadros (2019), en el contexto de la 

devastación ecológica, social y cultural, es necesario establecer ideas, principios y 

derechos que fomenten la responsabilidad y la solidaridad. Asimismo, se requiere 

garantizar su protección mediante políticas públicas respaldadas por mecanismos eficaces 

para su implementación y ejecución. 

 

En virtud de lo anterior, la ética ambiental, la interconexión entre los sistemas ecológicos y 

humanos, la justicia ambiental, así como los derechos colectivos y ambientales, forman 

parte de los principios de este enfoque y orientan la defensa del territorio como unidad 

básica en la que se desarrolla y mantiene la vida. Para ello, es fundamental comprender 

los perjuicios de las acciones humanas sobre el ambiente, los cuales, en el contexto de 

esta investigación, se materializan en daños ambientales a perpetuidad. 
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1.2. Neoextractivismo 

El neoextractivismo es uno de los mecanismos contemporáneos mediante las cuales se 

generan daños ambientales a perpetuidad. Estos perjuicios sobre el ambiente están 

cimentados en bases históricas, políticas, económicas e ideológicas que permiten la 

reproducción y el mantenimiento de un modelo y sus vías de hecho. Comprender esta 

dinámica es fundamental para analizar la complejidad de las relaciones que sustentan y 

perpetúan el daño ambiental, expuestas a continuación.  

 

Según Schuldt et al. (2009), el extractivismo se refiere a la extracción y explotación de la 

naturaleza para su exportación, es una estrategia de los gobiernos en la región, para 

expandir las fuerzas productivas y generar ingresos. De esta manera, el neoextractivismo, 

emerge como una respuesta a las críticas al extractivismo tradicional, un modelo presente 

desde la época colonial asociado a gobiernos conservadores que favorecían la inversión 

extranjera y la explotación de la naturaleza por parte de empresas transnacionales. Como 

lo menciona Gudynas (2012), en este contexto, el Estado actuaba como un facilitador, con 

regulaciones mínimas y regalías bajas, con el objetivo de que el crecimiento económico 

resultante beneficiara a la sociedad.  

 

De esta manera, el extractivismo en América Latina ha evolucionado desde la época 

colonial hasta el presente, su desarrollo ha estado marcado por contradicciones inherentes 

al sistema capitalista, ya que las economías nacionales se tornan dependientes del 

extractivismo, lo cual limita su capacidad para diversificarse y desarrollar otros sectores 

económicos (Gudynas, 2015). Tal como lo señala Veltmeyer (2022), el extractivismo como 

motor de crecimiento económico ha generado conflictos ambientales y ha perpetuado 

desigualdades. De esta forma, se instaura el neoextractivismo como un régimen de 

políticas que utiliza los ingresos de la extracción de la naturaleza para financiar políticas 

de desarrollo. A diferencia del extractivismo tradicional, se centra en la maximización de 

beneficios económicos a corto plazo.  

 

Desde la perspectiva de la teoría crítica social, Martínez Alier et al. (2017) menciona que 

el neoextractivismo es: 
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El resultado obvio y necesario de un sistema económico que no considera la 
materialidad concreta de su incesante acumulación, producción, extracción y sus 
relaciones sociales y de poder, que determinan geográficamente ¿cómo?, ¿para 
qué?, ¿quién?, y ¿dónde? se acumula, se produce y se extrae, en un contexto de 
unas globales/nacionales/regionales/locales y muy asimétricas y complejas 
relaciones de poder. (p.184). 
 

Bajo esta perspectiva, la lógica productivista del capitalismo explica los fenómenos de 

acumulación e intensificación de prácticas de explotación y extracción que destruyen la 

naturaleza6. Desde esta perspectiva, Martínez Alier (2011) relaciona la producción, 

industrialización y modernización de las técnicas capitalistas de acumulación con los 

procesos extractivos de explotación y exportación de las bases ecológicas de los territorios.  

 

Estas prácticas forman parte de sistemas globalizados que, aunque diferenciados 

localmente, están articulados con los mecanismos de producción y explotación intensiva 

de la naturaleza. En este proceso, Acosta & Martínez (2015) comentan que los saberes y 

prácticas locales son subordinados por las empresas transnacionales, que frecuentemente 

se apropian del conocimiento ancestral, afectando la identidad cultural y la sabiduría 

tradicional. Este fenómeno, conocido como biopiratería, convierte la cultura basada en la 

colectividad y el intercambio en un bien comercializable.   

No obstante, tal como lo señala Martínez Alier et al. (2017), es importante destacar que, a 

lo largo de la historia, han existido prácticas extractivas orientadas a sustentar los medios 

 
6 En este trabajo de investigación, se evitará el uso del término “recursos naturales”, ya que sugiere 
una visión utilitaria y explotadora de la naturaleza, percibiendo sus elementos como factores de 
producción, principalmente en el contexto capitalista, donde su valor se mide en términos de 
generación de riqueza. Esta visión ha sido cuestionada por autores como (Svampa et al., 2012b), 
quienes destacan las tensiones y conflictos territoriales derivados de la explotación de la naturaleza 
en América Latina, lo que pone en debate el concepto de “bienes comunes” en relación con la 
territorialidad y la gestión de la naturaleza. En este sentido, se busca construir una territorialidad 
que respete “lo común” y trascienda la percepción de la naturaleza como mera fuente de explotación 
económica. La visión “sociobiocéntrica” representa un cambio conceptual significativo al reconocer 
a la naturaleza como sujeto de derechos, lo que implica una relación más equilibrada y respetuosa 
entre humanos y naturaleza. 
 
 
Lo anterior, debido que la racionalidad instrumental tergiversa la percepción de la naturaleza, 
convirtiéndola en un medio para la privatización y la mercantilización (Ivars, 2013). Esta visión ha 
fragmentado el conocimiento y promovido visiones como el “capital natural” y “sustitutos perfectos”, 
priorizando la maximización de beneficios económicos a costa del mantenimiento de los 
ecosistemas y de las comunidades que dependen de ellos (Rodríguez Tapia & Sandoval Valverde, 
2001).  
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de vida de comunidades locales bajo una lógica de territorialidad diferente. Estas 

comunidades entienden que las bases naturales no son bienes producidos, es decir, son 

asumidos como dones de la naturaleza con los que mantienen relaciones materiales, 

simbólicas y místicas necesarias para la reproducción de la vida. Como sucede, por 

ejemplo; con las prácticas de recolección, caza y pesca, que, en virtud de sus 

conocimientos tradicionales garantizan el mantenimiento de sus medios de vida y con ello, 

la subsistencia de las comunidades locales. 

 

Así las cosas, tal como se expondrá a lo largo de esta investigación, la economía 

productivista incentiva, mantiene y legitima la explotación progresiva e intensiva de la 

naturaleza a través de propuestas de tecnologías modernas que, lejos de ser limpias o 

desmaterializadas, ejercen presión mediante mecanismos legales, ilegales, acuerdos y 

políticas globalizadas de comercio (Martínez Alier et al., 2017). 

 

Ahora bien, para entender cómo se instauran estos mecanismos de explotación y 

exportación de la naturaleza es fundamental entender los mecanismos que han facilitado 

su establecimiento local y trasfronterizo.  

 

En primer lugar, el establecimiento del actual modelo neoextractivista en América Latina 

es resultado de un proceso político y económico de largo aliento. Para empezar, como lo 

establece Gonzalez izquierdo (1993), durante el período del modelo de sustitución de 

importaciones (ISI), estrategia adoptada a partir de la década de 1950, América Latina 

buscó fomentar la industrialización interna y reducir la dependencia de bienes importados. 

Para ello, se implementaron altos aranceles a las importaciones de bienes de consumo, 

promoviendo la producción local, mientras se facilitaba la entrada de bienes intermedios y 

de capital a menores costos. Aunque este enfoque permitió un crecimiento industrial 

orientado al mercado interno, también generó una dependencia limitada al ámbito local, lo 

que derivó en un estancamiento económico debido a la falta de competitividad y a la 

ineficiencia de las empresas incluyendo el aparato estatal. A partir de estas limitaciones, 

surgieron las primeras estrategias para la integración económica en América Latina, 

priorizando la coordinación de políticas macroeconómicas para alinear sus directrices 

económicas y comerciales en el contexto global. 
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En consonancia con lo anteriormente expuesto, Pastor-Pomares (2022) señala que el 

modelo ISI, basado en políticas macroeconómicas de protección y control estatal, enfrentó 

su agotamiento en la década de 1970, obligando a la región a transitar hacia políticas más 

abiertas y orientadas al mercado globalizado. 

 

Desde la década de 1970, el mundo enfrentó una crisis estructural que puso fin al orden 

mundial de posguerra (Dobrescu et al., 2012). Un hecho relevante de esta década es la 

crisis del petróleo de 1973, desencadenada por un embargo impuesto por los países 

árabes sobre las exportaciones de crudo a las naciones occidentales, con el objetivo de 

presionar su postura frente al conflicto árabe-israelí. Este embargo, acompañado por una 

cuadruplicación de los precios del petróleo por parte de la Organización de Países 

Exportadores de Petróleo (OPEP), generó una crisis energética en numerosos países 

occidentales (Salameh, 2004). Este evento transformó las relaciones económicas 

internacionales y catalizó un debate global sobre el establecimiento de un nuevo orden 

económico internacional (NOEI) (Kennedy, 2024).  

 

De esa manera, Voutsa & Borovas (2015a) mencionan que, desde la década de los 70s, 

la intervención del Fondo Monetario Internacional (FMI) y del Banco Mundial consolidó el 

liberalismo, fundamentado en la idea de que las instituciones internacionales podían 

asumir roles y responsabilidades que los Estados eran incapaces de implementar. Esto 

favoreció la cooperación internacional y la creación de organismos como las Naciones 

Unidas. El Banco Mundial amplió su ámbito de acción más allá de la financiación de 

proyectos de desarrollo, asumiendo un papel activo en la promoción de políticas de 

desarrollo y en la implementación de programas económicos y sociales en los “países en 

desarrollo”. Mas tarde, desde la década de los 80s, el FMI comenzó a imponer 

condicionalidades a los países que solicitaban préstamos, exigiendo la implementación de 

ciertas políticas macroeconómicas y otras reformas. Con el tiempo, las políticas 

implementadas en América Latina son las establecidas por ambas instituciones, que 

pasaron de un modelo de regulación estatal a otro que favorece la privatización y la 

participación del sector privado en la economía. Esto ha provocado una mayor influencia 

de las empresas privadas en la formulación de políticas públicas. 
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En este contexto, Voutsa & Borovas (2015b), agrega que la globalización como proceso 

de interconexión e interdependencia creciente entre países y regiones del mundo, abarca 

todas las dimensiones de la sociedad contemporánea. En el ámbito económico, implica la 

integración de mercados a través del comercio internacional, la inversión extranjera y la 

movilidad de capitales. Este proceso, mediado por instituciones como el FMI y el Banco 

Mundial, se ve influido por políticas y programas neoliberales. Por otro lado, en el ámbito 

cultural, la globalización ha incentivado la difusión de ideas, valores y prácticas culturales 

a nivel mundial, lo que ha resultado en una creciente homogenización cultural. En cuanto 

a la dimensión política, la globalización se manifiesta en la creación de instituciones y 

acuerdos internacionales que regulan las relaciones entre países, tales como tratados de 

libre comercio y organizaciones transnacionales. 

 

En el ámbito globalizado, Morin Flores & Langle Flores (2024) comenta que, las políticas 

neoliberales han tenido efectos negativos en las regiones periféricas, exacerbando las 

desigualdades y limitando las oportunidades de desarrollo local en donde el Estado actúa 

como facilitador del mercado, promoviendo condiciones favorables para la inversión y el 

comercio extranjero. Esta dinámica ha debilitado la capacidad del Estado para regular y 

proteger a los ciudadanos, lo que ha llevado a una distribución desigual de los beneficios 

derivados de la globalización. 

 

Martinez Rangel & Soto Reyes (2012), esclarecen que el establecimiento de políticas 

liberales se impulsó por el Consenso de Washington, un conjunto de reformas económicas 

diseñadas para abordar las crisis económicas en países en desarrollo. En América Latina 

adquirió protagonismo con un enfoque centrado en la estabilidad macroeconómica, 

mediante el control de la inflación y el equilibrio fiscal. Este modelo plantea una visión 

jerárquica en la que las políticas sociales se subordinan a las económicas. Estas políticas 

fueron implementadas para acceder a préstamos y asistencia económica, que llevó a 

muchos países de la región a adoptarlas como la única alternativa frente a sus crisis 

económicas, tal como se ilustra en la siguiente figura. 
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Figura 1- 1. Crisis de deuda externa y ajustes estructurales en la década de los 80's en 
América Latina. 

 

Fuente: Svampa et al., (2012b). Elaboración: Propia. 

 

Como lo comenta Al-jarboa (1989), la deuda externa reduce los recursos disponibles para 

invertir en sectores productivos y resulta en una oferta de exportación menos competitiva. 

Para mejorar su situación económica, los gobiernos suelen implementar políticas que 

fomenten la exportación y explotación de metales y minerales, tales como subsidios a la 

exportación o incentivos fiscales. En muchos países latinoamericanos, la exportación de 

metales, minerales y combustibles fósiles constituyen una fuente principal de ingresos, lo 

que genera una dependencia considerable de estas actividades económicas. Esta 

dependencia hace que sus economías sean vulnerables a las fluctuaciones en los precios 

internacionales de los commodities. Adicionalmente, la deuda externa influye en la manera 

en que los países responden a las condiciones del mercado internacional. En contextos de 

alta demanda y precios elevados de los commodities, los países con alta deuda pueden 

incrementar la producción de manera acelerada para capitalizar los precios favorables. 

Esta estrategia, beneficiosa a corto plazo desde la perspectiva económica, conduce a la 

sobreexplotación de los elementos de la naturaleza y ocasiona problemas ambientales 

significativos a largo plazo. 
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En cuanto a este último aspecto, Amin et al (2025) evidencian que la oferta monetaria, la 

extracción de recursos naturales, la industrialización y la huella ecológica en el Sur Global, 

especialmente en América Latina, están estrechamente interconectadas y generan 

impactos ambientales significativos. En este sentido, un aumento en la oferta monetaria 

conlleva un incremento en la huella ecológica, ya que eleva el poder adquisitivo de la 

población, lo que a su vez impulsa la demanda de bienes y servicios, generando mayores 

emisiones de gases de efecto invernadero (GEI). Por otro lado, la explotación y extracción 

de la naturaleza contribuyen significativamente a la degradación ambiental y al aumento 

de la contaminación. Asimismo, la industrialización está directamente relacionada con la 

huella ecológica. A medida que este proceso avanza, se emplean tecnologías 

contaminantes y aumenta la dependencia de fuentes de energía fósil, lo que intensifica las 

emisiones de GEI. Al analizar el contexto de 11 países de América Latina entre 1990 y 

2021, se observa que la oferta monetaria, la extracción de minerales, la industrialización y 

la densidad poblacional son factores determinantes en el incremento de la huella ecológica. 

 

Sin duda, el papel del desarrollo económico en el contexto de América Latina está 

intrínsecamente relacionado con la explotación de los elementos de la naturaleza, un 

fenómeno que ha sido fundamental para la acumulación de capital (Schuldt et al., 2009).  
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Figura 1-2. Privatizaciones, apertura económica y extractivismo en la década 90's en 
América Latina. 

 

Fuente: Svampa et al., (2012b). Elaboración: Propia. 

 

Tal como se ilustra en la figura 2 y como lo menciona Svampa et al. (2012a), en la década 

de los noventa se intensificaron las políticas neoliberales con privatizaciones masivas y 

desregulación financiera. Esto resultó en una mayor concentración de riqueza y poder en 

manos extranjeras, debilitando la soberanía económica y política de los países 

latinoamericanos. América Latina fue relegada a una posición periférica dentro del sistema 

capitalista mundial, lo que tuvo consecuencias duraderas para su desarrollo económico y 

su integración en la economía global. El neoliberalismo se ha asociado con una forma 

moderna de colonialismo económico, donde las potencias del Norte Global imponen 

políticas que refuerzan relaciones desiguales con el Sur Global. La globalización del 

capital, referencia como las reformas neoliberales obligaron a los países en desarrollo a 

reestructurar sus economías para alinearse con los intereses del capital internacional, 

perpetuando así la subordinación y aumentando las desigualdades. 

 

Según el informe titulado Multilateralismo en una era de oligarquía global, publicado por 

Oxfam en 2024, se presentan cifras que ilustran los efectos de las dinámicas políticas y 

económicas contemporáneas. Entre los hallazgos, se destaca la creciente concentración 
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de riqueza y el aumento de la inequidad entre el Norte Global y el Sur Global, una tendencia 

que se ha intensificado desde la década de 1980, como se muestra a continuación. 

 

Figura 1- 3. Efectos contemporáneos del establecimiento neoliberal en el mundo. 

 

Fuente: Gandour et al. (2024) y Svampa et al. (2012a). Elaboración: Propia. 

1.2.1. Cadenas globales de valor 

En este apartado se estudian los mecanismos de la globalización que facilita la exportación 

de las bases naturales de diversos territorios de América Latina hacia las regiones del 

Norte Global, promoviendo su explotación y daños ambientales a perpetuidad mediante 

diversos mecanismos transnacionales, como se exploran a continuación. 

 

Para Pérez Ibáñez (2019), la apertura de mercados ha integrado a las economías 

latinoamericanas en cadenas globales de valor (CGV), mecanismos donde predomina la 

especialización en la producción de materias primas, que ha limitado el desarrollo de 
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industrias complejas y competitivas en la región. Las CGV se refieren a las redes de 

actividades para diseñar, producir, comercializar y distribuir bienes o servicios a nivel 

global. En este sistema, diferentes etapas de producción se distribuyen entre países, 

aprovechando las ventajas comparativas de cada región. Es decir, un producto puede ser 

diseñado en un país, fabricado en otro y ensamblado y distribuido en un tercero. Las 

empresas buscan maximizar la eficiencia ubicando cada fase en el lugar que ofrezca las 

mejores condiciones, como bajos costos laborales, facilidad de acceso a la naturaleza o 

proximidad a mercados clave, limitando la capacidad de países en desarrollo para 

beneficiarse de la globalización.  

 

Para superar esta situación, desde las políticas neoliberales se propone implementar 

políticas industriales y comerciales que promuevan el “upgrading”7, es decir, la transición 

hacia actividades de mayor valor agregado dentro de las cadenas (OECD, 2011). 

 

Desde la perspectiva de Fernández & Trevignani (2015), las CGV han transformado el 

análisis económico al introducir el enfoque de redes, que permite comprender cómo se 

estructuran y organizan los procesos productivos a nivel global. Este enfoque ha sido 

adoptado por organismos internacionales y gobiernos para diseñar políticas orientadas a 

integrar economías del Sur Global en la economía mundial. Sin embargo, las CGV 

simplifican las realidades locales y su institucionalización supranacional ignora las 

desigualdades estructurales del capitalismo global, limitando su efectividad. En este 

contexto, el extractivismo se convierte en una fuente clave de insumos, relegando al Sur 

Global a un rol subordinado basado en la extracción de materiales y energía de alto 

impacto biofísico y bajo valor económico, perpetuando la dependencia y la desigualdad. 

 

Así las cosas, para Dalle et al. (2013), existen dos enfoques para establecer las CGV. Por 

un lado, las reformas de libre comercio, promovidas por organismos como la Organización 

Mundial del Comercio (OMC) y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económico (OCDE), destacan los beneficios de la integración internacional en las CGV 

 
7 El upgrading implica un movimiento hacia eslabones de mayor valor agregado dentro de las CGV. 
Sin embargo, este proceso depende de la capacidad de las empresas y del Estado que mediante 
políticas públicas faciliten estas transiciones (Pérez Ibáñez, 2019).   
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para impulsar el crecimiento económico y la competitividad. Por otro, la intervención estatal 

subraya la importancia de las políticas públicas para maximizar los beneficios de la 

participación en las CGV, argumentando que el crecimiento real depende del rol activo del 

Estado. 

 

Según Sandoval (2014), la gobernanza en este contexto se refiere a forma en que se 

distribuyen las ganancias y cómo se organizan las relaciones entre los diferentes actores 

dentro de la cadena. Esta estructura puede ser horizontal o vertical, dependiendo del 

control que los actores tengan sobre activos estratégicos, lo que a su vez influye en su 

competitividad y en su capacidad para participar en la ganancia total producida.  

 

Galeano (2024) sostiene que, para entender estas dinámicas económicas y políticas en 

América Latina, es fundamental abordar los fenómenos de imperialismo y la globalización, 

íntimamente ligados a la historia de la colonialidad. El imperialismo implica la dominación 

política y económica de un país sobre otro, mientras que la colonialidad alude a las 

estructuras de poder que permanecen incluso tras la independencia formal de las colonias. 

En América Latina, esta última se manifiesta en la persistencia de relaciones de 

dependencia y explotación, en las que las élites locales colaboran con intereses 

extranjeros, perpetuando desequilibrios históricos. Estos procesos permanecen debido a 

las inversiones extranjeras y el establecimiento de empresas transnacionales en sectores 

como la minería y la agricultura. Estas actividades perpetúan la dependencia económica 

al priorizar la exportación de materias primas por encima del desarrollo integral de las 

economías locales. 

 

Sin duda los acuerdos comerciales, como el Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte (TLCAN) y otros convenios bilaterales, que han facilitado la entrada de capital 

extranjero y han limitado la capacidad de los países para regular sus economías de manera 

autónoma, restringiendo su soberanía económica (Svampa et al., 2012b). 

 

Así lo argumenta Melón (2022), con la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura 

Regional Suramericana (IIRSA), un proyecto establecido en el año 2000 durante la primera 

cumbre sudamericana en Brasilia. Busca promover el desarrollo de la infraestructura en 
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América del Sur, con un enfoque en el transporte, la energía y las telecomunicaciones para 

facilitar la integración regional entre los doce países suramericanos: Argentina, Bolivia, 

Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, Paraguay, Perú, Surinam, Uruguay y 

Venezuela. La IIRSA se propone desarrollar una infraestructura que mejore la conectividad 

y competitividad de la región. Para ello, organiza sus proyectos en Ejes de Integración y 

Desarrollo, franjas geográficas donde se concentran los flujos comerciales y las 

inversiones. Algunos de estos ejes incluyen el Eje Andino, el Eje del Amazonas, el Eje 

Hidrovía Paraguay-Paraná y el Eje MERCOSUR-Chile, diseñados para facilitar el 

movimiento de bienes y personas, así como para mejorar los servicios de infraestructura 

necesarios para el desarrollo económico.  

 

Estos mecanismos transnacionales posicionan sobre América Latina una lógica territorial 

como un recurso explotable y desestima las comunidades que lo habitan. Esta perspectiva, 

concibe el territorio local como “vacíos demográficos” o “tierras disponibles”, ignorando 

identidades, saberes y derechos locales. Así, el colonialismo configuró una relación de 

desapego con el territorio, priorizando intereses externos y extractivos sobre las 

comunidades locales (Fallas Barrantes, 2017). 

 

Para Gilly et al. (2014), la perspectiva colonia ha sido perpetuada en el contexto de la 

Iniciativa IIRSA, que busca desarrollar infraestructuras en la región sin considerar las 

implicaciones para las comunidades locales y sus territorios. Lo que ha llevado a la 

marginalización de comunidades ancestrales como las indígenas, afrodescendientes y 

campesinos, quienes a menudo son despojados de sus tierras en nombre del desarrollo y 

la modernización. En consonancia, Porto-Gonçalves & Araújo Quental (2012) señalan que 

la IIRSA reproducen lógicas de acumulación por despojo8 y explotación, considerando el 

 
8 Para Breilh (2004), la acumulación por despojo describe el modo de acumulación que se sustenta 
en la expropiación mediante prácticas predatorias, fraude y violencia. Aprovechando las 
desigualdades y asimetrías a nivel internacional, regional y local, impactan los sectores vulnerables 
de la sociedad. Las principales consecuencias incluyen el empobrecimiento mediante el deterioro 
de las condiciones de vida de las comunidades y enraíza la pobreza estructural. Además, la 
destrucción ambiental por efectos de la explotación intensiva, comprometiendo la integridad de los 
ecosistemas. La desposesión rural, donde millones de campesinos pierden sus tierras y medios de 
subsistencia, lo que intensifica la crisis rural y las migraciones hacia las ciudades en busca de 
oportunidades. El modelo de acumulación por despojo se encuentra estrechamente vinculado al 
neoliberalismo, que promueve la desregulación, la privatización y la concentración de riqueza en 
manos de grandes corporaciones. En este contexto, el neoextractivismo se presenta como una 
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territorio un recurso disponible y desconociendo su dimensión social y cultural. Esto genera 

conflictos territoriales, resistencia comunitaria y una tensión entre desarrollo e impacto 

ambiental, evidenciando la necesidad de políticas inclusivas que respeten los derechos 

locales. 

 

No obstante, este tipo de mecanismos han permanecido a lo largo de la historia reciente, 

Pastor-Pomares (2022) comenta que en América Latina la integración regional surgió como 

una estrategia para enfrentar los desafíos económicos, incluida la deuda externa. 

Organizaciones como la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), el 

Mercado Común del Sur (Mercosur) y la Comunidad Andina se formaron para fortalecer 

las economías locales y reducir la dependencia del financiamiento externo. La integración 

regional se concibió como un medio para promover el comercio intrarregional y mejorar la 

cooperación económica. En este contexto, los acuerdos comerciales regionales (ACR) 

adquirieron relevancia como una respuesta a la globalización. 

 

Así mismo, Almada & Reche (2020) asegura que el modelo de industrialización por 

sustitución de importaciones (ISI) fue un modelo de desarrollo económico que se 

implementó principalmente entre las décadas de 1930 y 1980. El ISI buscó diversificar 

economías que dependían en gran medida de la exportación de materias primas, pero su 

agotamiento llevó a muchos países a reorientarse hacia los sectores extractivos. Este 

retorno a la explotación de la naturaleza es la principal fuente de ingresos, perpetuando un 

ciclo de dependencia. 

 

Para Svampa (2013), el modelo neoextractivista también fue impulsado por el Consenso 

de los Commodities, que instauro un cambio en el paradigma económico y político en 

América Latina y surge del auge de los precios internacionales de las materias primas a 

partir del año 2000. Este modelo marca una transición desde el Consenso de Washington, 

enfocado en la valorización financiera y las políticas neoliberales, hacia un enfoque que 

prioriza la extracción y exportación intensiva y masiva de bienes primarios. A diferencia de 

las reformas estructurales promovidas por el Consenso de Washington, este nuevo modelo 

 
manifestación concreta de este modelo, ya que implica la expropiación del territorio perteneciente a 
comunidades ancestrales, exacerbando los conflictos ambientales. 
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se centra en aprovechar las ventajas que ofrecen las bases naturales de ciertas regiones. 

Este modelo ha permitido a varios países periféricos experimentar un notable crecimiento 

económico y aumentar sus reservas monetarias en virtud de los mecanismos de 

explotación y exportación. 

 

La creciente demanda global de commodities9, impulsada por países centrales y potencias 

emergentes como China, ha sido un factor clave en esta transformación, consolidando el 

papel de los elementos de la naturaleza como eje central del desarrollo económico en la 

región (Svampa et al., 2012a). 

 

Merlinsky et al. (2017), afirman que el Consenso de los Commodities también ha 

transformado la estructura económica de América Latina mediante la reprimarización, un 

proceso económico que implica la especialización en bienes primarios (minerales, 

petróleo, productos agrícolas), aumentando la dependencia económica y reduciendo la 

inversión industrial. Esto debilita la producción manufacturera y deteriora los términos de 

intercambio, ya que se exportan commodities a bajo valor y se importan bienes industriales 

costosos. En América Latina, la demanda global de materias primas ha impulsado políticas 

extractivistas, consolidando un modelo económico basado en la explotación de la 

naturaleza. 

 

Por su parte, Carrasco Henríquez et al. (2021) señalan que este fenómeno ha sido 

especialmente notable en el contexto de los gobiernos progresistas, aumentando la 

vulnerabilidad de las economías ante las fluctuaciones del mercado global y acentuando 

su fragilidad estructural. Además, las comunidades que dependen del territorio para su 

sustento ven amenazada su supervivencia, lo que ha derivado en protestas y resistencias 

en defensa de los derechos territoriales y la protección ambiental. Como indica Svampa et 

 
9 Los commodities según Humberto & Villegas (2016), son bienes o materiales de la naturaleza que 
se comercializan en mercados globales y resultan esenciales para diversas industrias. Su 
característica principal es la homogeneidad, lo que implica que no presentan diferencias 
significativas en calidad o características, independientemente de su productor. Estos incluyen 
granos como soja, trigo, maíz y avena; softs como algodón, café, azúcar y cacao; energías como 
petróleo crudo, gas natural y etanol; metales como oro, plata, cobre y platino; y carnes como ganado 
bovino vivo y porcino. En América Latina, los commodities desempeñan un papel fundamental en 
las economías de varios países, que dependen en gran medida de su exportación para generar 
ingresos y divisas, esto es, el desarrollo de industrias extractivas, especialmente en Brasil, Colombia 
y México. 
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al. (2012a), la reprimarización en Latinoamérica ha ocurrido debido a la reversión de la 

matriz socioproductiva de la región, lo que ha transformado su estructura económica, 

territorial y productiva a nivel local. En esta línea, Cálix et al. (2020) identifican tres modelos 

productivos principales que configuran la estructura económica contemporánea de la 

región, como se muestra a continuación. 

 

Figura 1- 4. Modelos Productivos en América Latina. 

 

Fuente: Cálix et al. (2020). Elaboración: Propia. 

1.2.2. Políticas públicas, camino hacia los conflictos 
ambientales 

El neoextractivismo en el siglo XXI se configura como un modelo de acumulación centrado 

en la explotación intensiva de la naturaleza, usualmente mediante megaproyectos que 

conectan dinámicas locales con intereses transnacionales, tal como se ha expuesto hasta 

el momento. En virtud de lo anterior, en este capítulo se explora como este enfoque desafía 
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las soberanías estatales, impulsando un proceso político y económico hacia la 

reprimarización de las economías en América Latina permeando la generación de daños 

ambientales a perpetuidad.   

 

Para Svampa et al. (2012b), señalan que en América Latina convergen tendencias políticas 

e intelectuales en torno al desarrollo. Por un lado, resurge una visión productivista que 

incorpora un desarrollo sostenible débil, la responsabilidad social empresarial y la 

gobernanza, con un discurso pseudoindustrialista. Tanto el neodesarrollismo neoliberal, 

ligado a la desposesión, como el progresista, que busca controlar el excedente estatal, 

comparten una lógica extractivista basada en la explotación de la naturaleza bajo el 

pretexto de “oportunidades económicas” y “ventajas comparativas”. Pese a sus diferencias 

ideológicas, ambos modelos perpetúan un sistema neocolonial de apropiación de bienes 

comunes, excluyendo a las comunidades. Así, el discurso progresista, al igual que el 

neoliberal, sostiene una economía adaptativa vinculada a la acumulación global. 

 

La tesis anterior, se ratifica con lo que menciona Arias Hurtado (2017), en donde el 

establecimiento de políticas que favorecen la inversión extranjera y priorizan la explotación 

de la naturaleza como motores del crecimiento. En el aspecto sociocultural, las 

comunidades rurales experimentan fragmentación territorial, daños a la salud y 

debilitamiento de su soberanía alimentaria. En lo económico, la reprimarización intensifica 

la dependencia de la exportación de materias primas, perpetuando la pobreza y la 

inequidad social. Para Gudynas (2010), el extractivismo se ha consolidado como un pilar 

de las políticas públicas en la región, evidenciando un dilema entre el desarrollo económico 

y la sustentabilidad. 

 

Así las cosas, según Castañeda Olvera (2024), las políticas públicas han definido la 

manera en que se gestionan y regula la naturaleza. Sin embargo, estas suelen ser 

insuficientes y contradictorias ya que sus políticas reflejan un desafío utópico inherente: 

equilibrar las demandas económicas y sociales con la necesidad proteger los ecosistemas 

y garantizar la participación efectiva de las comunidades afectadas en la toma de 

decisiones.  

Continuando con los postulados de Svampa et al. (2012b), estas dinámicas de dominación 

política, ideológica, económica, simbólica y corpórea, se establece de manera tangible en 
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el proceso de construcción de la territorialidad, un espacio complejo donde convergen 

distintas lógicas y racionalidades que reflejan valoraciones divergentes. En términos 

generales, es posible identificar lógicas de territorialidad que varían según los actores 

involucrados: grandes corporaciones y élites económicas, el Estado en sus diferentes 

niveles, y actores sociales organizados o implicados en los conflictos. Para las 

corporaciones y las élites económicas, la lógica territorial se fundamenta en un paradigma 

economicista, orientado a transformar la naturaleza en territorios eficientes y productivos. 

Por su parte, la lógica estatal opera en un marco de geometría variable, adaptándose 

según sus prioridades políticas y administrativas.   

 

De esta manera, el territorio se erige como la plataforma fundamental donde se 

materializan los daños ambientales, convirtiéndose en la unidad de análisis de las 

dinámicas extractivistas y sus consecuencias sobre los ámbitos sociales, económicos, 

ecológicos, simbólicos, corpóreos etc., que generan daños ambientales a perpetuidad. 

 

En respuesta a lo anterior, Rausch (2018) señala que se ha desarrollado fenómenos como 

la “ambientalización de las luchas sociales”, procesos mediante el cual las reivindicaciones 

por derechos sociales y económicos se combinan con la preocupación por la protección 

ambiental. En este contexto, las comunidades demandan acceso a la tierra y un desarrollo 

equitativo, junto a la defensa del ambiente como un eje central de sus movilizaciones. 

 

En este marco, Avallone (2016), menciona que los conflictos ambientales emergen de la 

confrontación entre la lógica capitalista y las diversas formas de vida inherentes a los 

ecosistemas. En ese ámbito, el capitalismo, promueve la homogeneización del planeta, 

simplifica y reduce las dinámicas ecológicas, lo que resulta en degradación ambiental y 

pérdida de diversidad ecológica, ecosistémica y cultural. Asimismo, el despojo lleva a la 

explotación de las comunidades y sus territorios, lo que desencadena resistencias y 

tensiones sociales.  

 

Para ilustrar estas dinámicas, el EJAtlas (2025) muestra cómo la extracción de minerales 

y materiales de construcción genera tensiones a nivel global debido al impacto del 
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capitalismo globalizado sobre los diferentes sistemas socioecológicos en el mundo, como 

se observa en la siguiente figura. 

 

Figura 1- 5. Conflictos sobre extracción de minerales y materiales de construcción en el 
mundo por el atlas de justicia ambiental. 

 

Fuente: (EJAtlas, 2025). 

 

Para Savitri (2024), estos conflictos evidencian daños ambientales, luchas por la 

autonomía territorial y la justicia cultural. En este contexto, la minería es el sector más 

problemático, representando el 21% de los casos documentados en el EJAtlas. Además, 

el 12% de los conflictos registrados involucran desplazamientos forzados, afectando 

especialmente a comunidades indígenas cuyas tierras ancestrales se ven amenazadas por 

estas actividades. Así mismos, de los 2,922 conflictos globales registrados, 592 

(equivalentes al 20%) están relacionados con la extracción de minerales y materiales de 

construcción. En países de bajos ingresos, el 13% de estos casos incluyen el asesinato de 

defensores ambientales, lo que pone en evidencia la represión contra quienes resisten 

ante las actividades extractivas. 

 

En consonancia a lo anterior, Svampa et al. (2012b) explica que la dimensión de los 

conflictos ambientales se relaciona con el acceso y control de la naturaleza y los territorios, 
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reflejando intereses y valores opuestos entre los actores involucrados en un contexto 

marcado por profundas desigualdades de poder. Estos conflictos ponen de manifiesto 

concepciones divergentes y generan debates en torno a las definiciones de desarrollo y, 

en un sentido más amplio, sobre los principios de la democracia.  

 

Como se ha mencionado con antelación, la unidad de análisis es el territorio, razón por la 

cual Bottaro (2012), propone estudiar los conflictos ambientales desde una perspectiva 

multiescalar, considerando sus dimensiones local, regional, nacional y global. Las 

dinámicas de poder y los intereses varían según la escala de análisis, pero estos conflictos 

suelen estar interconectados, pues eventos en un lugar pueden estar condicionados por 

sucesos lejanos. Este entrelazamiento exige un enfoque multiescalar para comprender sus 

complejas interrelaciones. Además, la escala influye en las relaciones entre actores 

sociales, económicos y políticos, modificando sus interacciones e intereses según el 

contexto. La escala técnica, como representación simbólica a través de mapas, también 

es clave, ya que su uso puede afectar la interpretación del conflicto y las estrategias para 

abordarlo. Esta idea se ilustra a continuación. 

 

Figura 1- 6. De lo global a lo local; escalas del impacto en los conflictos ambientales. 



 
 45 

 

 

Fuente: Autora. Elaboración: Propia. 

La dimensión multiescalar abarca desde lo local hasta lo subcontinental y puede medirse 

en términos de huella ecológica10. Muchos países en desarrollo enfrentan presiones por la 

demanda de recursos de los países desarrollados, lo que agrava la sobreexplotación de 

sus ecosistemas. 

 

Como se ha mostrado a lo largo de la presente indagación, los conflictos ambientales en 

América Latina trascienden el ámbito local y están profundamente influenciados por 

dinámicas regionales y globales. Svampa (2008), señala que las luchas comunitarias 

contra empresas transnacionales y gobiernos forman parte de procesos globalizados, 

generando alianzas y resistencias que trascienden fronteras. En este sentido, las 

decisiones globales impactan lo local, y las respuestas locales pueden influir en el ámbito 

 
10 Según la WWF (2022), en 2020 el promedio mundial de huella ecológica fue de 2.5 hectáreas 
globales por persona, mientras que la biocapacidad del planeta se estimó en 1.6 hectáreas, 
evidenciando un déficit ecológico. Para mantenerse dentro de los límites del planeta, la huella 
ecológica debe ser menor. Sin embargo, en países desarrollados puede superar las 6.4 hectáreas, 
lo que implica un consumo 4.8 veces mayor que la capacidad regenerativa de la Tierra. En países 
en desarrollo, oscila entre 1.7 y 3.4 hectáreas, es decir, 1.8 veces más que la biocapacidad global, 
aunque menor que en naciones industrializadas. 
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global. En consonancia, la territorialización de los conflictos intensifica las disputas, 

revelando asimetrías de poder entre comunidades y grandes corporaciones. Además, los 

movimientos sociales enfrentan la resistencia de estos actores y el riesgo de ser cooptados 

por gobiernos u ONGs, complejizando aún más estas dinámicas multiescalares. 

 

Estos conflictos involucran múltiples variables, incluyendo la degradación ambiental, la 

pérdida de tierras, la violación de derechos humanos, y la falta de compensación adecuada 

para las comunidades afectadas (Özkaynak et al., 2021). Para ilustrar este aspecto, Global 

witness (2024), menciona que entre 2012 y 2023 se registraron 116 asesinatos de 

activistas vinculados a procesos extractivos en el continente, de los cuales más del 50% 

estuvieron relacionados con actividades mineras. En 2023, esta región concentró la 

mayoría de los casos a nivel global, con 23 de los 25 asesinatos relacionados con la 

minería registrados en el mundo.  

 

Para Robledo (2017), los mecanismos de resistencia se enmarcan en el concepto 

denominado “giro ecoterritorial” que describe un cambio en las estrategias de los 

movimientos sociales en América Latina para proteger sus territorios. Este enfoque critica 

los modelos de desarrollo y promueve la gestión colectiva de los bienes comunes, 

alejándolos de la lógica dominante. Este fenómeno se caracteriza por la organización 

asamblearia de las comunidades, que se unen para defender sus derechos sobre el 

espacio público y los bienes comunes, visibilizando sus luchas y cuestionando las 

dinámicas de poder y explotación que impactan a las personas y el territorio.  

 

Smart (2020) señala que al 2018, los conflictos mineros en América Latina mostraban un 

incremento significativo en la conflictividad ambiental, impulsada por la creciente oposición 

de las comunidades locales a la minería a gran escala. En esencia, los conflictos mineros 

ahora incluyen a empresas y comunidades, reflejando una gobernanza que favorece a 

privados y limita la defensa de los derechos comunitarios.  

 

Según el Observatorio de Conflictos Mineros de América Latina (2019), este fenómeno ha 

sido exacerbado por diversos factores, como la crisis hídrica, el cambio climático y una 

mayor conciencia colectiva acerca de los impactos ambientales asociados a la actividad 
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extractiva. Además, los conflictos relacionados con la minería han comenzado a 

manifestarse en etapas cada vez más tempranas del desarrollo de los proyectos. Esto 

refleja un cambio en la dinámica comunitaria, donde la población con mayor acceso a 

información sobre los impactos de la minería y una valoración significativa sobre sus 

territorios, actúan de manera preventiva para proteger los derechos colectivos y 

ambientales.  

 

Para el contexto colombiano, Ramos Suárez et al. (2017) comenta que los conflictos 

asociados a las industrias extractivas se manifiestan en la disputa por el uso y la tenencia 

de la tierra. Los procesos de explotación y extracción de la naturaleza generan tensiones 

significativas, particularmente en territorios indígenas y campesinos. Estas comunidades, 

a menudo marginadas se enfrentan a la pobreza y la desigualdad, lo que intensifica el 

descontento y alimenta la resistencia frente a las actividades extractivas. La falta de 

mecanismos efectivos que permitan la participación de las comunidades en la toma de 

decisiones sobre estos proyectos agrava la conflictividad, al igual que los impactos 

ambientales negativos derivados de la extracción, como la contaminación y la degradación 

de los ecosistemas que afectan la subsistencia de las poblaciones locales. Además, la 

violencia estructural, en sus dimensiones económica y política, exacerba estas tensiones, 

generando un entorno propicio para episodios de violencia. 

1.3. Pasivos ambientales 

El estudio de los pasivos ambientales es clave para comprender los daños ambientales a 

perpetuidad, ya que surgen de actividades que alteran el ambiente y configuran perjuicios 

acumulativos, irreversibles y difíciles de remediar. En este sentido, los pasivos ambientales 

pueden configurar daños ambientales a perpetuidad, su análisis, permite identificar los 

efectos de la degradación ambiental, asignar responsabilidades y diseñar estrategias para 

proteger el ambiente. 

Según la Ley de Pasivos Ambientales en Colombia, se establece un marco legal para la 

gestión de pasivos ambientales, en su artículo 2 define: 

Entiéndase por Pasivo Ambiental las afectaciones ambientales originadas por 
actividades antrópicas directa o indirectamente por la mano del hombre, 
autorizadas o no, acumulativas o no, susceptibles de ser medibles, ubicables y 
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delimitables geográficamente, que generan un nivel de riesgo no aceptable a la 
vida, la salud humana o el ambiente, de acuerdo con lo establecido por el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Salud, y para cuyo control 
no hay un instrumento ambiental o sectorial (LEY 2327 DE 2023, 2023, p. 2). 

 

Los objetivos de la ley destacan la necesidad de establecer lineamientos claros para la 

gestión de pasivos ambientales. Esto implica su identificación, caracterización, evaluación 

de riesgos, declaración y registro, priorización para la intervención, así como el monitoreo 

y seguimiento de las acciones realizadas. Para lograrlo, se contemplan diversos 

mecanismos, entre los cuales se encuentra la creación del Comité Nacional para la Gestión 

de Pasivos Ambientales, encargado de supervisar la política pública en la materia y de 

coordinar la gestión interinstitucional. También se prevé el desarrollo de un Sistema de 

Información de Pasivos Ambientales, destinado a recopilar datos sobre la ubicación y el 

estado de estos pasivos, facilitando su seguimiento y manejo efectivo. Adicionalmente, 

ordena la creación de planes de intervención (PIPA), diseñados para rehabilitar, remediar 

y restaurar las áreas afectadas por pasivos ambientales. Estos planes pueden incluir la 

participación de terceros interesados que no sean responsables directos de los daños. 

Para garantizar una adecuada identificación de los pasivos, las autoridades ambientales 

tienen la obligación de realizar estudios preliminares. En caso de encontrar áreas 

afectadas sin instrumentos sectoriales vigentes, podrán imponerse planes de intervención 

como medida de control ambiental (LEY 2327 DE 2023, 2023).  

 

Tal como lo comenta Arevalo Aragón (2023), a pesar de ser un avance significativo en la 

regulación ambiental en Colombia, el establecimiento tardío de la ley plantea dificultades 

prácticas. Actualmente, no se han desarrollado plenamente los planes de intervención ni 

las estrategias necesarias para su aplicación, lo que genera incertidumbre sobre cómo se 

llevarán a cabo las acciones previstas. Además, la definición amplia de pasivo ambiental 

podría ocasionar confusiones sobre qué casos aplican y quiénes son los responsables, 

especialmente en contextos complejos como la minería ilegal o actividades realizadas por 

múltiples actores. La efectividad del Comité Nacional para la Gestión de Pasivos 

Ambientales también dependerá de una adecuada coordinación interinstitucional. Sin una 

colaboración eficiente entre las diversas entidades gubernamentales, la gestión de los 

pasivos podría verse limitada. A esto se suma la preocupación por un posible desinterés 
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gubernamental en avanzar con la reglamentación necesaria, lo que podría obstaculizar la 

materialización de las expectativas generadas por la ley. 

 

Adicionalmente, para Álvarez Pinzón (2024), la identificación de responsabilidad se puede 

establecer mediante la figura de “responsable indeterminado” figura para cuando no se 

pueda establecer un vínculo entre el pasivo y la responsabilidad y, en situaciones donde 

el responsable carezca de capacidad económica para asumir la atención, se le declarará 

como “responsable sin capacidad económica”. En ambos casos, corresponde a las 

autoridades tomar medidas para gestionar los pasivos, lo que puede generar incertidumbre 

y acciones tardías. 

 

En Colombia, los pasivos ambientales representan un problema significativo vinculado a 

diversas actividades económicas. Según Tarazona (2023), hasta 2016 en el país se 

registraron aproximadamente 1,843 pasivos ambientales, de los cuales solo 673 estaban 

georreferenciados. En cuanto a su distribución por sector, el 42% proviene del sector 

minero, el 24% del sector de hidrocarburos, el 16% se clasifica como “otros”, el 14% 

corresponde a residuos, el 2% no tiene un sector reportado, y el 1% se relaciona con los 

sectores agrario y agroquímico. Además, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 

(ANLA) ha identificado 161 impactos no resueltos, asociados principalmente con la 

industria petrolera. Los pasivos ambientales en Colombia y en América Latina se derivan 

principalmente de actividades como la extracción minera, que es la principal fuente de 

estos problemas debido a la contaminación del suelo y del agua producto de la exploración 

y explotación. Asimismo, la mala gestión de residuos industriales contribuye de manera 

significativa a esta problemática. 

 

De esta manera, para Martínez Alier (2015), los pasivos ambientales surgen como 

consecuencia de actividades económicas que, a lo largo del tiempo, generan 

contaminación y degradación del ambiente. Desde la época colonial y durante la 

industrialización, se han acumulado debido a la falta de consideración de sus efectos 

adversos. A medida que las economías se expanden, se intensifican las actividades de 

extracción, explotación y exportación de la naturaleza. A esta demanda de materia y 

energía, se le denomina metabolismo social y, en consecuencia, incrementa la generación 

de residuos y contaminación. Estas presiones sobre el territorio están estrechamente 
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vinculado a la creación y acumulación de pasivos ambientales, ya que el crecimiento del 

metabolismo social implica mayores costos ambientales que permanecen sin ser 

atendidos. Para el autor, la deuda ecológica estructural refleja la carga histórica que 

enfrentan los países en desarrollo como resultado de la explotación de sus territorios por 

parte de naciones más ricas. Esta deuda evidencia cómo los países industrializados han 

externalizado los costos ambientales de su desarrollo, dejando los pasivos ambientales 

como un peso para los países en desarrollo. 

 

En este sentido, Vivar Villacís (2024) comenta que, los perfiles metabólicos regionales 

permiten caracterizar la cantidad y tipo de materiales extraídos en cada región, reflejando 

sus dinámicas económicas y ambientales. Entre 1970 y 2019, cada área del mundo mostró 

patrones específicos de extracción, influenciados por la intensidad metabólica (IM), que 

mide los materiales extraídos en relación con la superficie regional, y la huella metabólica 

(HM), que los relaciona con la población. Estos indicadores son clave para comprender 

dichas dinámicas, como se muestra a continuación. 

 

 

Tabla 1. Perfil metabólico a nivel mundial. 

 
 

Región 

 

Perfil 

metabólico 

Intensidad 

metabólica 

(IM) 

Huella 

metabólica 

(HM) 

Superficie 

(miles de 

km2) 

 

Población 

(millones) 

PIB 

(millones 

USD)11 

Efecto 

ambiental  

África del 
Norte 

Minería no 
metálica (57%) 

 
Moderada 

 
Baja 

 
5,671 

 

 
206.42 

 
834,346 

Sequías, 
desertificación, 
inseguridad 
alimentaria 

África 
Subsahari
ana 

Biomasa (54%), 
minería metálica 
y no metálica en 
aumento 

 
Baja 

 
Moderada 

 
20,844 

 
1,034.51 

 
1,642,583 

 

Sequías, 
desertificación, 
inseguridad 
alimentaria 

América 
Central y 
el Caribe 

Biomasa, 
minería no 
metálica 

 
 

Baja 

 
 

Moderada 

 
2,704 

 
215.48 

 
1,626,580 

Huracanes, 
cambios en 
lluvias, 
impacto en 
agricultura e 
infraestructura 

 
11 A precios constantes 2010. 
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América 
del Norte 

Combustibles 
fósiles, minería 
metálica 

 
 

Alta 

 
 

Alta 

 
 

19,819 
 

 
 

373.83 

 
 

20,846,99
9 

Incendios 
forestales, 
tormentas 
severas, 
impacto en 
infraestructura 

América 
del Sur 

Minería 
metálica, 
biomasa, 
aumento en 
minerales 
metálicos 
(Brasil, Chile) 

 
 

Moderada 

 
 

Moderada 

 
 

17,741 

 
 

431.25 

 
 

3,380,800 

Deforestación, 
cambios en 
lluvias, pérdida 
de 
biodiversidad 

Medio 
Oriente 
asiático 

Combustibles 
fósiles, 
crecimiento 
exponencial 
desde 1970 

 
 

Muy alta 

 
 

Alta 

 
 

4,868 

 
 

281.64 

 
 

3,142,959 

Escasez de 
agua, altas 
temperaturas, 
impacto en 
desarrollo 

Asia (sin 
Medio 
Oriente) 

Biomasa, 
minería metálica 
(China 
destacada) 

 
Alta 

 
Alta 

 
27,035 

 

 
4,345.68 

 
27,626,03

7 

Inundaciones, 
tifones, 
aumento de 
desigualdades 

Europa 
del Norte 
y Este 

Minería metálica 
y no metálica 

Moderada Moderada 2,844 
 

300.52 
 

13,223,40
1 
 

Costos 
elevados de 
adaptación 
climática 

 
Europa 
del Sur y 
Oeste 

Minería no 
metálica, 
biomasa, 
regulaciones 
ambientales 
estrictas 

 
 

Moderada 

 
 

Moderada 

 
 

20,143 
 

 
 

443.53 
 

 
 

6,356,474 
 

 
Costos 
elevados de 
adaptación 
climática 

 
 
Oceanía 

Minerales 
metálicos, 
combustibles 
fósiles, gran 
huella 
metabólica 

 
 

Alta 

 
 

Alta 

 
 

8,487 

 
 

42.83 

 
 

1,595,442 

Incendios 
forestales, 
cambios 
climáticos, 
presión sobre 
recursos 

Fuente: Vivar Villacís (2024). Autora. Elaboración: Propia. 

 

La tabla 1-1 presenta la combinación de perfiles metabólicos, considerando su intensidad 

y huella, junto con los efectos asociados a la vulnerabilidad climática. Se observa que las 

regiones enfrentan desafíos específicos derivados de los procesos de extracción, 

explotación y exportación de recursos naturales, lo cual evidencia disparidades regionales 

en términos de intensidad y huella metabólica. 

En este contexto, Asia (excluyendo Medio Oriente) y Oceanía se caracterizan por registrar 

una alta intensidad metabólica (IM), mientras que Oceanía lidera en huella metabólica 

(HM). En el caso de América Central y el Caribe, junto con América del Sur, los perfiles 
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metabólicos se vinculan principalmente a la producción de biomasa y a la minería metálica, 

con niveles moderados de intensidad y huella metabólica. Estas dinámicas impulsan 

fenómenos de deforestación, generan impactos en la agricultura y provocan cambios en 

los patrones de lluvia, así como la pérdida de biodiversidad. 

 

En definitiva, los pasivos ambientales son la expresión tangible de la interacción entre un 

metabolismo social intensivo y la deuda ecológica estructural. Representan los costos no 

asumidos de la explotación de la naturaleza, que permanecen en el tiempo y espacio. 

Estos pasivos constituyen una carga significativa para las comunidades locales y 

evidencian la falta de responsabilidad en la gestión ambiental por parte de quienes se 

benefician de dicha explotación.  

1.3.1. Pasivos ambientales mineros  

En esta investigación, es fundamental diferenciar los pasivos ambientales mineros dentro 

del estudio de los pasivos ambientales, ya que estos son precursores de daños 

ambientales a perpetuidad derivados de las actividades extractivas, el objeto de estudio. 

En consonancia, dado el papel preponderante de la minería en la economía, especialmente 

en el país, resulta crucial analizar sus efectos y la manera en que es regulada en la 

actualidad. Esta distinción permite un enfoque más preciso para evaluar sus 

consecuencias y comprender su gestión.  

 

Según Alba Pachón et al. (2022), el pasivo ambiental minero (PAM) se refiere a los 

impactos o daños ocasionados por la minería que no han sido oportunamente remediados, 

mitigados o corregidos, representando un perjuicio para el ambiente. En principio, estos 

daños deben ser subsanados por los responsables directos. Sin embargo, cuando no se 

logra identificar al causante, la responsabilidad recae sobre el Estado.  Adicionalmente, los 

PAM se consideran como la acumulación de daños no compensados y constituyen una 

deuda hacia las comunidades debido a que la mayoría de las actividades mineras en 

Colombia se realizan en zonas donde las principales fuentes de sustento de la población 

son la agricultura, la pesca y la ganadería. Estas actividades se ven directamente 
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afectadas por la contaminación del agua y su uso intensivo, lo que limita el acceso a las 

fuentes hídricas y sus diferentes medios de vida. 

 

La minería, presente en América Latina desde la colonización, sigue siendo una actividad 

económica clave, especialmente en Colombia. Según la Comisión Económica para 

América Latina y el Caribe - CEPAL (2018), en 2017 la inversión extranjera directa (IED) 

representó el 4.8% del producto interno bruto (PIB) colombiano, destinándose en gran 

parte a los sectores minero y petrolero, lo que refleja su atractivo para los inversionistas. 

 

De acuerdo con la Unidad de Planeación Minero Energética – UPME (2025), hasta el 31 

de enero de 2025, en el país se registraron 6,879 títulos mineros en distintas etapas 

contractuales: 5,273 en explotación, 922 en exploración, 168 en evaluación técnica 

anticipada y 1 en construcción y montaje. En cuanto a la distribución por tipo de mineral, 

el 23% corresponde a oro y metales preciosos, 14% a esmeraldas, 1% a carbón, 4% a 

cobre y 53% a materiales de construcción, mientras que el resto no está especificado. 

Respecto a las modalidades de títulos, 5,508 son contratos de concesión, 515 

autorizaciones temporales, 282 licencias de explotación y 87 licencias especiales para 

materiales de construcción. 

 

Un aspecto para destacar es que según Alba Pachón et al. (2022), al 2012, el 6,02% de 

las tierras reconocidas como pertenecientes a comunidades afrodescendientes contaban 

con títulos mineros, mientras que el 16,5% tenían solicitudes en curso. En el caso de los 

resguardos indígenas, el 1% de su territorio tenía títulos otorgados y el 13,68% enfrentaba 

solicitudes en trámite, poniendo en contexto la vulnerabilidad de las comunidades locales. 

 

En este contexto, según la Sentencia C-339-02, (2002), en 2005 el gobierno otorgó un 

título minero de 9,967 hectáreas, que se superponía con áreas previamente explotadas 

por mineros locales. Sin embargo, no se llevó a cabo el proceso de sustracción de la zona 

de reserva forestal amazónica (ZRFA), lo que generó conflictos legales y sociales. Como 

se expone, en Colombia se han registrado múltiples casos de incumplimiento de 

normativas ambientales. 
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Por otro lado, en el Auto 004 de 2009 (2009), la Corte Constitucional dispuso medidas de 

protección para los pueblos indígenas que se encuentran en peligro de exterminio físico y 

cultural a causa del conflicto armado y actividades mineras. Mas adelante, la Sentencia T-

384A-14 (2014), la Corte también destacó la incompatibilidad entre la minería y la 

preservación de áreas de alta biodiversidad, como en el Parque Nacional Natural Yaigojé 

Apaporis, uno de los ecosistemas más ricos de la Amazonía colombiana donde se 

pretendían otorgar títulos mineros.  

 

En virtud de este tipo de acontecimientos, para Alba Pachón et al. (2022),  las comunidades 

con menores recursos económicos son las más afectadas por altos niveles de 

contaminación y, al mismo tiempo, las que reciben menor apoyo y servicios del Estado. 

Este tipo de prácticas se enmarca en lo que se denomina racismo ambiental, un concepto 

para describir la ubicación deliberada de instalaciones peligrosas, como vertederos de 

residuos tóxicos, en comunidades predominantemente habitadas por afrodescendientes y 

personas de bajos recursos. En este contexto, estas poblaciones se convierten en las 

principales afectadas por los daños ambientales y la ausencia de justicia ambiental.  

 

En Colombia, el marco regulatorio en este aspecto lo podemos relacionar con el Código 

de Minas, reglamentado por la Ley 685 de 2001, se encarga de regular la actividad minera 

en el país, estableciendo las relaciones jurídicas entre el Estado y los particulares en la 

prospección, exploración, explotación, beneficio, transformación, transporte y promoción 

de minerales, excluyendo hidrocarburos líquidos y gaseosos. El Código introduce un 

sistema de concesiones mineras, exigiendo permisos y licencias ambientales previos, así 

como la integración de la gestión ambiental en los proyectos. Esto implica realizar estudios 

de impacto ambiental (EsIA) y planes de manejo ambiental (PMA) para minimizar daños. 

Además, define las funciones de las autoridades en la fiscalización y vigilancia del sector. 

Respecto al cierre de minas, obliga a los concesionarios a rehabilitar las áreas afectadas 

y gestionar los pasivos ambientales, asumiendo la restauración de los ecosistemas 

degradados (LEY 685 DE 2001, 2001). 

 

En este contexto, para Hernández-Ospina et al. (2023), el cierre de minas constituye una 

etapa crítica que debe planificarse desde el inicio de las operaciones mineras. Sin 
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embargo, en Colombia, numerosos proyectos han concluido sin un plan de cierre 

adecuado. Aunque existen leyes como la Ley 99 de 1993 y la Ley 685 de 2001 que exigen 

planes de cierre, su implementación ha sido deficiente debido a la carencia de 

procedimientos y guías claras para el cierre de minas.  

 

Para Intergovernmental Forum on Mining (2021), frecuentemente, las empresas mineras 

no establecen garantías financieras suficientes para cubrir los costos asociados al cierre, 

lo que obliga al Estado o a las comunidades locales a asumir estas cargas. Asimismo, la 

falta de un marco regulatorio coherente y de recursos adecuados para la supervisión por 

parte de las autoridades ambientales contribuye a una gestión ineficaz. Las regulaciones 

son dispersas, lo que lleva a interpretaciones inconsistentes y limita la capacidad de los 

organismos reguladores para evaluar la efectividad de los planes de cierre.  

 

El Proyecto de Ley “Plan de Cierre de Proyectos Mineros” - Justicia Ambiental (n.d.), 

establece una propuesta para abordar esta problemática es la creación de un fondo post 

cierre, alimentado por aportes de los titulares mineros. Este fondo garantizaría la 

disponibilidad de recursos para rehabilitar las áreas afectadas, asegurando la mitigación 

de los impactos ambientales y promoviendo la responsabilidad financiera de las empresas 

mineras. Además, facilitaría la fiscalización y el cumplimiento de los planes de cierre 

aprobados. 

En este contexto, Becerra et al. (2022), señala que la Agencia Nacional de Minería (ANM) 

es la entidad responsable de evaluar, aprobar y supervisar la ejecución de estos planes. 

También tiene la facultad de exigir garantías financieras a los titulares mineros, asegurando 

que se disponga del capital necesario para llevar a cabo el cierre de manera adecuada.  

 

Cabe aclara que, los pasivos ambientales mineros pueden surgir en cualquier etapa de la 

actividad extractiva, no solo durante el cierre y abandono de minas. Razón por la cual, vale 

la pena traer a colación la reciente Ley 2387 de 2024 (2024). Esta reglamentación, modifica 

el Procedimiento Sancionatorio Ambiental (PSA) para fortalecer la prevención y sanción 

de infracciones ambientales. En su artículo 9A establece que, si un presunto infractor 

enfrenta o prevé un proceso de disolución, fusión, escisión, reorganización, 

reestructuración, liquidación o insolvencia, debe incluir un pasivo contingente en su 

presupuesto. Lo anterior, debido a las posibles obligaciones derivadas de perjuicios 
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ambientales, proporcionando un marco financiero para solventarlos. Así las cosas, este 

tipo de prevenciones pueden insertarse y hacer parte de mecanismos como los procesos 

de licenciamiento ambiental para asegurar recursos financieros que respalden la gestión 

oportuna de pasivos ambientales en caso de que se presenten a lo largo y después de la 

actividad minera. 

 

Ahora bien, es necesario esclarecer que la actividad minera no es homogénea, por lo cual, 

en el país, la minería se clasifica en distintas categorías según el Decreto 1666 de 2016, 

como se detalla a continuación. 

 

Tabla 2. Clasificación de la Minería en Colombia. 

 

Tipo de 
minería 

Extensión 
de título 
minero 

Métodos de 
extracción 

Uso de 
maquinaria 

Volumen de 
producción 

Minería de 
subsistencia 

No aplica. Cielo abierto. No se permite 
maquinaria 
pesada, extracción 
manual. 

Limitado, solo 
minerales en 
desechos de 
explotaciones 
previas. 

Pequeña 
minería 

Hasta 150 
hectáreas. 

Cielo abierto y 
subterránea. 

Métodos 
mecanizados 
permitidos. 

Regulada por el 
Ministerio de 
Minas y Energía. 

Mediana 
minería 

Entre 150 y 
5,000 
hectáreas. 

Cielo abierto y 
subterránea. 

Uso de maquinaria 
más avanzada. 

Regulada por el 
Ministerio de 
Minas y Energía. 

Gran 
minería 

Más de 5,000 
hectáreas. 

Cielo abierto y 
subterránea. 

Alta tecnología y 
operaciones a gran 
escala. 

Regulada por el 
Ministerio de 
Minas y Energía. 

Fuente: DECRETO 1666 DE 2016 (2016). Elaboración: Propia.  

 

Por otro lado, el gobierno nacional trabaja en una propuesta denominada Ley Minera para 

la Transición Energética Justa, la Reindustrialización Nacional y la Minería para la Vida 

cuyo propósito es regular y formalizar las actividades mineras en diferentes categorías, 

expuesta a continuación (Ministerio de Minas y Energía et al., 2024). 

Tabla 3. Propuesta para regular y formalizar los tipos de actividad minería y sus 
características. 
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Tipo de 
minería 

Características Regulación y apoyo del 
Estado 

Minería 
artesanal 

Extracción a cielo abierto con 
herramientas manuales, sin 
maquinaria mecanizada ni 
explosivos. Incluye barequeo y 
recuperación de minerales en 
residuos. 

El Estado garantizará asesoría y 
acompañamiento a las 
comunidades dedicadas a esta 
actividad. 

Minería 
semitecnificada 

Combina métodos artesanales con 
equipos mecánicos de bajo 
impacto. No utiliza explosivos ni 
reactivos tóxicos. 

Requiere validación técnica y de 
seguridad por parte de la 
autoridad minera. 

Minería de 
pequeña 
escala 

Más organizada y tecnificada que la 
minería semitecnificada, pero aún 
limitada en comparación con la 
minería industrial. 

La ley busca promover su 
formalización mediante 
contratos diferenciales, 
convenios y alianzas. 

Minería 
industrial 

A gran escala, con uso intensivo de 
tecnología avanzada. 

Sujeta a regulaciones estrictas y 
permisos legales. 

Minería 
informal 

Actividades no reguladas que 
pueden incluir minería artesanal y 
semitecnificada, operando sin 
permisos legales. 

La ley busca su formalización y 
regulación mediante diversos 
mecanismos. 

Fuente: Ministerio de Minas y Energía et al. (2024). Elaboración: Propia.  

 

Según Ministerio de Minas y Energía et al. (2024), la iniciativa Ley Minera para la Transición 

Energética Justa, la Reindustrialización Nacional y la Minería para la Vida impulsa la 

reindustrialización con una minería sostenible y el reconocimiento de derechos 

comunitarios, en línea con políticas neoextractivas. Propone áreas para la formalización 

minera y la producción de minerales estratégicos para la transición. La formalización 

minera otorga reconocimiento legal a los mineros mediante permisos, licencias y el 

Registro Único de Mineros Informales, facilitando su acceso a mercados formales, 

protección legal y apoyo técnico-financiero, incluye contratos diferenciales, convenios con 

empresas estatales y alianzas público-privadas.  

Así mismo, el proyecto prohíbe el uso de mercurio en minería artesanal y semitecnificada 

por sus riesgos ambientales y sanitarios. Establece estrategias para gestionar su impacto: 

como captura, disposición final y remediación de territorios contaminados, además de 

programas de desintoxicación y asistencia médica. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible, junto con otras entidades, será responsable de identificar, monitorear y 

recuperar zonas afectadas por este contaminante. 
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Finalmente, según Granados Trujillo (2021), el Proyecto de Ley N-344 de 2020, el cual 

propone reformas al Código de Minas, busca enfrentar los desafíos de la minería informal 

e ilegal en Colombia.  El autor esclarece que la minería informal se realiza sin permisos, 

pero no siempre implica actividades criminales, mientras que la minería ilegal está 

vinculada a redes delictivas. La confusión entre ambos conceptos ha dificultado la 

regulación, y deja muchas unidades productivas de subsistencia en la ilegalidad. El 

proyecto busca diferenciar estos términos para promover la formalización sin estigmatizar 

a los mineros informales. Además, propone la legalización de toda la cadena de valor 

minera, desde la extracción hasta el comercio internacional, garantizando controles de 

seguridad, cumplimiento ambiental y acceso al marco legal y fiscal. 

1.3.2.  Minería de oro por aluvión en Colombia 

Mediante el estudio de la minería de oro por aluvión en Colombia se busca exponer el 

concepto de daños ambientales a perpetuidad. Por esta razón, en seguida, se presentan 

las particularidades de esta actividad en el país. 

 

Según la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito – UNODC (2021), la 

minería de oro de aluvión, o explotación de oro de aluvión (EVOA), es una técnica de 

extracción que consiste en recolectar partículas de oro presentes en los sedimentos de 

ríos, arroyos y otros cuerpos de agua. Se caracteriza por el uso de métodos manuales y 

maquinaria mínima, con técnicas generalmente artesanales. Su incidencia sobre el 

ambiente y en las comunidades locales es significativo. Esta práctica puede ser legal o 

ilegal, dependiendo de si se desarrolla en áreas autorizadas y con los permisos 

correspondientes.  

 

Conforme los hallazgos de Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito - 

UNODC (2022), en 2021, se reportaron 98,567 hectáreas de EVOA en tierra, distribuidas 

en 13 de los 32 departamentos de Colombia, con el 88% concentrado en Chocó, Antioquia 

y Bolívar. Antioquia registró 924 hectáreas nuevas de explotación ilícita, Chocó 531 y 

Bolívar 231. Además, los departamentos con mayor concentración de esta actividad en 
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áreas estables fueron Chocó (27,339 hectáreas), Antioquia (14,525), Bolívar (5,077), 

Córdoba (3,752), Nariño (1,882) y Cauca (1,434). 

 

También la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito – UNODC (2022), 

señala que el 65% de las EVOA identificadas corresponden a explotación ilícita, con casi 

la mitad ubicadas en zonas excluibles de la minería. Asimismo, se evidenció que el 18% 

de los territorios afectados por cultivos de coca también presentan EVOA, reflejando un 

contexto de actividades ilícitas que impactan la economía local. A pesar de ser regiones 

productoras de oro, estos departamentos muestran altos niveles de pobreza y bajo 

desarrollo municipal, con indicadores por debajo del promedio nacional. Por otro lado, el 

estudio destaca que el 71% de la pérdida de coberturas vegetales de alto valor ambiental 

está asociada con áreas de explotación ilícita de oro, lo que resalta el impacto ambiental 

de esta actividad en los ecosistemas del país. 

 

En este último aspecto, Paz Cardona (2020) comenta que cerca del 50% de esta minería 

se desarrolla en áreas protegidas o de alto valor ambiental, como parques nacionales y 

reservas forestales. El impacto ambiental de esta actividad es devastador. Desde 2018, se 

han perdido aproximadamente 10,008 hectáreas de cobertura vegetal de gran valor 

ambiental, y entre 2021 y 2022 se estima que se destruyeron otras 11,014 hectáreas de 

vegetación primaria y secundaria, afectando ecosistemas como el Chocó Biogeográfico. 

Además, el uso de sustancias tóxicas como mercurio y cianuro contamina cuerpos de 

agua.   

Para Morales & Domas (2020), la problemática del EVOA se agrava con los cierres 

inadecuados de minas, que generan pasivos ambientales significativos. La falta de planes 

de cierre apropiados provoca contaminación del suelo y del agua por metales pesados y 

drenaje ácido, con consecuencias negativas que recaen sobre las comunidades. 

Asimismo, estos cierres pueden desencadenar deslizamientos y erosión, afectando la 

estabilidad del terreno y los ecosistemas adyacentes. A nivel social, el cierre abrupto de 

minas deja a las comunidades locales en una situación de vulnerabilidad económica, 

enfrentándose al desempleo masivo y al aumento de la pobreza, lo que intensifica las 

tensiones sociales. La minería de oro por aluvión plantea un dilema crítico entre desarrollo 

económico y la conservación ambiental. La elevada tasa de ilegalidad exacerba los 

impactos.  
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Debido a las problemáticas derivadas de la minería ilegal en el país, la Procuraduría 

General de la Nación (2024), ha analizado esta actividad y señala que fomenta economías 

ilícitas, degrada el ambiente y pone en riesgo la salud pública. A pesar de los esfuerzos 

normativos, el Estado enfrenta grandes desafíos para su control, por lo que es urgente 

implementar estrategias de formalización, regulación y alternativas económicas. Como se 

expone en la siguiente tabla. 

 
Tabla 4. Caracterización de la minería ilegal en Colombia. 

Categoría Conceptualización 

Definición La minería ilegal es una actividad que se lleva a cabo sin estar inscrita 
en el Registro Minero Nacional, sin contar con un título minero o fuera 
del área autorizada. 

Global Aproximadamente entre 10 y 15 millones de personas están 
involucradas en la Minería Artesanal y en Pequeña Escala (MAPE), 
que representa entre el 20 % y el 30 % de la producción mundial de 
oro, equivalente a 500-800 toneladas anuales. 

Empleo en 
Colombia 

Alrededor de 350,000 personas trabajan en la minería, generando 
aproximadamente 1 millón de empleos indirectos. 

Producción de 
oro 

Más del 90 % del oro proviene de la minería artesanal y de pequeña 
escala, con el 80 % de la producción concentrada en Antioquia, Chocó 
y Cauca. 

Departamentos 
más afectados 

En 2022, la expansión de la minería ilegal afectó 323 municipios, un 
19 % más que en 2021. Por concentración de minería ilícita, los 
departamentos más impactados fueron: 

- Chocó: 27,339 hectáreas. 
- Antioquia: 14,525 hectáreas. 
- Bolívar: 5,077 hectáreas. 
- Córdoba: 3,752 hectáreas. 
- Nariño: 1,882 hectáreas. 
- Cauca: 1,434 hectáreas. 

Impacto 
ambiental 

El 71 % de la deforestación en zonas de alto valor ambiental está 
vinculada a la minería ilegal. En 2022, esta actividad afectó 46,550 
hectáreas en parques nacionales, territorios indígenas y reservas 
forestales, así como 48,000 hectáreas en áreas sin restricciones 
ambientales. 

Contaminación 
por mercurio 

En 2017, Colombia fue el tercer país con mayor contaminación por 
mercurio, liberando entre 50 y 100 toneladas anuales. Los 
ecosistemas acuáticos más afectados incluyen los ríos Cauca, 
Magdalena, San Jorge y Nechí. En regiones como Bajo Cauca, sur de 
Bolívar, sur de Córdoba y occidente de Nariño, se han detectado 
niveles de mercurio en peces y cabello humano superiores a los límites 
permitidos por la Organización Mundial de la Salud (OMS). 
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Impacto en la 
salud 

El mercurio es un neurotóxico que afecta el sistema nervioso, 
causando pérdida de memoria, ansiedad y problemas cognitivos. En 
niños y fetos, su exposición puede provocar retraso en el desarrollo 
neurológico y daño cerebral permanente. 

Vinculación 
con economías 
ilícitas 

El 85% del oro exportado en Colombia tiene origen ilegal, y el 70% 
proviene de actividades de grupos armados ilegales en 26 de los 32 
departamentos. Además, el 18% de los territorios con cultivos de coca 
también presentan minería ilegal. 

Conflictos 
sociales 

La minería ilegal está relacionada con desplazamiento forzado, 
violencia y explotación laboral, afectando especialmente a 
comunidades campesinas, indígenas y afrodescendientes. 

Intentos de 
regulación 

Colombia ha ratificado los convenios internacionales de Minamata 
(2013) y Basilea (1989) para mitigar el impacto de la minería ilegal. La 
Ley 1658 de 2013 y el Código de Minas establecieron la eliminación 
gradual del mercurio, culminando en 2023. Sin embargo, la Ley 685 
de 2001 impuso las mismas obligaciones a pequeños y grandes 
mineros, dificultando la formalización del sector. 

Fuente: Procuraduría General de la Nación (2024). Elaboración: Propia.  
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2.  Marco normativo del daño ambiental en 
Colombia  

En este apartado se estudia el daño ambiental desde las perspectivas conceptuales, 

normativas y jurídicas para esclarecer las bases sobre las cuales se erige el daño 

ambiental a perpetuidad en Colombia.  

 

Entrando en materia, Amaya Arias et al. (2022), sostiene que el derecho ambiental en el 

marco del derecho posmoderno busca la protección de la naturaleza, así como la 

regulación de las actividades humanas y sus interacciones incluyendo los modos de 

acceso a la naturaleza. Esta perspectiva reconoce la naturaleza como el escenario donde 

se desarrollan diversas formas de vida y del que los seres humanos también dependen 

vitalmente. En este contexto, los seres humanos reclaman derechos sobre la naturaleza y 

deben asumir responsabilidades frente a ella. En virtud de este sentido de pertenencia y 

dependencia se erige la responsabilidad ambiental que integra la protección del ambiente 

en el marco de los sistemas sociales, incluidos los normativos. No obstante, la función 

protectora del derecho ambiental no es absoluta ya que no todas las conductas que afectan 

el ambiente son objeto de regulación, es decir, únicamente aquellas que generan un 

impacto ambiental significativo son sometidas a ordenamiento y control normativo.  

 

En consonancia a las premisas anteriores, tal como lo establece la Ley 99 de 1993 (1993), 

el criterio de regulación de las actividades humanas se fundamenta en los efectos 

ambientales, entendidos como cualquier modificación en el ambiente provocada por la 

interacción de un proyecto, obra o actividad en los componentes ecosistémicos, ecológicos 

o sociales. Estos efectos ambientales pueden ser positivos o negativos, así mismo, su 
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magnitud y duración son variables. Bajo estas características se establecen los límites 

permisibles, definidos como los valores máximos autorizados para la emisión, descarga, 

transporte o disposición de sustancias, productos o compuestos en el ambiente, con el 

objeto de evitar impactos ambientales negativos significativos.   

 

De esta manera, para Radhakrishnan et al. (2025), estos estándares son determinadas por 

las autoridades ambientales y constituyen puntos de referencia para regular actividades 

industriales y extractivas las cuales buscan mantener equilibrio entre el desarrollo 

económico y la protección ambiental. Bajo esta lógica, toda actividad humana genera un 

impacto ambiental, definido como el cambio medible, ya sea positivo o negativo, que una 

acción ocasiona en el ambiente. 

 

Según la Ley 99 de 1993 (1993), en Colombia, este impacto se mide a través de un estudio 

de impacto ambiental (EIA), requerimiento de carácter obligatorio para la obtención de 

licencias ambientales relacionadas con proyectos, obras o actividades, que mediante el 

establecimiento de planes de manejo ambiental (PMA) buscan alinearse con los límites 

permisibles establecidos. 

 

No obstante, para Fisher et al. (2019), es crucial considerar la relevancia de ciertos 

fenómenos para prevenir daños ambientales, en particular aquellos menos estudiados, 

expuestos a continuación: 

 

Tabla 5. Impactos ambientales emergentes. 

 

Tipo de 
impacto 

Descripción Características 
principales 

Ejemplos 

Impactos 
sinérgicos 

Ocurren cuando dos o 
más estresores 
interactúan de manera 
que su efecto 
combinado supera la 
suma de sus efectos 
individuales. 

- Interacción positiva: 
la combinación de 
factores genera un 
impacto mayor al que 
causarían por separado.  
- Dificultad de 
predicción: dependen 
de la interacción entre 
factores y las 
condiciones 
ambientales. 

Contaminantes que 
al combinarse 
generan efectos 
tóxicos más graves 
de lo esperado 
(Fisher et al., 2019). 
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Impactos 
acumulativos 

Resultan de la 
exposición continua a 
múltiples estresores a 
lo largo del tiempo, 
causando un deterioro 
gradual. 

- Deterioro progresivo: 
los efectos no son 
evidentes de inmediato, 
pero se acumulan con el 
tiempo.  
- Afectación a largo 
plazo: impactan la salud 
de los ecosistemas y 
pueden ser difíciles de 
revertir. 

Pérdida de 
biodiversidad por 
deforestación 
constante (Fisher et 
al., 2019). 

Impactos a 
perpetuidad 

Son efectos negativos 
de origen antrópico 
que persisten 
indefinidamente, 
afectando 
ecosistemas y 
comunidades 
humanas. 

- Irreversibilidad: su 
impacto puede 
prolongarse durante 
siglos o milenios.  
- Dificultad de 
remediación: su 
mitigación es casi 
imposible. 

Contaminación de 
suelos y aguas por 
minería a cielo 
abierto (Ángel 
Huertas, 2019). 

Fuente: Ángel Huertas (2019) y (Fisher et al.  (2019). Elaboración: Propia.  

 

La (Sentencia C-280 de 2024, 2024), es un precedente importante debido a que señala la 

necesidad que los EIA contemplen los impactos acumulativos, sinérgicos y de largo plazo. 

Así mismo, la Corte advierte que la omisión de esta evaluación limita la capacidad del 

Estado para planificar y gestionar los riesgos, vulnerando los principios de precaución y 

prevención. De esta manera, insta al Congreso a regular las herramientas y variables 

necesarias para analizar estos impactos en los EIA, reforzando así la obligación estatal de 

prevenir y controlar el deterioro ambiental, lo anterior en la evaluación de los impactos 

asociados al cambio climático.  

 

Sin embargo, estos parámetros no deben restringirse exclusivamente a dicho contexto, por 

el contrario, conviene extenderlos a todas las actividades sometidas a licencia ambiental, 

así como a otros instrumentos de comando y control, tales como los permisos de 

vertimientos, los permisos de aprovechamiento forestal único y los permisos de emisiones 

atmosféricas, etc. Debido a que, tal como lo menciona Orduz Valencia (2025), estos 

instrumentos permiten la utilización y explotación de la naturaleza a través de una serie de 

requisitos y procedimientos diseñados para evitar daños ambientales significativos. No 

obstante, aunque fijan límites máximos permisibles o valores umbral de concentración, no 

aseguran completamente la ausencia de impactos ambientales, pues se fundamentan en 
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supuestos como la resiliencia de los ecosistemas y la capacidad de dilución y dispersión, 

entre otros criterios técnicos. 

 

En base a lo anterior, estos impactos emergentes resaltan la necesidad de entender las 

formas de interacción de las diferentes presiones ambientales y cómo afectan los sistemas 

ecosistémicos, ecológicos y sociales. Este conocimiento es fundamental para diseñar 

estrategias de protección más efectivas, con el objeto de evitar daños ambientales y más 

exactamente, daños ambientales a perpetuidad, ya que no ha sido contemplados dentro 

del ordenamiento normativo en el país.  

2.1. La contaminación ambiental  

Antes de profundizar en las concepciones del daño ambiental, es fundamental analizar las 

premisas normativas que han antecedido este concepto y la forma en que han sido 

configuradas para evitar perjuicios al ambiente. A lo largo de la legislación colombiana, 

diversas normas han establecido los lineamientos para la protección del ambiente y la 

regulación de actividades que puedan generar contaminación o deterioro ecológico. 

 

En este contexto, el primer antecedente normativo relevante es la Ley 23 de 1973, que 

otorga facultades extraordinarias al jefe de Estado para la creación del Código de Recursos 

Naturales y de Protección al Medio Ambiente. El propósito principal de la ley es la 

prevención y control de la contaminación ambiental, así como la mejora, conservación y 

restauración de los recursos naturales renovables. Esta ley reconoce al ambiente como un 

patrimonio común cuya protección involucra al Estado y a los particulares, sirviendo como 

base legal para futuras disposiciones en materia ambiental (LEY 23 DE 1973, 1973).  

 

Posteriormente, el Decreto Ley 2811 de 1974, también conocido como el Código Nacional 

de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Ambiente, refuerza y amplía la 

regulación del manejo de los recursos naturales renovables en Colombia. Dentro de su 

contenido se abordan temas como la administración del agua, la protección de la 

atmósfera, la flora y la fauna, estableciendo también las responsabilidades del Estado y 

los ciudadanos en la gestión ambiental. Su aplicación se extiende a todo el territorio 
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nacional, incluyendo los espacios marítimos bajo jurisdicción colombiana (Decreto Ley 

2811 de 1974, 1974). 

Ambas normativas incorporan el concepto de contaminación ambiental en el marco legal 

colombiano. En particular, el artículo 8 del Decreto Ley 2811 de 1974 adopta la definición 

previamente planteada en la Ley 23 de 1973, consolidando una interpretación jurídica 

oficial. Según esta definición, la contaminación ambiental se entiende como la alteración 

del entorno a través de la introducción de sustancias o energías en niveles que pueden 

afectar la salud humana, la flora, la fauna y la calidad ambiental. Este fenómeno puede 

tener un origen natural o ser producto de actividades humanas y manifestarse en niveles 

físicos, químicos o biológicos. 

El artículo 32 del mismo Decreto establece que el Estado tiene la obligación de fijar 

requisitos y condiciones para prevenir el deterioro ambiental y el daño a la salud. Esto 

incluye la imposición de límites permisibles de contaminación y la intervención en 

actividades industriales o comerciales para reducir, controlar o eliminar fuentes 

contaminantes. Además, impone la obligación de informar sobre los peligros ambientales 

a las personas naturales y jurídicas que generen contaminación (Decreto Ley 2811 de 

1974, 1974).  

 

Según Amaya Arias et al. (2022), si bien la legislación define la contaminación ambiental y 

sus posibles efectos, no establece criterios específicos para clasificar las alteraciones 

como contaminación sancionable. Es decir, cada caso debe ser evaluado según los límites 

normativos preexistentes. En caso de que la afectación supere dichos límites, podría 

considerarse un acto de contaminación con posibles consecuencias legales. Sin embargo, 

si no hay una afectación material al ambiente, aunque se sobrepasen los niveles 

permitidos, no siempre se configurará un daño ambiental sancionable, aunque si una 

infracción por incumplimiento de la ley. 

 

El autor sostiene que, desde el ámbito sancionatorio, el daño ambiental es una infracción 

que puede dar lugar a sanciones, pero no necesariamente implica la existencia de 

contaminación. En términos jurídicos, lo que se sanciona es el daño ocasionado, no el acto 

de contaminar en sí mismo. Además, según el artículo 16 de la Ley 23 de 1973, el Estado 

es civilmente responsable por los daños causados a los recursos naturales de propiedad 
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privada debido a acciones contaminantes o al deterioro ambiental. De igual manera, los 

particulares también pueden ser responsables por el uso inadecuado de los recursos 

naturales del Estado. En este sentido, la contaminación ambiental es un fenómeno que 

puede derivar en un daño ambiental, pero para que se configure una responsabilidad legal, 

es necesario demostrar un perjuicio concreto al ecosistema o a la salud humana. 

 

Uno de los principales desafíos en la aplicación del marco normativo ambiental es la falta 

de criterios claros para determinar cuándo una intervención humana genera un daño 

ambiental significativo. Aunque la contaminación se define como la alteración de los 

ecosistemas, la legislación no establece umbrales12 específicos a partir de los cuales se 

considere que existe una afectación ambiental sancionable. 

Esta ambigüedad normativa obliga a las autoridades a interpretar y aplicar los estándares 

vigentes de manera rigurosa, considerando el contexto específico de cada caso. En 

consecuencia, se plantea la necesidad de una regulación más precisa que permita evaluar 

el impacto de las actividades humanas sobre el ambiente y establecer mecanismos de 

control más efectivos. 

 

El desarrollo normativo en materia ambiental en Colombia ha permitido consolidar un 

marco legal que regula la contaminación y el daño ambiental, tal es el caso de la (Sentencia 

T-080 de 2015, 2015), que reconoció la existencia de daño ambiental por contaminación 

debido al vertimiento de insecticidas, y protegió el derecho a un ambiente sano. En esta 

decisión, se analizan los efectos ambientales, la necesidad de establecer límites 

permisibles de contaminación y la importancia de la responsabilidad jurídica por daño 

ambiental, incluyendo la evaluación de impactos acumulativos y a perpetuidad. Así mismo, 

la (Sentencia-035 de 2016, 2016), menciona que la protección de ecosistemas 

estratégicos, considerados áreas de especial importancia ecológica, constituye una 

obligación constitucional del Estado. Esto se debe a su papel fundamental en la 

conservación de la biodiversidad, la provisión de servicios ecosistémicos y la preservación 

de la diversidad cultural vinculada a su entorno natural. La Corte reconoce, además, la 

 
12 Para Xiao et al. (2024), la ruptura del equilibrio ecosistémico es la alteración significativa de las 
interacciones y procesos que garantizan la estabilidad y funcionalidad de un ecosistema. Cuando 
un ecosistema pierde su equilibrio, su capacidad para proporcionar servicios esenciales, como la 
purificación del agua, la polinización de plantas y la regulación del clima, se ve gravemente 
comprometida, lo que resulta en su degradación. 
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tensión entre el desarrollo económico y el derecho a un ambiente sano, por lo que el Estado 

debe equilibrar ambos intereses y adoptar medidas para restringir la libertad económica 

cuando esta amenace con afectar negativamente al ambiente. En cuanto a la regulación 

de actividades con potencial de generar impactos ambientales significativos, la Corte 

subraya la función preventiva de las licencias ambientales, cuyo propósito es evitar, mitigar 

o corregir daños (incluidos los efectos acumulativos o sinérgicos). Asimismo, establece 

que, durante el control, seguimiento y revisión de estas licencias, las autoridades 

ambientales deben garantizar que las actividades autorizadas no ocasionen daños 

irreversibles en estos territorios. 

 

Si bien la jurisprudencia es clara con las funciones de prevención y precaución de las 

actividades humanas, existen vacíos en la definición de criterios específicos que permitan 

determinar de manera objetiva cuándo una alteración del ambiente constituye un daño 

sancionable. La relación entre contaminación y daño ambiental no es directa, pues, aunque 

toda contaminación puede generar un impacto negativo, solo aquellas afectaciones que 

trascienden los límites permisibles y ocasionan un perjuicio comprobado son sancionables. 

Por ello, es fundamental fortalecer el marco normativo para garantizar una protección 

ambiental efectiva y una aplicación justa de la responsabilidad ambiental en Colombia. 

2.2. Responsabilidad por daño ambiental  

Es importante destacar que el daño ambiental es uno de los elementos que permiten 

atribuir responsabilidad por daños ambientales. De esta manera, para Amaya Navas et al. 

(2023) la responsabilidad por daños ambientales es una figura jurídica que impone la 

obligación de reparar y compensar los perjuicios ocasionados al ambiente como resultado 

de acciones u omisiones cometidas por individuos, entidades jurídicas o instituciones del 

Estado. Su propósito es salvaguardar la función ecológica de los territorios y garantizar la 

preservación de un ambiente sano para las comunidades impactadas. 

 

Para López Solano (2024), los elementos que constituyen la responsabilidad por daños 

ambientales involucran lo siguiente: 
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✓ Existencia del daño ambiental: Se requiere la presencia de una afectación real, 

verificable y significativa sobre el ambiente, ya sea de manera directa o indirecta, 

que degrade su calidad o funcionalidad ecológica. 

✓ Nexo causal (relación de causalidad): Debe establecerse una relación clara de 

causa y efecto entre la conducta (acción u omisión) de un sujeto determinado y el 

daño producido al ambiente. 

✓ Imputabilidad o culpabilidad: Es necesario que el responsable haya actuado con 

dolo, culpa o negligencia. En ciertos casos, también puede configurarse una 

responsabilidad objetiva, sin necesidad de probar la intención o descuido del 

causante. 

✓ Prueba del daño: La acreditación del daño ambiental implica desafíos técnicos y 

científicos, debido a su carácter acumulativo, sinérgico y la posible intervención de 

múltiples fuentes contaminantes. En este contexto, se reemplaza el principio de 

certeza tradicional por criterios de riesgo y el principio de precaución, modificando 

así el estándar probatorio habitual. 

✓ Deber de reparación: La reparación contempla dos dimensiones; por un lado, la 

indemnización económica cuando corresponde, y por otro, la reparación in natura, 

que prioriza la restauración del ecosistema afectado al estado más cercano posible 

al que tenía antes del daño. 

 

Aunque los elementos que configuran la responsabilidad ambiental están claramente 

definidos, Orduz Valencia (2025) señala que una de sus principales dificultades radica en 

probar la relación causal entre la conducta (acción u omisión) y el daño ambiental. Esta 

complejidad se debe a las características particulares del daño ecológico (puro), que lo 

distinguen de los daños patrimoniales o civiles tradicionales. 

 

Según el autor, lo anterior obedece, en primer lugar, a que el daño ambiental suele ser 

difuso, colectivo y continuo, lo que implica que no siempre afecta de forma directa a un 

individuo o a un bien específico, por el contrario, puede incidir sobre comunidades, 

ecosistemas o el patrimonio público. Además, sus efectos pueden intensificarse por la 

acción simultánea de múltiples fuentes contaminantes, lo que dificulta atribuir el daño a un 

agente determinado y establecer un vínculo causal claro y exclusivo. En segundo lugar, 

este tipo de daño puede ser de manifestación progresiva, es decir, desarrollarse de forma 
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lenta o diferida en el tiempo. Esto hace más complejo establecer una conexión temporal y 

causal directa entre una conducta específica y el deterioro ambiental evidenciado. En 

tercer lugar, los instrumentos científicos disponibles para probar el nexo causal son a 

menudo sofisticados, costosos y, en muchos casos, no permiten alcanzar un grado de 

certeza absoluta. La dinámica propia de los sistemas naturales y la incertidumbre asociada 

a sus procesos hacen inviable aplicar estrictamente las doctrinas clásicas del derecho civil, 

que exigen una causalidad precisa y directa. 

 

Ante estas dificultades, el ámbito jurídico ha propuesto flexibilizar las exigencias 

tradicionales en los procedimientos administrativos orientados a la reparación del daño 

ambiental puro. En cuanto al nexo causal, por ejemplo, según la (Sentencia SU455 de 

2020, 2020), no puede exigirse una prueba directa e inequívoca del nexo causal, debido a 

las dificultades de este tipo de casos. Por ello, se requiere un enfoque probatorio que 

permita inferencias razonables basadas en indicios o pruebas indirectas, con el fin de evitar 

que la imposibilidad práctica de demostrar la causalidad y con ello, se derive en la 

absolución de quienes crean el perjuicio. Por dicha razón se admite el uso de pruebas 

indirectas como estudios técnicos, dictámenes periciales o patrones de contaminación, que 

permitan al juez construir una inferencia lógica sobre los hechos. Asimismo, se consagra 

la libertad probatoria, habilitando el uso de diversos medios (testimonios, inspecciones, 

documentos, informes) para que el juez valore de forma integral y razonada el conjunto 

probatorio, asumiendo un rol activo en su análisis. La sentencia no admite que las dudas 

sobre la magnitud del daño o sobre su origen exacto sirvan como presunción exoneratoria 

de responsabilidad. Esta perspectiva se ve reforzada por la aplicación transversal del 

principio de precaución, orienta la prevención como la respuesta frente a afectaciones 

ambientales, aun cuando no exista certeza absoluta sobre su ocurrencia o alcance. 

Asimismo, la sentencia subraya la necesidad de que los jueces adopten una noción más 

amplia de responsabilidad ambiental, que supere los esquemas tradicionales del derecho 

civil, de manera que las incertidumbres en la prueba no se conviertan en un obstáculo para 

la reparación del daño ambiental ni en una vía para exonerar a los responsables. 

 

Del mismo modo, otro mecanismo de flexibilización incluye la presunción de culpa o dolo 

en el marco del derecho sancionatorio ambiental. Tal como lo establece la (Sentencia C-
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595 de 2010, 2010), la Corte Constitucional declaro exequible la presunción de culpa o 

dolo establecida en la Ley 1333 de 2009. En esta decisión, la Corte concluyó que dicha 

presunción es válida siempre que se entienda como una presunción legal iuris tantum, es 

decir, que admite prueba en contrario. Esto significa que el presunto infractor puede 

desvirtuarla mediante los medios probatorios legalmente establecidos. 

La Corte sostuvo que esta figura jurídica es legítima en la medida en que sea razonable, 

necesaria, útil y estrictamente proporcional para proteger un fin constitucionalmente 

relevante, como lo es el derecho a un ambiente sano. Además, precisó que no se trata de 

una presunción de responsabilidad objetiva, sino de una presunción de culpabilidad. En 

consecuencia, corresponde a la autoridad ambiental cumplir primero con una carga 

probatoria inicial suficiente, antes de que se traslade la carga de la prueba al presunto 

infractor. En consonancia, la (Sentencia C-742 de 2010, 2010) la Corte Constitucional 

menciona que la presunción de culpa o dolo se considera exequible siempre que se 

respeten las garantías fundamentales del debido proceso, el derecho a la contradicción y 

el derecho de defensa.  

 

Adicionalmente, como estrategia de adaptación del derecho civil al ambiental, la 

(Sentencia SC2758 de 2018, 2018) destaca la aplicación de teorías de causalidad 

compartida, las cuales permiten atribuir responsabilidad solidaria a varios agentes 

contaminantes cuando no es posible identificar a un único responsable debido a las 

dificultades para individualizar el grado de participación de cada uno. 

 

Asimismo, se contempla la imputación objetiva, que asigna responsabilidad a quien 

desarrolla una actividad riesgosa, sin necesidad de demostrar culpa o dolo. Esta figura 

busca asegurar la reparación del daño y, al mismo tiempo, promover mejores prácticas 

para la prevención de daños ambientales. Según la (Sentencia C-595 de 2010, 2010) la 

imputación objetiva en materia ambiental se lleva a bajo un esquema de presunciones 

legales que pueden ser desvirtuadas, garantizando que no se afecten derechos 

fundamentales, y que la responsabilidad se asigne a quienes desarrollan actividades 

riesgosas que causan daños al ambiente, sin necesidad de probar dolo o culpa directa, 

pero sí respetando el debido proceso siempre que se cumplan criterios de causalidad y 

proporcionalidad.  
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Para ampliar las perspectivas sobre las teorías de la causalidad en la responsabilidad 

patrimonial del Estado por daño ambiental en Colombia, en primer lugar, tal como lo 

comenta Orduz Valencia (2025), la teoría de la causa próxima establece que la 

responsabilidad se asigna a la conducta más cercana, en términos de tiempo y espacio, al 

daño producido. Este enfoque permite identificar una causa específica y simplifica el 

análisis en situaciones con cadenas causales extensas. Sin embargo, en el contexto del 

daño ambiental, esta teoría presenta limitaciones importantes, ya que los efectos suelen 

ser acumulativos, prolongados en el tiempo y resultado de múltiples factores. Como 

consecuencia, pueden quedar sin reparación daños cuya causa no es inmediata o directa, 

y se corre el riesgo de ignorar la complejidad propia de la pluralidad causal en el ámbito 

ambiental. Aplicar la teoría de la causa próxima en estos casos puede resultar restrictivo y 

poco adecuado para abordar la interacción entre diversos agentes contaminantes y la 

evolución progresiva del daño. 

 

Por su parte, según Rojas Quiñones & Mojica Restrepo (2015), la teoría del nexo causal 

tradicional en el derecho civil se basa en la exigencia de demostrar de forma directa y 

certera la relación causa-efecto entre una conducta y el daño, constituyendo el fundamento 

clásico para asignar responsabilidad e indemnización. No obstante, esta teoría, como se 

ha expuesto anteriormente enfrenta limitaciones en el ámbito del daño ambiental, dado su 

carácter progresivo, difuso, acumulativo y la complejidad probatoria que implica. Estas 

características dificultan la obtención de una prueba directa, lo que puede traducirse en la 

falta de reparación de ciertos daños y por ende muestra deficiencias, pues se apoya en 

criterios abstractos que complican el reconocimiento y la indemnización de algunos daños 

ambientales. 

 

Para Machado Ángel (2023), la teoría de la imputación objetiva evalúa si una conducta 

genera o aumenta un riesgo jurídicamente relevante, asignando responsabilidad sin 

necesidad de probar culpa cuando el daño proviene de una actividad riesgosa. Este 

enfoque busca superar las dificultades probatorias propias del daño ambiental y facilitar la 

atribución de responsabilidad en contextos complejos. Sin embargo, su aplicación plantea 

desafíos, como evitar la alteración de principios fundamentales del derecho de daños (tales 

como la existencia de un daño cierto, personal y antijurídico), así como establecer con 
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claridad cuáles actividades deben considerarse riesgosas y cuáles podrían estar exentas. 

Así lo ratifica la (Sentencia C-596 de 2010, 2010) que señala la necesidad de implementar 

de un régimen de imputación objetiva en materia ambiental, que incluya listados de 

actividades peligrosas y contemple la inversión de la carga de la prueba a favor de la 

víctima especialmente cuando se materializa un riesgo ambiental, como mecanismo para 

superar las dificultades probatorias y garantizar la protección efectiva del ambiente.  

  

Articulado con lo anterior, López Oliva (2015) señala que, en la teoría del riesgo, se 

atribuye responsabilidad a quien lleva a cabo actividades peligrosas, partiendo de la 

presunción de que el daño proviene de dicha actividad. Este enfoque resulta especialmente 

útil para responder a los perjuicios ocasionados por actividades con altos niveles de riesgo 

ambiental. No obstante, su aplicación puede volverse desproporcionada si no se definen 

con precisión las actividades consideradas riesgosas, lo que podría generar tensiones con 

el debido proceso si no se establecen mecanismos adecuados de exoneración. En este 

sentido, esta teoría impulsa una tendencia hacia la responsabilidad objetiva en sectores 

como la minería, y advierte que, en algunos casos, puede incluso derivar en una 

responsabilidad objetiva absoluta, sin posibilidad de defensa por parte del presunto 

responsable. 

2.3. El daño ambiental 

En cuanto a los perjuicios ambientales, para Rodríguez (2022), la perspectiva 

antropocéntrica en relación con el daño ambiental se centra en las implicaciones que las 

alteraciones del ambiente tienen sobre las personas, sus bienes o actividades y, en 

consecuencia, su calidad de vida. Desde este enfoque, las acciones que deterioran el 

ambiente se consideran perjudiciales en la medida en que afectan directamente a los seres 

humanos y sus intereses. Las afectaciones al ambiente pueden desencadenar 

consecuencias negativas sobre la salud de las personas, reforzando la idea de que el 

bienestar humano constituye un criterio esencial para evaluar el impacto ambiental. 

Además, sostiene que, dado que el ambiente es patrimonio de toda la humanidad, su 

cuidado y protección es una responsabilidad social compartida. Esto implica que los daños 
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ambientales representan un problema ecológico y una cuestión que afecta a la comunidad 

en términos de sus derechos individuales y colectivos.  

 

Así también lo señala la (Sentencia T-092 de 1993, 1993), que menciona que el derecho 

al ambiente sano es un derecho colectivo pero que puede particularizarse e 

individualizarse cuando las personas sufren daños directos consecuencia de la afectación 

ambiental. Esto implica que el daño ambiental es una cuestión ecológica y social, pues 

impacta en la salud, la vida y el bienestar de las personas. Mas recientemente las 

(Sentencia C-148 de 2022, 2022) y la (Sentencia SU-018 de 2024, 2024b), fortalecen esta 

perspectiva al asociar la protección ambiental con la salud, la calidad de vida y los 

derechos colectivos, subrayando la responsabilidad del Estado de prevenir los daños y 

asegurar su reparación. 

 

A continuación, se presenta un recorrido por las distintas construcciones conceptuales del 

daño ambiental. Como se mencionó anteriormente, este constituye uno de los elementos 

que establecen la responsabilidad por daño y permea los diferentes regímenes normativos 

en el país. 

 

Tabla 6. Conceptualizaciones del daño ambiental en Colombia. 

 

Tipo de daño Descripción Fuente 

Definición 
normativa del daño 
ambiental 

Deterioro, alteración o destrucción del ambiente, 
parcial o total. (art 4, de la Ley 2387 de 2024). 

(Ley 2387 de 
2024, 2024) 

Definición desde el 
derecho ambiental  
 

Cualquier pérdida, disminución o alteración 
significativa del ambiente o sus componentes que 
afecte el equilibrio de los ecosistemas o bienes 
colectivos. Debe ser cierto y actual para generar 
responsabilidad. 

(Amaya 
Arias et al., 
2022) 

Daño ambiental 
puro vs. daño 
ambiental 
consecutivo 
 

- Daño ambiental puro: Se centra en la protección del 
ambiente en sus elementos ecosistémicos y 
ecológicos. 
- Daño ambiental consecutivo: Se enfoca en los 
perjuicios individuales derivados de ese daño (daños a 
la propiedad, pérdida de ingresos, etc.), subsecuente 
al daño puro. 

(Amaya Arias 
et al., 2022) 
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Daño ecológico Deterioro, degradación o alteración de ecosistemas 
previamente equilibrados por actividades humanas, 
afectando la biodiversidad y las interacciones 
naturales. 

(Mesa 
García, 
2005) 

Daño ambiental 
integral 

Afectación a la naturaleza con repercusiones en 
ecosistemas, derechos, bienes y salud humana. 
Incluye alteraciones en elementos esenciales como 
agua, aire y biodiversidad. 

(Rodríguez, 
2022) 

Clasificación según 
legalidad 

- Daño ambiental lícito13: Resulta de actividades 
autorizadas legalmente, pero con impactos negativos. 
Puede generar responsabilidad si hay incumplimiento 
de condiciones legales preexistentes.  
- Daño ambiental ilícito: Deriva de actividades sin 
permisos o que incumplen normativas, con sanciones 
y obligación de reparación. 

(Rodríguez, 
2015) 

 Elaboración: Propia.  

 

Como se observa en la tabla anterior, el concepto de daño ambiental varía según el 

contexto, esto es consecuente debido a que la reglamentación ambiental colombiana no 

proporcionaba una definición universalizada del daño ambiental, por lo cual se recurrían a 

las normas como la Ley 23 de 1973, el Decreto - Ley 2811 de 1974, la Ley 99 de 1993 y 

el Decreto 1076 de 2015. Estas disposiciones ofrecen conceptos relevantes sobre 

contaminación ambiental, daño e impacto ambiental, esenciales para delimitar la 

responsabilidad en esta materia, señaladas a lo largo de la investigación. 

 

La reglamentación tardía del concepto de daño ambiental se ha realizado en el marco de 

modificaciones de la Ley 1333 de 2009, mediante Ley 2387 de 2024. Por esta razón, en 

los apartados siguientes, hablaremos sobre la responsabilidad por daño ambiental, 

abordando su definición, alcance, características en los diferentes regímenes de 

imputación y cómo se han establecido diferentes connotaciones según la interpretación 

ambiental, administrativa, penal, civil, fiscal o disciplinario a lugar.  

 

De manera preliminar, es importante aclara que, para analizar los regímenes de imputación 

de responsabilidad por daño ambiental, es fundamental partir de las consideraciones 

generales y tener presentes los mecanismos de flexibilización previamente mencionados 

 
13 Según Rodríguez (2015), aunque algunas actividades cumplen con la normativa, pueden generar 
daños ambientales, lo que plantea debates sobre su sostenibilidad, regulación y justicia ambiental. 
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por la jurisprudencia. Tal como lo menciona Toscano López (2024), las principales 

dificultades para atribuir responsabilidad se encuentran en la prueba del nexo causal, ya 

que sin una adecuada delimitación de este no es posible imputar correctamente el daño ni 

determinar el alcance de la indemnización. En el ámbito ambiental, esta prueba resulta 

especialmente compleja por la multiplicidad de actores involucrados, la dispersión del daño 

y la prolongación temporal de sus efectos. 

Asimismo, la definición del daño antijurídico presenta retos, en particular para diferenciarlo 

de la contaminación permitida o autorizada administrativamente, dado que no todo impacto 

ambiental constituye necesariamente un daño ilegal. 

Estas dificultades no afectan por igual a todos los regímenes de responsabilidad. Para 

Orduz Valencia (2025), son más marcadas en los regímenes tradicionales de 

responsabilidad subjetiva, basados en la demostración de dolo o culpa, que exigen probar 

con certeza tanto el nexo causal como la existencia del daño. En cambio, los regímenes 

objetivos o de imputación objetiva tienden a flexibilizar estos requisitos probatorios, 

facilitando así la reparación y la prevención de los daños ambientales. 

 

Es importante advertir que los distintos regímenes de responsabilidad por daño ambiental, 

aunque comparten el objetivo general de proteger el ambiente y reparar los daños 

ocasionados, se diferencian en sus fines, propósitos y en la forma en que se configura la 

responsabilidad. 

 

Como lo establece la (Ley 1333 de 2009, 2009), en el régimen ambiental-administrativo, el 

objetivo principal es prevenir, corregir y compensar los daños al ambiente. La ley regula el 

procedimiento sancionatorio ambiental, cuyas medidas buscan evitar la continuación o 

realización de acciones que afecten el ambiente. Este régimen persigue fines correctivos 

y preventivos. Conforme a la (Sentencia C-595 de 2010, 2010), la responsabilidad 

administrativa se basa en la infracción de normas ambientales y puede ser subjetiva 

(presumiendo dolo o culpa), pero no es objetiva como en el ámbito civil; para imponer la 

sanción es necesario demostrar la infracción y la responsabilidad del investigado. 

 

En cuanto al régimen penal, según la (Ley 599 de 2000, 2000), se protege el ambiente 

como bien jurídico tutelado mediante la tipificación de delitos ambientales. Este régimen 
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tiene como finalidad sancionar y prevenir conductas lesivas, combinando dos dimensiones 

de la función preventiva y sancionatoria. Por un lado, la prevención general busca proteger 

a la sociedad en su conjunto mediante la imposición de sanciones que sirvan como ejemplo 

para la comunidad y disuadan a otros de cometer delitos similares. Por otro lado, la 

prevención especial se orienta específicamente al individuo sancionado, procurando evitar 

que vuelva a delinquir, ya sea mediante su rehabilitación o a través de la disuasión 

personal. No obstante, como lo establece Blanco Zuñiga (2022), es importante resaltar que 

la responsabilidad penal, además, es siempre personal: exige la tipificación y 

comprobación de la conducta como delito, así como la demostración de la culpabilidad del 

autor. Cabe señalar que esta responsabilidad no siempre coincide con la administrativa ni 

con la civil, pues responde a fines y requisitos propios del ámbito penal. 

 

Otro aspecto importante de la responsabilidad según Amaya Arias et al. (2022), es que, 

dado que el ambiente es un bien jurídico de interés colectivo, protegido por la legislación 

penal y administrativa, es esencial coordinar esfuerzos entre ambas jurisdicciones para 

evitar duplicidad de cargas sobre el infractor. La autoridad ambiental puede actuar como 

representante de las víctimas en procesos penales, buscando reparación mediante 

medidas compensatorias. De esta manera, la compensación ambiental debe estar 

alineada con el principio de proporcionalidad establecido en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, reglamentado por la Ley 1437 de 2011, 

en su artículo 44, en garantía que las medidas sean equivalentes al daño causado y 

respaldadas técnicamente. 

 

Para Ortega (2016), en el régimen civil, el propósito central es resarcir o indemnizar a quien 

ha sufrido un daño, restaurando así el equilibrio patrimonial alterado por el daño ambiental. 

Aquí la responsabilidad puede ser subjetiva, exigiendo dolo o culpa, u objetiva, bastando 

con la existencia del daño y el nexo causal. En ambos casos, es indispensable que el daño 

sea antijurídico, pero el fin siempre es indemnizatorio. 

 

Según la (Ley 610 de 2000, 2000), en sus artículos 1,4 y 6, el régimen fiscal entiende la 

responsabilidad fiscal como un mecanismo destinado a resarcir los daños causados al 

patrimonio público por la conducta dolosa o culposa de quienes ejercen la gestión fiscal. 

Este daño patrimonial abarca el menoscabo, deterioro o pérdida de bienes y recursos 
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públicos, incluyendo las afectaciones de carácter ambiental. Según la (Sentencia C-309 de 

2002, 2002) , esta responsabilidad tiene naturaleza resarcitoria y su propósito exclusivo es 

reparar el daño al patrimonio público, considerando también los perjuicios ambientales que 

impliquen un detrimento patrimonial. En cuanto al control fiscal ambiental, la Contraloría 

General de la República y las contralorías territoriales tienen la facultad de identificar, 

valorar y perseguir fiscalmente los daños ambientales que impacten el patrimonio público, 

como lo evidencia la experiencia de la Contraloría de Bogotá en la valoración económica 

de daños ecológicos y en la apertura de procesos de responsabilidad fiscal por daño 

ambiental. 

 

Por último, la (Ley 734 de 2002, 2002), que es el Código Disciplinario Único y la (Ley 1952 

de 2019, 2019), que configura la modificación al Código, regulan la responsabilidad 

disciplinaria de los servidores públicos, contemplando, entre otras, las faltas derivadas del 

incumplimiento de deberes ambientales y del manejo inadecuado de la naturaleza. Por su 

parte, la (Ley 99 de 1993, 1993), en su artículo 5, numeral 43, otorga competencias a las 

autoridades ambientales y establece la obligación de valorar los costos económicos del 

deterioro ambiental, lo que impone a los servidores públicos deberes específicos en la 

gestión y protección del ambiente. En la (Sentencia C-840 de 2001, 2001), la Corte 

Constitucional subraya que la responsabilidad disciplinaria tiene como objetivo garantizar 

la ética y la correcta conducta de los servidores públicos, sancionando las faltas en la 

gestión ambiental que puedan afectar el patrimonio público y el interés colectivo. 

2.4. La responsabilidad por daño ambiental en el 
régimen ambiental-administrativo 

La Ley 99 de 1993 (1993), estableció un marco normativo para orientar las políticas 

ambientales, fortalecer la coordinación entre las entidades responsables y fomentar el 

desarrollo sostenible. Su propósito es asegurar que las actividades económicas no pongan 

en riesgo el equilibrio ambiental ni las necesidades de las futuras generaciones.  

 

Para armonizar el crecimiento económico, la conservación ambiental y el bienestar social, 

la ley ha regulado diferentes mecanismos, entre ellos; las licencias ambientales, requeridas 
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para obras, proyectos y actividades con el fin de evitar la manifestación de impactos 

negativos significativos e instauro el régimen sancionatorio ambiental para cuando se 

incumple con las condiciones establecidas en la licencia ambiental, se violan las normas 

ambientales o los mecanismos comando y control establecidos.  

 

Así las cosas, el Licenciamiento Ambiental reglamentado por el Decreto Único 

Reglamentario del Sector Ambiental, el Decreto 1076 de 2015 es un mecanismo preventivo 

que busca evitar daños ambientales, mientras que el Régimen Sancionatorio regulado por 

la Ley 1333 de 2009 y la Ley 2387 de 2024, es una herramienta correctiva que se aplica 

cuando se incumplen las normas ambientales, las condiciones de una licencia y los 

mecanismos comando y control. Ambos enfoques son fundamentales para mantener un 

equilibrio entre el desarrollo económico y la protección del ambiente en Colombia. 

Por lo anterior, a continuación, se expone el concepto de daño ambiental, en el marco de 

la responsabilidad que se define en el Régimen Sancionador Ambiental, esclareciendo sus 

características y atribuciones. 

 
Tabla 7. Responsabilidad por daño ambiental en el Régimen Sancionador en 

Colombia. 

 

Responsabilidad por daño ambiental según la Ley 2387 de 202414 

Definición de 
daño ambiental 
 

Deterioro, alteración o destrucción del ambiente, parcial o total (art 
4). Puede ser efecto negativo causado al ambiente por acciones u 
omisiones que violan normas ambientales. 

Características 
del daño 
ambiental 

- Afecta la calidad de los recursos naturales. 
- Puede impactar la salud humana. 
- Puede alterar el paisaje y los ecosistemas (art 5). 

Elementos que 
configuran la 
responsabilidad 
por daño 
ambiental 

1. El daño: El efecto negativo real en el ambiente. 
2. El hecho generador: Acción u omisión que causó el daño. 
3. Culpa o dolo: Intención o negligencia en la realización del 

acto.  
4. Vínculo causal: Relación entre el hecho y el daño. (art 6). 

Sanciones La Ley establece que, en caso de configurarse los elementos de la 
responsabilidad por daño ambiental, dará lugar a sanciones 

 
14 La modificación incluye que las autoridades ambientales deben crear un plan de descongestión 
para los procesos sancionatorios que tengan más de 15 años y estén cerca de cumplir 20 años. 
Este plan debe ser resuelto en un plazo de 3 años y debe ser presentado por el director general al 
consejo directivo de la corporación. Además, el plan debe publicarse en el sitio web de la autoridad 
ambiental. El incumplimiento de estas disposiciones se considera una falta disciplinaria. 
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administrativas ambientales sin perjuicio de la responsabilidad civil 
extracontractual15 ante terceros (art 6). 
 
Esto faculta articular los conceptos de daño ambiental en diferentes 
regímenes normativos para evitar inconsistencias en su aplicación. 

Carga de la 
prueba 

La culpa o dolo del infractor se presume en las infracciones 
ambientales, lo que significa que la carga de la prueba recae sobre 
el infractor para desvirtuar dicha presunción (art 6). 

Mecanismo de 
confesión 

Permite que el presunto infractor reconozca su responsabilidad y, 
bajo ciertas circunstancias, esto podría influir en la resolución del 
procedimiento (art 11). 

Fuente: Ley 2387 de 2024 (2024). Elaboración: Propia 

 

En el marco de la Ley 2387 de 2024, en su artículo 5, con el fin de evitar que se generen 

perjuicios sobre el ambiente, se destinarán acciones de capacitación y prevención, entre 

las cuales se destacan programas de formación continua para el personal de las 

autoridades ambientales, con el objetivo de que estén preparados para identificar y 

sancionar infracciones; campañas de sensibilización dirigidas a la comunidad, mediante 

talleres e iniciativas informativas orientadas a educar sobre la conservación del ambiente 

y las consecuencias de las infracciones; y el establecimiento de protocolos internos claros 

para la detección y el tratamiento de conductas que afecten el ambiente. 

 

Por otro lado, la Ley 99 de 1993, en su artículo 42, define el daño ambiental como cualquier 

alteración que afecte el funcionamiento de los ecosistemas o la capacidad de la naturaleza 

para renovarse. Por su parte, Ortega Guerrero & Ávila Suárez (2015), señalan que definir 

el daño ambiental en términos de la afectación al funcionamiento de los ecosistemas o la 

renovabilidad de la naturaleza presenta varios desafíos. La norma no especifica cómo 

medir estos criterios, lo que dificulta su prueba y aplicación. Esta ambigüedad hace 

 
15 La Ley 84 de 1873 (1873), que regula el Código Civil Colombiano, establece la responsabilidad 
civil extracontractual como la obligación a reparar el daño causado por un acto ilícito o una conducta 
ajena a un contrato. Se fundamenta en el principio de que toda persona debe responder por los 
perjuicios que cause a terceros, ya sea por acción u omisión, siempre que se cumplan ciertos 
requisitos. El Código Civil Colombiano regula esta responsabilidad, en especial en los artículos 
sobre indemnización por daños derivados de delitos o culpas (artículos 2341, 2342 y 2343). Los 
elementos esenciales de la responsabilidad civil extracontractual incluyen: 

1. Hecho dañoso: un acto que genera perjuicio. 
2. Culpabilidad: puede ser dolosa, si hay intención, o culposa, si resulta de negligencia. 
3. Nexo causal: relación directa entre el daño y el perjuicio sufrido por la víctima. 

En esencia, esta responsabilidad busca proteger a las personas frente a daños y garantizar que 
quienes los causan asuman sus consecuencias y responsabilidades.  
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necesario establecer parámetros claros para determinar cuándo un daño ambiental es 

significativo y sancionable, considerando la complejidad y diversidad de las afectaciones 

posibles. Lo anterior sugiere que, sin una definición precisa, se corre el riesgo de generar 

incertidumbre en la aplicación de la ley, lo que podría derivar en decisiones inconsistentes 

y una protección ambiental deficiente. Además, la falta de claridad obstaculiza la atribución 

de responsabilidades y la implementación de medidas correctivas adecuadas. 

 

En virtud de lo anterior, según Hu et al. (2024), un aspecto fundamental es establecer en 

qué momento una afectación ambiental alcanza el nivel de daño. Para ello, se toma en 

cuenta los estándares normativos, los análisis técnicos y las evaluaciones ecosistémicas. 

La temporalidad del impacto resulta crucial para comprender el daño, ya que los efectos 

ambientales no son constantes, por el contario varían a lo largo del tiempo, particularmente 

durante ciertas fases de la intervención humana. Bajo este contexto, es importante señalar 

que el mayor deterioro de la calidad eco-ambiental suele producirse en el desarrollo de 

actividades de intervención intensiva en los ecosistemas, lo que indica que este es un 

momento crítico en el que las afectaciones pueden alcanzar niveles significativos hasta 

llegar al daño ambiental.  
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Figura 2-7. Calidad eco-ambiental y las actividades antrópicas intensivas. 

 

Fuente: Xiao et al. (2024). Elaboración: Propia. 

 

Como lo ilustra la figura anterior, la calidad eco-ambiental depende de varios factores, 

como la biodiversidad, calidad del aire, agua, suelo, vegetación e interacciones ecológicas. 

Estos elementos están interconectados, formando el equilibrio de los ecosistemas. Las 

actividades humanas, como la urbanización, agricultura, industria, deforestación y 

contaminación, impactan directamente estos factores, alterando la salud del ambiente. 

Las flechas bidireccionales indican que, además de ser los responsables de los impactos 

en el ambiente, las actividades humanas también son influidas por el estado de los 

ecosistemas, de esta manera se crea un ciclo de retroalimentación en el que los cambios 

en la calidad eco-ambiental afectan las decisiones y actividades, mientras que las acciones 

continúan modificando el entorno. 
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Tal como lo menciona Peters et al. (2024), se debe considerar que el hecho de sobrepasar 

un límite normativo no implica necesariamente la existencia de un daño ambiental; podría 

tratarse únicamente de un incumplimiento regulatorio, salvo que se demuestre de forma 

tangible en el ecosistema. Sin embargo, la falta de actualización de los límites permisibles, 

considerando las condiciones contemporáneas de las capacidades de asimilación de la 

contaminación y la intensidad de las actividades que afectan la regulación de los ciclos 

biogeoquímicos, requiere una revisión y adecuación de dichos límites para garantizar una 

protección efectiva del ambiente. 

 

Para el autor, la actualización de los límites normativos ambientales puede realizarse en 

virtud del avance de la ciencia. Incorporar esta información permite que las regulaciones 

se mantengan alineadas con el conocimiento más reciente. Por otro lado, contar con 

estándares precisos facilita el cumplimiento y monitoreo de las actividades, al permitir una 

identificación más eficiente de los sitios que requieren atención y la implementación de 

medidas correctivas adecuadas. Asimismo, los cambios en el uso del suelo, el clima y otras 

presiones ambientales pueden modificar la manera en que los contaminantes afectan a los 

ecosistemas, por lo que la actualización de los límites normativos asegura que las 

regulaciones se adapten a estas nuevas realidades.  

 

Adicional a lo anterior, Wang et al. (2018) comenta que una adaptación al contexto de las 

regulaciones mejora su implementación y las hace efectivas. Las guías o estándares 

internacionales pasan por alto factores locales, como las capacidades técnicas, los 

recursos económicos y la prevalencia de efectos específicos. Por lo tanto, es esencial una 

adaptación sistemática que priorice los modelos locales, ya que los marcos internacionales 

deben ser filtrados y ajustados a las realidades nacionales para ser verdaderamente 

viables. Para este efecto, Altmann (1994) menciona que es necesario adecuar el uso de 

limites nacionales ya que las estandarizaciones internacionales subrayan el riesgo de 

homogenizar normas sin considerar capacidades de asimilación ecológica y contextos 

legales nacionales. 

Para Jessenia & Rivera (2021), la evaluación del daño ambiental presenta escenarios 

complejos que requieren un análisis cuidadoso. Uno de ellos involucra ecosistemas ya 

deteriorados, donde resulta complejo individualizar responsabilidades entre diferentes 

actores debido a las condiciones deficitarias preexistentes. Otro escenario corresponde a 
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los impactos emergentes, donde actividades que cumplen con los parámetros normativos 

de manera individual pueden, en conjunto, alterar significativamente el funcionamiento del 

ecosistema, esto es, debido a que en la evaluación de impactos emergentes implica 

analizar cómo la interacción de múltiples factores estresantes puede provocar cambios 

significativos en los sistemas sociales y ecológicos. 

 

Amaya Arias et al. (2022) indica que, aunque cada actividad individual cumpla con los 

parámetros normativos, su combinación puede generar efectos no previstos al analizar 

cada actividad por separado. La identificación adecuada de estos impactos resulta 

esencial, ya que una comprensión limitada de las relaciones de causa y efecto podría 

minimizar su importancia. A nivel de proyectos, obras o actividades, esta evaluación 

enfrenta limitaciones vinculadas a la definición de los límites espaciales y temporales, lo 

que puede llevar a ignorar perturbaciones múltiples que, aunque aceptables de manera 

individual, en conjunto pueden alterar de forma considerable. Además, como hemos 

decidido nombrar, los impactos emergentes tienen la capacidad de modificar la estructura 

y funcionalidad de los ecosistemas y provocar estados alternativos, lo que indica que la 

suma de los efectos de actividades conforme a los parámetros normativos puede conducir 

a un deterioro ecosistémico no evidente al evaluar cada actividad de manera aislada.  

 

En síntesis, lo que respecta al régimen ambiental, el Decreto 1076 de 2015 (2015), que 

reglamenta el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, 

establece un marco normativo vigente que organiza y consolida las políticas ambientales 

en Colombia. Este decreto recoge la legislación ambiental histórica del país y regula de 

manera explícita una amplia variedad de temas, apoyándose en el Régimen Sancionatorio 

Ambiental, abordando la prevención del daño ambiental en el país. 

2.5. Responsabilidad por daño ambiental en el 
régimen penal 

Tal como lo menciona la (Ley 2111 de 2021, 2021), los delitos ambientales son conductas, 

ya sean acciones u omisiones, que causan o pueden causar un daño significativo al 

ambiente y a sus componentes (como el agua, el suelo, el aire, la flora, la fauna y el 
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paisaje), poniendo en riesgo la integridad y sostenibilidad ambiental. Entre las principales 

características de estos delitos en el régimen penal se destacan su grave impacto 

ambiental, el riesgo que representan para la salud y la vida y la posibilidad de sancionar 

solo la puesta en peligro del bien jurídico protegido, sin que sea necesario que el daño se 

materialice.  

Además, para Gutiérrez Martínez (2024), el daño ambiental tiene carácter autónomo, pues 

su persecución penal no depende de las responsabilidades civiles o administrativas que 

puedan derivarse, ya que persigue fines propios y puede coexistir con otras formas de 

responsabilidad. Entre los delitos ambientales más frecuentes se encuentran la 

contaminación por vertimiento, emisión o disposición indebida de residuos o sustancias 

tóxicas; la tala y extracción ilegal de madera o especies protegidas; la pesca ilegal y el 

comercio ilícito de flora y fauna silvestre; la minería ilegal y la destrucción de ecosistemas; 

así como el acaparamiento ilegal de tierras y otras actividades que provocan deforestación 

o daños graves al ambiente. 

 

Para efectos de los fines de esta investigación, a continuación, se estudiarán tres 

categorías de delito relacionadas con la responsabilidad por daño ambiental, esto es; el 

ecocidio, el daño en los recursos naturales y la contaminación ambiental. Lo anterior, 

debido al contexto académico y jurídico que hemos abordado hasta el momento, el enfoque 

en estos tres delitos responde a que representan las formas de daño ambiental más 

profundas, extensas y duraderas, que justifican un tratamiento especial en términos de 

reparación, sanción y prevención para proteger el patrimonio natural a largo plazo.  

 

Tabla 8. Responsabilidad por ecocidio del régimen penal en Colombia. 

 

Responsabilidad por ecocidio según la Ley 599 de 2000 y la Ley 2111 de 2021 

Concepto El ecocidio implica el daño masivo, destrucción generalizada, grave 
y sistémico a los ecosistemas. 

Características16 Daño Masivo:  
- Afectación a gran escala de los ecosistemas. 
- Manifiesto en contaminación, deforestación y extinción de 

especies.  
- Traspasa áreas geográficas, incluyendo múltiples 

ecosistemas y regiones. 

 
16 Según la Ley 2111 de 2021, Art. 333, parágrafo primero. 
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- Implica la destrucción de un gran número de especies.  
- Daño irreversible o no reparable en un plazo razonable. 
- Consecuencias persistentes a lo largo del tiempo.  
- Impacto serio en la vida humana: salud, seguridad 

alimentaria y acceso a recursos naturales. 

Destrucción Generalizada: 
- Devastación que trasciende áreas específicas. 
- Repercusiones amplias y duraderas en el ambiente.  
- Actos deliberados o negligentes con daños severos y 

continuos.  
- Evidencia falta de consideración por las consecuencias 

ambientales. 

Afectación Sistémica: 
- Impacto en ecosistemas interconectados.  
- Genera efectos en cadena que alteran otros entornos 

naturales. 
- Modifica procesos ecológicos fundamentales (ciclo del agua, 

polinización, regulación climática).  
- Consecuencias duraderas en la estructura y composición de 

los ecosistemas.  
- Afecta la capacidad de recuperación y biodiversidad.  
- Impacto en comunidades humanas: cultura, economía y 

bienestar. 

Elementos que 
configuran la 
responsabilidad 
por ecocidio 

1. Conducta típica: Consiste en destruir, inutilizar, hacer 
desaparecer o causar un impacto ambiental grave, o de 
cualquier otro modo dañar la naturaleza, incumpliendo la 
normatividad vigente. 

2. Tipicidad: La conducta debe estar expresamente descrita 
en la ley penal. 

3. Resultado lesivo: Debe existir un daño real o potencial al 
ambiente. En el caso del ecocidio, se exige un daño masivo, 
destrucción grave y sistémica de los ecosistemas. 

4. Nexo causal: La conducta del agente debe ser la causa 
directa del daño ambiental. 

5. Antijuridicidad: El hecho debe ser contrario al derecho, es 
decir, no estar amparado por una causal de justificación. 

6. Culpabilidad: Se requiere dolo o culpa, según el tipo penal, 
y la responsabilidad es siempre personal. 

Sanciones 1. Prisión: De 60 a 135 meses. 
2. Multa: De 167 a 18.750 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes (SMLMV). 

Fuente: Ley 599 de 2000 y la Ley 2111 de 2021. Elaboración: Propia. 

 

Según la Sentencia C-021 de 2023 (2023), el “ecocidio” se refiere a una forma de daño a 

la naturaleza, pero se cuestiona su inclusión y el tratamiento que recibe dentro del régimen 

penal. Se argumenta que la norma no define suficientemente las conductas asociadas a 
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este delito, lo que genera problemas de legalidad y proporcionalidad en la imposición de 

responsabilidad. En particular, critica que se establezca la misma sanción para el ecocidio 

y otras formas de daño a la naturaleza, a pesar de que la gravedad de estas conductas 

podría ser diferente. Ante esto, la Corte fue instada a proporcionar una interpretación que 

aclare estas cuestiones y garantice el respeto al principio de legalidad y la proporcionalidad 

en las sanciones. Asimismo, se advierte que la remisión normativa a expresiones como 

“ecocidio” debe ser cuidadosamente considerada para evitar interpretaciones imprecisas 

o excesivamente amplias por parte de los operadores jurídicos, lo que podría derivar en 

arbitrariedad en su aplicación. 

 

Para Durango-Álvarez (2024), a partir de estas conceptualizaciones se busca que el 

ecocidio sea reconocido como un crimen en el derecho penal internacional, permitiendo la 

persecución de individuos y corporaciones responsables de estos actos. Este enfoque 

promueve una visión ecocéntrica, que reconoce los derechos inherentes del ambiente y la 

necesidad de protegerlo como un bien común, en contraste con la perspectiva 

antropocéntrica que prioriza los intereses humanos. La inclusión del ecocidio como un 

delito bajo la jurisdicción de la Corte Penal Internacional fortalecería la protección de los 

derechos ambientales y establecería un marco legal adecuado para sancionar a quienes 

causan daños irreparables a la naturaleza. 

En este sentido, el establecimiento del daño ambiental en el ordenamiento jurídico no 

incluye criterios específicos para determinar cuándo una afectación tiene estas se 

consideraciones de “masiva” o “sistémica”, lo que genera ambigüedad. Esta falta de 

claridad dificulta la imputación penal del delito, salvo en casos de daños ambientales de 

magnitud extraordinaria. 

 

Tabla 9. Responsabilidad por daño a los recursos naturales del régimen penal en 
Colombia. 

 

Responsabilidad por daño a los recursos naturales según la Ley 599 de 2000 y la 

Ley 2111 de 2021 

Concepto17 El daño a los recursos naturales se refiere a la afectación grave de 
componentes específicos del ambiente, como el aire, agua, suelo y 
biodiversidad, implicando los estándares normativos. Este daño 

 
17 Ley 2111 de 2021, Art. 333, parágrafo dos. 
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debe ser grave, alterando la integridad de los sistemas naturales y 
poniendo en riesgo su sostenibilidad. 

Características - El daño debe ser grave y afectar la integridad de los sistemas 
naturales.  

- Impacto ambiental grave18: Alteración de los componentes 
ambientales, eliminando la integridad del sistema y poniendo 
el riesgo su sostenibilidad.  

Elementos que 
configuran la 
responsabilidad 
por daño 
ambiental 

1. Conducta típica: Consiste en destruir, inutilizar, hacer 
desaparecer o causar un impacto ambiental grave, o de 
cualquier otro modo dañar la naturaleza, incumpliendo la 
normatividad vigente. 

2. Tipicidad: La conducta debe estar expresamente descrita en 
la ley penal. 

3. Resultado lesivo: Debe existir un daño real o potencial al 
ambiente. En el caso del ecocidio, se exige un daño masivo, 
destrucción grave y sistémica de los ecosistemas. 

4. Nexo causal: La conducta del agente debe ser la causa 
directa del daño ambiental. 

5. Antijuridicidad: El hecho debe ser contrario al derecho, es 
decir, no estar amparado por una causal de justificación. 

6. Culpabilidad: Se requiere dolo o culpa, según el tipo penal, 
y la responsabilidad es siempre personal. 

Sanciones 1. Prisión: De 60 a 135 meses. 
2. Multa: De 167 a 18.750 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes (SMLMV). 

Fuente: Ley 599 de 2000 y la Ley 2111 de 2021. Elaboración: Propia. 

 

En virtud de la caracterización del daño a los recursos naturales, para Amaya Arias et al. 

(2022) es necesario un análisis probatorio exhaustivo que determine en qué momento un 

impacto ambiental significativo pasa a ser considerado un daño penalmente relevante. Sin 

embargo, la falta de criterios específicos para definir la gravedad de un impacto dificulta su 

valoración, por lo que suelen emplearse metodologías utilizadas en el régimen de 

licenciamiento ambiental. Aun así, el daño en los recursos naturales implica un análisis de 

la intervención en la naturaleza y su impacto ecosistémico. Sin embargo, la norma carece 

 
18 Según la Ley 2111 de 2021 (2021), para definir un impacto ambiental grave, se consideran ciertos 
atributos que describen la magnitud del daño. Esto incluye, la destrucción; implica causar un daño 
severo o irreversible, comprometiendo la integridad y funcionalidad de los ecosistemas. La 
inutilización; ocurre cuando la naturaleza pierde su capacidad de cumplir su función ecológica o 
proporcionar los servicios ecosistémicos. Finalmente, la desaparición se refiere a la eliminación 
total de un elemento o componente natural, incluyendo la extinción de especies o la pérdida de 
hábitats esenciales.  
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de parámetros claros para evaluar conceptos como “integridad del sistema” o “riesgo de 

sostenibilidad”, lo que complica su aplicación en procesos penales. 

 

Tabla 10. Responsabilidad por contaminación ambiental del régimen penal en 
Colombia. 

 

Responsabilidad por contaminación ambiental según la Ley 599 de 2000 y la Ley 

2111 de 2021 

Concepto La contaminación ambiental implica la alteración de la naturaleza 
debido a las cantidades, concentraciones o niveles de sustancias 
involucradas en el aire, la atmósfera, el suelo, el subsuelo, las aguas 
superficiales, marítimas o subterráneas, etc., que afecten directa o 
indirectamente el ambiente, poniendo en riesgo la salud humana y 
la integridad de los ecosistemas. 

Características - Origen humano: Provocada por actividades humanas que 
generan residuos o sustancias nocivas. 

- Afectación directa o indirecta: Puede impactar el ambiente 
de manera inmediata o a largo plazo. 

- Deterioro de recursos naturales: Alteración del aire, suelo, 
aguas superficiales, marítimas o subterráneas. 

- Peligro para la salud: Puede generar enfermedades o 
afectar la calidad de vida. 

- Variabilidad en el impacto: Depende de la cantidad, 
concentración y nivel de las sustancias contaminantes. 

Elementos que 
configuran la 
responsabilidad 
por 
contaminación 
ambiental 

1. Conducta: Incumplir la normatividad ambiental mediante la 
contaminación o la realización directa o indirecta de 
emisiones, vertimientos, radiaciones, ruidos, depósitos o 
disposiciones al aire, suelo, subsuelo, aguas superficiales, 
marítimas o subterráneas, o cualquier otro recurso natural. 

2. Tipicidad: Debe estar expresamente prevista en la ley. 
3. Antijuridicidad: La conducta debe ser contraria al derecho. 
4. Culpabilidad: El sujeto debe ser imputable y actuar con dolo 

o culpa. 
5. Resultado: Que la conducta contamine o genere un efecto 

nocivo en el ambiente, poniendo en peligro la salud humana 
y la naturaleza.  

Sanciones 1. Prisión: De 69 a 140 meses. 
2. Multa: De 140 a 50.000 SMLMV 

Normativa 
aplicable 

- Ley 2111 de 2021, Articulo 334. 
- Ley 23 de 1973. 

Fuente: Ley 599 de 2000 y la Ley 2111 de 2021. Elaboración: Propia. 

 

Para Amaya Arias et al. (2022), la contaminación es una amenaza directa o un riesgo 

potencial para la salud humana y la naturaleza. La diferencia entre “atentar” 
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(administrativo) y “exposición al peligro” (penal) genera ambigüedad en la aplicación del 

delito ambiental. Desde una perspectiva técnica o administrativa, no toda alteración 

ambiental es contaminación, salvo que implique una amenaza concreta. En cambio, el 

Código Penal prioriza el peligro, ampliando la posibilidad de responsabilidad penal. La 

normativa distingue entre atentar, degradar o afectar (administrativo) y exposición al peligro 

(penal), pero carece de una definición unificada de daño ambiental, dificultando su 

aplicación. 

Para el autor, el debate probatorio es clave, pues el delito depende de pruebas detalladas, 

más aún cuando hay múltiples actores. Además, atribuir responsabilidad es complejo en 

sociedades con impactos ambientales difusos. Diferenciar un impacto negativo significativo 

de un daño ambiental requiere análisis riguroso. Asimismo, el peligro, basado en riesgo 

potencial, puede generar ambigüedades al determinar si una conducta constituye 

contaminación ambiental.  

 

Es importante mencionar que los delitos anteriormente expuestos comparten dentro de la 

imputación los siguientes elementos para configurar la responsabilidad penal. Según la 

(Sentencia C-225 de 2017, 2017) y la (Sentencia C-411 de 2022, 2022), la carga de la 

prueba recae sobre la Fiscalía o en el órgano acusador, quienes deben demostrar la 

existencia del hecho punible, la autoría, el nexo causal y el daño ambiental, respetando el 

principio constitucional de presunción de inocencia. Este principio opera como regla 

general y obliga a quien acusa a aportar las pruebas necesarias para desvirtuarlo. La carga 

probatoria es dinámica y suele requerir peritajes técnicos y científicos para establecer la 

existencia del daño, su magnitud y el nexo causal. 

 

Otro aspecto importante es la confesión voluntaria del imputado y constituye un medio de 

prueba válido; si es aceptada, puede atenuar la pena, aunque no lo exime de 

responsabilidad ni de la obligación de reparar el daño ambiental. No existen mecanismos 

especiales de confesión para estos delitos, por lo que se aplican las reglas generales del 

proceso penal colombiano.  

 

Es importante destacar que la responsabilidad puede recaer tanto en personas naturales 

como en jurídicas. En Colombia, la responsabilidad penal ha sido tradicionalmente 
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individual y atribuida a personas naturales, dado que el derecho penal se fundamenta en 

la imputación personal de conductas dolosas o culposas. Sin embargo, como lo establece 

la (Ley 1474 de 2011, 2011), el ordenamiento jurídico incorporó la responsabilidad penal 

de las personas jurídicas (como empresas, sociedades o asociaciones), especialmente en 

materia de delitos económicos y ambientales. Como lo menciona la (Sentencia C-367 de 

2022, 2022), esta responsabilidad no implica que la persona jurídica sea procesada, sino 

que se le imponen sanciones penales específicas y acordes a su naturaleza, tales como 

multas, suspensión o cancelación de su personería jurídica, y restricciones para 

constituirse o abrir establecimientos. Si bien una persona jurídica no puede ser privada de 

la libertad, sí puede recibir sanciones que afectan su capacidad legal y operativa. 

Paralelamente, las personas naturales responsables dentro de la entidad (como directivos, 

administradores o empleados) pueden ser procesadas penalmente de manera individual.  

 

Otro aspecto importante de la imputación de responsabilidad por delitos ambientales 

señala la (Sentencia Incidente de Reparación Integral, Radicado 

110016000049200919546 02, 2019) es que las sanciones penales, como la prisión y la 

multa, se impone la obligación de reparar integralmente el daño ambiental.  

 

En cuanto a las autoridades ambientales, según Hernández Botía (2021), les compete 

formular cargos mediante acto administrativo motivado y remitir los casos a la Fiscalía 

cuando se trate de delitos ambientales. Por otro lado, para Álvarez (2023), la 

responsabilidad por la inacción de las autoridades ambientales, cuando estando obligadas 

a prevenir o evitar el daño y no actúan, recae penalmente sobre las personas naturales 

que integran dichas autoridades, es decir, sobre los funcionarios o empleados públicos que 

incurran en conductas dolosas o culposas. La entidad o autoridad pública en sí misma no 

es sujeto de responsabilidad penal, aunque sí puede ser objeto de responsabilidad 

administrativa, civil o fiscal. Por lo tanto, no se procesa penalmente a la entidad, sino a los 

funcionarios responsables de las omisiones o acciones indebidas.  

 

Según Amaya Arias et al. (2022), en el ámbito administrativo, las sanciones tienen como 

propósito garantizar el funcionamiento adecuado de la sociedad y de las instituciones 

públicas, asegurando el cumplimiento de sus objetivos. En este sentido, la protección de 
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los bienes ambientales19 es una consecuencia inherente a las responsabilidades 

asignadas a las autoridades ambientales por el legislador.  

A continuación, abordaremos un elemento de la responsabilidad por perjuicio ambiental y 

son las categorías de daño ambiental puro y el daño ambiental consecutivo. Como lo 

señala Orduz Valencia (2025), estas categorías no pertenecen a un régimen de 

responsabilidad exclusivo, por el contrario, son categorías conceptuales que atraviesan 

distintos regímenes de responsabilidad, adaptándose a las particularidades de imputación 

en cada caso.  

 

Según López Solano (2024), el daño puro se asocia principalmente con la responsabilidad 

administrativa y ambiental, donde el Estado, como garante del patrimonio natural, debe 

mantener y restaurar los ecosistemas afectados, incluso sin un daño individualizado ni un 

nexo causal directo con un agente específico. Esta responsabilidad se fundamenta en 

principios como la precaución, la protección del interés público y la gestión de riesgos, 

dentro de regímenes objetivos. En cambio, el daño consecutivo o impuro se rige por los 

regímenes clásicos de responsabilidad civil o patrimonial, en los que la víctima puede 

reclamar reparación o indemnización por daños ciertos, demostrando el daño, el nexo 

causal y la culpa o dolo del responsable.  

 

Así las cosas, el daño ambiental puro y consecutivo no corresponden a un régimen aislado, 

en contraposición, son categorías que orientan la aplicación del régimen más adecuado 

según las características del daño y el interés protegido. 

 
19 Si bien Decreto Ley 2811 de 1974 (1974), no proporciona una definición específica de “bienes 
ambientales”, afirma que el ambiente es un patrimonio común y que su conservación y gestión son 
de utilidad pública e interés social conforme a su artículo 1°.  
 
No obstante, para Aristizabal López et al. (2020), los bienes ambientales son elementos que poseen 
un valor ecológico, social, cultural y económico y son aprovechados directamente por las personas, 
pero pueden agotarse o transformarse con su uso. Entre sus principales características destaca su 
naturaleza colectiva, ya que muchos de ellos son de acceso común y no pueden ser propiedad 
exclusiva de una persona o entidad. Además, están interrelacionados, lo que implica que la 
degradación de uno puede tener efectos negativos en otros. Su valor intrínseco, social y cultural es 
difícil de cuantificar. Su manejo requiere prácticas que garanticen su disponibilidad para las futuras 
generaciones. Finalmente, su importancia radica en que son fundamentales para la vida humana, 
regulando el clima, preservando la biodiversidad y ofreciendo servicios ecosistémicos clave para la 
salud y el bienestar de las comunidades. 
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2.5.1. Daño ambiental puro 

Dentro de la imputación de responsabilidad por perjuicio ambiental, se identifican dos tipos 

de daño, como se mencionó anteriormente y como lo señala el Consejo de Estado, Sección 

Tercera (2011), mediante la Sentencia 52001-23-31-000-1997-08789-01; el daño 

ambiental puro afecta directamente la naturaleza y los bienes colectivos que conforman el 

ambiente. Por otro lado, el daño ambiental consecutivo o impuro impacta el patrimonio 

individual como consecuencia del daño ambiental puro. Mientras el primero busca 

restaurar los derechos colectivos vulnerados, el segundo se relaciona con las 

implicaciones sobre los derechos patrimoniales individuales. 

 

Tabla 11. Daño ambiental puro. 

 

Daño Ambiental Puro Fuente 

Definición  El daño ambiental puro afecta exclusivamente a la 
naturaleza y sus bienes comunes. También se le 
denomina daño ecológico o daño ecológico puro. 

(Chen & 
Wu, 2018) 
 
(Orduz 
Valencia, 
2025) 

Alcance  Afecta principalmente el patrimonio natural, los 
ecosistemas y la biodiversidad. La responsabilidad por 
este tipo de daño generalmente recae en la 
administración pública, que debe emprender medidas 
para restaurar el ecosistema afectado e involucra: 

- Alteraciones en los ecosistemas causadas por 
actividades humanas o eventos naturales. 

- Pérdida de biodiversidad (extinción de especies 
o reducción de poblaciones de flora y fauna). 

- Degradación del hábitat y modificación de 
entornos naturales. 

- Contaminación con productos químicos, 
metales pesados y plásticos. 

- Alteraciones en ciclos biogeoquímicos. 
- Erosión del suelo por actividades extractivas y 

deforestación. 

Características  - Continuado y de naturaleza difusa. 
- Afecta colectivamente a la biodiversidad y el 

ambiente. 
- Es difícil de probar, debido a su naturaleza 

expansiva y difusa. 
- La causalidad es compleja y requiere un 

régimen de imputación objetiva para facilitar su 
responsabilidad. 
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Dimensión Es de carácter colectivo, puede afectar a un número 

indeterminado de personas y a generaciones futuras, y 
suele ser prolongado en el tiempo. 

Acciones 
legales 
pertinentes 

- Procedimientos de reparación o restauración 
ante autoridades administrativas y judiciales, 
como órdenes de restauración ecológica. 

- La acción principal es la restitución del 
ecosistema afectado o actividades similares, en 
virtud de la protección del interés público y la 
preservación de la naturaleza. 

Reparación del 
daño 
ambiental puro 

- Prioridad: Reparación in natura20 
(restauración del ecosistema). 

- Si no es posible, lo anterior, se aplican medidas 
compensatorias21. 

- Medidas preventivas: Amonestaciones, 
decomisos y suspensiones. 

- Medidas sancionatorias: Multas, inscripción 
en el Registro Único de Infractores Ambientales 
(RUIA), reguladas por el Decreto 1076 de 2015 
y la Resolución 2086 de 2010. 

(Ley 1333 
de 2009, 
2009) 
 
(Decreto 
1076 de 
2015, 2015) 
 
(Resolución 
2086 de 
2010, 2010) 

Articulación 
con el 
procedimiento 
sancionatorio 
 

Regulado por la Ley 1333 de 2009 y sus 
modificaciones, el daño ambiental puro puede iniciarse: 

- De oficio, por solicitud de una de las partes o 
como medida preventiva. 

- Plazo de caducidad22: 20 años, con 
excepciones para daños continuados.  

(Ley 1333 
de 2009, 
2009) 
 

 
20 Según Cumandá Pérez et al. (2021), la reparación in natura del daño ambiental consiste en 
devolver el ambiente a su estado original o a un estado equivalente previo al daño. Este enfoque 
no se limita a compensar económicamente a las víctimas, busca restaurar el ecosistema afectado 
mediante acciones como la reforestación, la limpieza de cuerpos de agua contaminados o la 
rehabilitación de hábitats naturales. Además, el concepto incluye la restitución del entorno, la 
suspensión de actividades que continúen causando daño, en concordancia con la visión de que la 
naturaleza posee derechos inherentes cuya protección es esencial para garantizar un entorno 
saludable para las generaciones actuales y futuras. 
 
21 Para la Ley 2387 de 2024 (2024), el artículo 4 de la ley corresponde a las medidas de 
compensación; acciones dirigidas a resarcir y retribuir a las comunidades, las regiones, localidades 
y al entorno natural por los impactos o efectos negativos generados por un proyecto, obra o 
actividad, que no puedan ser evitados, corregidos o mitigados.  
 
22 La Sentencia C-401/10 (2010), afirma que la caducidad de la acción sancionatoria no extingue la 
obligación de reparar el daño ambiental puro causado. Se establece que, independientemente de 
si ha caducado la acción sancionatoria, el infractor sigue siendo responsable de reparar el daño 
ocasionado al ambiente. Esto se enmarca en la distinción entre dos momentos procesales: uno 
relacionado con la acción sancionatoria y el otro con la obligación de reparación. La Corte aclara 
que la imposición de una sanción administrativa no exime al infractor de llevar a cabo la reparación 
del daño y que, por lo tanto, pueden exigirse las acciones para restaurar el ambiente, incluso si no 
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- Cualquier persona puede intervenir en el 
procedimiento sancionatorio (art 24). 

- Derecho a ser notificado y presentar recursos 
(art 15). 

- Según el art 17, parágrafo 1, el procedimiento 
sancionatorio ambiental no excluye otras 
responsabilidades (civil, fiscal, disciplinaria, 
penal, etc.). 

(Ley 2387 
de 2024, 
2024) 

Elaboración: Propia. 

Para Amaya Arias et al. (2022), la determinación del daño ambiental puro debe analizarse 

individualmente en cada caso, debido a la complejidad en su tipificación. Para ello, es 

esencial verificar que la afectación ocurra fuera de las normas o estándares aplicables, lo 

que constituye un acto antijurídico23 y que la afectación presente un impacto ecosistémico 

medible y evaluado bajo condiciones específicas. Asimismo, resulta crucial evaluar si el 

daño es transitorio o permanente, ya que factores como la magnitud, duración y extensión 

son determinantes para considerarlo significativo. 

 

Por otro lado, Rodríguez (2015) señala que para la determinación del daño ambiental puro 

implica probar la causalidad directa, que se refiere a daños inmediatos y evidentes, como 

una causalidad indirecta, que abarca efectos a largo plazo que surgen de manera 

progresiva. La demostración de ambos tipos de causalidad requiere enfoques distintos, 

combinando análisis científicos y legales que permitan vincular las actividades 

responsables con las consecuencias negativas sobre el ambiente.  

 

Otro aspecto importante en este contexto es que, al no existir normas específicas sobre la 

presentación de pruebas, se aplican las medidas previstas en el Código General del 

Proceso24 encargado de regular las actividades procesales en asuntos civiles, comerciales, 

 
se ha ejercido la potestad sancionatoria. Así, el marco legal permite una protección continua del 
ambiente, asegurando que los infractores asuman la responsabilidad de sus acciones. 
 
23 Para Rodríguez (2022), en este aspecto, cabe señalar que el acto antijurídico puede originarse 
en actividades ilícitas como en aquellas permitidas por la normativa. Por lo que, el incumplimiento 
o desconocimiento de lo establecido por la autoridad ambiental puede considerarse un acto 
antijurídico. Por lo tanto, la afectación debe evaluarse con base en la naturaleza del hecho y de 
conformidad con las normativas aplicables vigentes. 
 
24 La Ley 1564 de 2012 (2012), es fundamental para garantizar el debido proceso y la justicia en los 
asuntos judiciales en Colombia para el ejercicio de los derechos y la defensa de los intereses, con 
sujeción a un debido proceso de duración razonable.  
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de familia, agrarios aplicados a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad 

siempre que no estén reguladas expresamente en la ley. Para este propósito, es necesario 

establecer una línea base o contar con elementos que permitan establecer el material 

probatorio, a fin de realizar comparaciones y medir la magnitud del daño. 

2.5.2. Daño ambiental consecutivo 

Tabla 12. Daño ambiental consecutivo. 

 

Daño Ambiental Consecutivo Fuente 

Definición  El daño ambiental consecutivo o impuro, se refiere a 
las repercusiones de la contaminación o deterioro 
ecológico sobre personas o bienes privados. 
Incluye las alteraciones, efectos nocivos o molestias 
que afectan bienes materiales, la salud y la calidad de 
vida de las personas, lo que incluso puede restringir 
el ejercicio de derechos como el de propiedad. 

(Rodríguez, 
2022) 
 
(Orduz 
Valencia, 
2025) 

Alcance  Recae sobre derechos subjetivos específicos y 
patrimoniales de personas o entidades particulares, y 
puede incluir también daños inmateriales o 
extrapatrimoniales. Por ejemplo: 

- Daño a la propiedad: Reducción del valor de 
inmuebles o tierras cultivables. 

- Afectación a la salud: Intoxicaciones, 
enfermedades respiratorias o daños 
psicológicos. 

- Impacto en la calidad de vida: Restricciones 
en el acceso a la naturaleza o disminución del 
bienestar. 

Características  - Se origina en una lesión directa conocida y 
palpable sobre derechos particulares. 

- La responsabilidad suele estar regulada por 
las reglas habituales del derecho de daño. 

- La prueba del daño y del nexo causal es más 
estricta, pues se requiere demostrar qué daño 
específico se sufrió y cómo la lesión ambiental 
lo causó. 

Dimensión Es individualizado, afecta a personas determinadas y 
sus bienes específicos; puede ser recurrente o 
continuado, pero con un impacto directo en derechos 
subjetivos particulares. 
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Acciones 
legales 
pertinentes 
 

- Reclamos civiles de reparación o 
indemnización por daños particulares. 

- Acción para la protección de derechos 
subjetivos afectados, incluyendo acciones de 
reparación patrimonial y extrapatrimonial 

Jurisprudencia y 
responsabilidad 
civil 

La jurisprudencia reconoce dos tipos de perjuicios: 
1. Perjuicios materiales: Según el art 1614 del 

Código Civil, Ley 84 de 1873: 
o Daño emergente: Pérdidas 

económicas directas. 
o Lucro cesante: Ganancias dejadas 

de percibir. 
2. Perjuicios inmateriales: Según la Sentencia 

T-575/96 
o Daño moral: Angustia, aflicción y 

padecimientos psicológicos 

(Ley 84 de 
1873, 1873) 
 
(Sentencia 
T-575/96, 
1996) 

Reparación e 
indemnización 

Según el Código Civil la Ley 84 de 1873:  
- Se busca la restauración del bien afectado (in 

natura) o indemnización económica. 
- Se aplican pruebas convencionales bajo el 

Código General del Proceso, ante la 
ausencia de lineamientos claros en este 
respecto. 

- No existen sanciones adicionales al 
reconocimiento del perjuicio. 

- Indemnización indexada y con intereses. 
Plazo de prescripción: 10 años (art 2538). 

(Ley 84 de 
1873, 1873) 
 
(Amaya 
Arias et al., 
2022) 

Relación causal 
y causalidad 
probabilística 
 

El desafío en los procesos judiciales radica en probar 
la conexión entre la actividad humana y el daño. Se 
aplica la causalidad probabilística, que permite 
demostrar el vínculo mediante evidencia técnica y 
científica, sin requerir certeza absoluta. 

(Rodríguez 
& Vargas 
Chaves, 
2015) 

Responsabilidad 
compartida y 
solidaridad 

Cuando varios actores son responsables del daño: 
- Se puede establecer responsabilidad 

conjunta o solidaria. 
- Cualquier responsable puede ser obligado a 

pagar la totalidad de la indemnización. 
- Posteriormente, puede repetir la acción contra 

los otros involucrados. 

(Rodríguez 
& Vargas 
Chaves, 
2015) 

Procedimiento 
declarativo 

- Se establece la existencia del daño ambiental 
puro antes de reclamar por el consecutivo. 

- No requiere intervención de la autoridad 
ambiental. 

- Se aplican las reglas de responsabilidad 
civil extracontractual. 

- El infractor no se inscribe en el RUIA. 
- Según el art 31, el procedimiento 

sancionatorio ambiental no excluye otras 

(Rodríguez, 
2022) 
(Ley 1333 
de 2009, 
2009) 
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responsabilidades (civil, fiscal, disciplinaria, 
penal, etc.). 

Elaboración: Propia. 

 

En cuanto a las reflexiones finales sobre este tipo de daño, para Amaya Arias et al. (2022), 

la exclusión de indemnización bajo el principio ecológico puro ha sido objeto de debate. 

Esto se debe a la dificultad de estimar el valor económico de la naturaleza y a la 

complejidad de identificar a una víctima legítima, dado que el patrimonio natural pertenece 

a toda la humanidad. Para Rueda Rojas (2024), imitar la reparación únicamente al daño 

ambiental puro (sin considerar el perjuicio individual y específico a personas determinadas) 

resulta injusto y práctica una protección insuficiente del derecho al ambiente sano en su 

dimensión individual, lo que ha llevado a plantear la necesidad de una reparación integral 

que incluya reparaciones en especie para proteger a las personas afectadas. 

 

Para Rodríguez (2022), en el daño ambiental consecutivo se debe analizar si hubo 

afectación ambiental y si esta se dio fuera de la normativa aplicable, lo que implica que el 

daño sea medible y evaluado en términos ecosistémicos. También se debe evaluar la 

permanencia del daño; si es transitorio, pueden surgir dudas sobre su magnitud, 

persistencia y extensión.  

2.6. Limitaciones y desafíos del derecho ambiental 
en la prevención y reparación de daños ambientales  

Para concluir el apartado sobre el daño ambiental en Colombia, se abordarán las 

limitaciones de las preeminencias vigentes, con el propósito de incentivar la necesidad de 

un fortalecimiento conceptual, normativo y técnico.   

 

La legislación ambiental colombiana ha incorporado una serie de medidas e instrumentos 

para promover prácticas responsables, que incluyen instrumentos económicos en forma 

de gravámenes (tarifas, tasas, impuestos, contribuciones) e incentivos tributarios y 

económicos.   
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Estos mecanismos, se articulan con las funciones preventivas al evitar impactos 

significativos mediante los principios de precaución y prevención25. Sin embargo, para 

Amaya Arias et al. (2022), la vocación preventiva se ve limitada por las sanciones 

administrativas, cuyo objetivo principal es la represión de conductas ilegales. 

 

Otro aspecto importante que limita la asignación de responsabilidades se relaciona con la 

extinción de la acción sancionatoria. Según la Sentencia C-401/10 (2010), la extinción de 

la acción sancionatoria se fundamenta en los principios de razonabilidad y 

proporcionalidad, destacando que la caducidad es esencial para garantizar la seguridad 

jurídica y el debido proceso. Esto evita que las sanciones sean imprescriptibles y puedan 

derivar en injusticias. No obstante, la Corte señala que, aunque la acción sancionatoria 

caduque, el infractor no queda exento de su obligación de reparar los daños causados al 

ambiente. Las implicaciones de la caducidad en el ámbito ambiental son significativas y 

complejas. Un efecto importante es la liberación de responsabilidad legal, ya que, si 

transcurre el tiempo establecido sin imponerse una sanción, los infractores pueden quedar 

exentos de consecuencias jurídicas. 

 

En cuando a esto último, según Benavides Suárez (2022), la falta de atribución de 

responsabilidad genera pasivos ambientales huérfanos. En tales casos, el Estado asume 

una responsabilidad subsidiaria, lo que incrementa la carga social y dificulta la ejecución 

de estrategias de restauración ambiental. Además, los efectos de los daños ambientales 

suelen manifestarse mucho tiempo después de la infracción o el delito, lo que puede 

dificultar la adopción de medidas correctivas oportunas debido a la caducidad de la acción 

sancionatoria o punitiva. Este contexto pone de relieve la necesidad de equilibrar la 

 
25 Para Salazar (2009), el principio de precaución busca prevenir daños graves o irreversibles al 
ambiente. Este enfoque se fundamenta en la necesidad de actuar preventivamente en contextos de 
incertidumbre sobre los posibles efectos de una actividad en el ambiente. Incluso en ausencia de 
evidencia científica concluyente que confirme un daño inminente, el principio exige la adopción de 
medidas destinadas a proteger el ambiente. Por su parte, el principio de prevención se centra en 
tomar medidas anticipadas para evitar que los daños ambientales ocurran. Este enfoque prioriza la 
implementación de regulaciones y prácticas diseñadas para minimizar los riesgos antes de que se 
materialicen. Ambos principios, aunque distintos en su enfoque, son complementarios y 
desempeñan un papel fundamental en la formulación de políticas ambientales y en la toma de 
decisiones judiciales. 
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seguridad jurídica con la protección ambiental, asegurando que los mecanismos legales 

no limiten la reparación de los daños a largo plazo. 

 

Como lo establece la (Sentencia C-742 de 2010, 2010) y la (Sentencia C-219 de 2017, 

2017b), lo anterior se articula con las sanciones administrativas, que, aunque concebidas 

como un castigo para disuadir infracciones, frecuentemente carecen de conexión directa 

con la reparación del daño ambiental. Aunque se espera que estas sanciones sean un 

medio efectivo para fomentar el cumplimiento de la ley, en muchos casos no logran 

prevenir conductas antijurídicas. Su propósito debería centrarse en evitar infracciones que 

generen daños al ambiente, pero en la práctica, la mera amenaza de sanción no resulta 

suficiente para corregir dichas conductas. 

 

Una de las principales deficiencias de las sanciones administrativas radica en que los 

infractores, suelen calcular anticipadamente las consecuencias de sus actos. 

Aprovechando los Principios de tipicidad26 y proporcionalidad27, realizan análisis de 

costo-beneficio que les permiten evaluar si asumir la sanción resulta más conveniente 

frente a los beneficios obtenidos de su conducta (Amaya Arias et al., 2022).  

 

En este contexto, los impuestos verdes buscan desincentivar los comportamientos 

perjudiciales para el ambiente, asignando a los contaminadores la responsabilidad 

económica de sus actividades. En Colombia, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible (2024), ha establecido impuestos entre los que se incluyen el Impuesto Nacional 

al Carbono, el Impuesto al Consumo de Bolsas Plásticas y el Impuesto sobre Vehículos 

Automotores. De manera similar, las tasas ambientales son cargos aplicados a quienes 

 
26 Según la Sentencia C-219 de 2017 (2017), el principio de tipicidad exige que las infracciones y 
las sanciones estén claramente establecidas en la ley, lo cual aporta certeza jurídica. Sin embargo, 
esta claridad también puede ser utilizada por los infractores para anticipar y calcular los costos 
potenciales de sus acciones. Esto puede derivar en un análisis racional en el que se evalúe si asumir 
el riesgo resulta conveniente en función de las posibles consecuencias legales.  
 
27 La Sentencia C-703 de 2010 (2010), comenta que el principio de proporcionalidad busca que las 
sanciones se correspondan con la magnitud del daño causado. No obstante, si estas sanciones no 
se incrementan de manera sustancial en función de la gravedad o la reincidencia de las infracciones, 
podrían interpretarlas como un costo asumible dentro de su análisis costo-beneficio, lo que 
desincentiva el cambio de conductas perjudiciales para el ambiente. 
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utilizan o impactan la naturaleza, para promover conciencia ambiental y financiar acciones 

de restauración. Algunas de las tasas vigentes en Colombia incluyen Tasa por Uso de 

Agua, la Tasa por Vertimientos Puntuales y la Tasa Compensatoria por el 

Aprovechamiento Forestal o la Caza de Fauna. 

Estos instrumentos económicos están diseñados para internalizar los costos ambientales 

en las decisiones económicas. Sin embargo, si los costos de estos instrumentos 

económicos no superan los beneficios obtenidos por las actividades contaminantes, los 

infractores podrían optar por pagarlos en lugar de modificar sus prácticas.  

 

Otra dificultad para Amaya Arias et al. (2022) es la falta de aplicación efectiva de las 

sanciones. Aunque las infracciones están claramente definidas en la normativa, no se 

ejecutan, fomentando la desobediencia y la reincidencia. En el ámbito del daño ambiental, 

identificar y reparar el daño representa un desafío ya que es difícil determinar con certeza 

al responsable, especialmente en casos donde varias personas o empresas afectan el 

ambiente de manera acumulativa o transnacional. Estos fenómenos, con causas difusas y 

efectos dispersos, dificultan la atribución de responsabilidades y la reparación. 

 

Adicionalmente, según la sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, con número 

de radicación 11001-03-15-000-2003-00233-01 de 2005, estas dificultades en el derecho 

ambiental derivan de su estrecha relación con la ciencia, necesaria para identificar causas 

y responsables de los daños. Sin embargo, esta relación es compleja, ya que la ciencia a 

menudo no puede ofrecer certezas absolutas sobre las causas de los impactos 

ambientales ni soluciones técnicas definitivas para mitigarlos o eliminarlos. Esta falta de 

certeza complica la capacidad del derecho para individualizar responsabilidades y atribuir 

consecuencias jurídicas. Por ello, es importante destacar que el derecho ambiental ha 

evolucionado para ir más allá de un enfoque meramente represivo, adoptando enfoques 

preventivos y reparadores. La mejor manera de proteger el ambiente radica en evitar los 

daños, ya que su identificación y reparación son procesos complejos o incluso imposibles. 
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3.  Propuestas conceptuales del daño a 
perpetuidad 

En este apartado, se pretende exponer el daño ambiental a perpetuidad, una categoría 

conceptual que surge de la necesidad de abordar las particularidades de los efectos 

ambientales irreversibles o de larga duración, cuya magnitud y persistencia trascienden los 

enfoques tradicionales de prevención, compensación o reparación, establecidos en la 

gestión ambiental en el país.  

 

A partir del análisis de los apartados anteriores de esta investigación, se evidencia que las 

limitaciones del derecho ambiental colombiano, junto con la complejidad inherente a los 

ecosistemas, dificultan la identificación del daño, así como la responsabilidad, que incluso 

identificadas son insuficientes para mantener la composición, estructura y funcionalidad de 

los ecosistemas.  

 

Estos desafíos evidencian la necesidad de abordar el daño ambiental a perpetuidad no 

solo desde una perspectiva sancionatoria, administrativa o penal, sino como un fenómeno 

de efectos prolongados que exige un marco conceptual, normativo y técnico especializado.  

 

La propuesta de conceptualizar este tipo de daño se sustenta en la urgencia de reconocer 

sus características que, por su naturaleza emergente, irreversible, sinérgica, 

persistente, sistémica, progresiva y sistemática, con efectos acumulativos y 

retroalimentación negativa, así como dificultad de predicción, imposibilidad de 

reparación y compensación, y afectaciones intergeneracionales, 

intrageneracionales e interespecie, requieren un tratamiento diferenciado. 
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Este esclarecimiento conceptual se apoya en principios derivados de los derechos 

colectivos y ambientales, tales como: el principio de transpersonalización de las 

normas jurídicas, el principio de precaución, prevención, participación, los derechos 

inter y transgeneracionales, el fideicomiso ambiental, la conjunción de aspectos 

colectivos e individuales, y el principio de gradación normativa, rigor subsidiario y 

armonía regional. 

 

Adicionalmente, se identifican los principales impulsores de la aparición de daños 

ambientales a perpetuidad, entre los que destacan: prácticas intensivas y 

transfronterizas, efectos acumulativos y sinérgicos, la vulnerabilidad territorial 

(ecológica, ecosistémica y social), y la existencia de pasivos ambientales. 

 

Lo anterior, con el objeto de desarrollar instrumentos normativos, jurídicos, técnicos que 

más allá de internalizar los costos reales de la degradación ambiental ante los diferentes 

tipos de actividades económicas como las extractivas, garanticen la precaución ante 

efectos adversos sobre el ambiente y con ello, evitar el surgimiento de daños ambientales 

perpetuidad. 

3.1. Principios que guían el daño ambiental a 
perpetuidad 

Estos principios actúan como pilares éticos y jurídicos que orientan las políticas públicas y 

la toma de decisiones. Con ello se evita que el crecimiento económico o los intereses 

individuales se impongan sobre el bienestar colectivo y el equilibrio ecológico que son 

precursores de daño ambiental a perpetuidad. 

 
Tabla 13. Principio para el establecimiento de daños ambientales a perpetuidad en 

Colombia. 

Principio Caracterización 

Principio de 
transpersonalización 
de las normas jurídicas 

Las normas no deben limitar la protección de intereses 
individuales o de determinados grupos, por el contrario, deben 
orientarse al bienestar colectivo, reconociendo al ambiente 
como un componente esencial de la comunidad. 
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Principio de precaución 
ambiental 

Establece la importancia de adoptar medidas preventivas 
frente a actividades potencialmente dañinas para el ambiente, 
aun cuando no exista evidencia científica concluyente. 
Funciona como un mecanismo de protección anticipada ante 
posibles riesgos ambientales. 

Principio de prevención 
ambiental 

Resalta la relevancia de anticiparse a los daños, fomentando 
la implementación de políticas y prácticas orientadas a 
minimizar el impacto ambiental negativo. 

Principio de 
participación ambiental  

Establece que todas las partes interesadas, en especial las 
comunidades directamente afectadas (locales), deben 
participar en la toma de decisiones sobre asuntos ambientales 
que intervengan en su territorio. Su involucramiento activo 
contribuye a un proceso más transparente y justo. 

Principio de los 
derechos inter o 
transgeneracionales 

Reconoce la protección de los derechos ambientales y debe 
garantizar el bienestar de la humanidad en el presente y 
salvaguardar el entorno para quienes habitarán el planeta en 
el futuro. 

Principio de 
fideicomiso ambiental 

Sugiere que el ambiente y sus elementos deben ser 
considerados como un patrimonio común, que necesita ser 
administrado en fideicomiso para las generaciones presentes 
y futuras, garantizando su conservación. 

Principio ambiental de 
conjunción de aspectos 
colectivos e 
individuales 

Busca un equilibrio entre los derechos individuales de 
propiedad y los derechos colectivos a un ambiente sano, 
asegurando que las decisiones no perjudiquen el bienestar 
general por beneficios individuales. 

Principio ambiental de 
gradación normativa, 
rigor subsidiario y 
armonía regional 

Este principio enfatiza que la legislación ambiental debe ser 
flexible y adaptativa, permitiendo que diferentes niveles de 
regulación se ajusten según el contexto local y regional, sin 
comprometer la efectividad de las normas en la protección 
ambiental.  

Fuente: (Mesa Cuadros, 2019). Elaboración: Propia. 

3.2. Características del daño ambiental a 
perpetuidad 

3.2.1. Propiedad emergente 

Para Van Assche et al. (2019), los sistemas vivos son autoorganizativos. Esto implica que 

los sistemas tienen que mantener su identidad y límites a través de la reproducción 

continua de sus elementos. Es decir, los sistemas vivos mantienen su organización 

mediante redes autónomas, pero perturbaciones externas pueden generar propiedades 

emergentes disruptivas.  
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En este contexto, según Boogerd et al. (2005), la propiedad emergente se refiere a 

características o comportamientos de un sistema que no se pueden predecir o deducir a 

partir del conocimiento de las propiedades de sus partes individuales. En este contexto, 

los componentes de un sistema interactúan y pueden dar lugar a nuevas propiedades que 

son únicas del sistema en su conjunto.  

 

Para Van Assche et al. (2019), en los sistemas social-ecológicos como producto de 

procesos contingentes de emergencia, la autoorganización juega un papel crucial para 

afrontar la complejidad.  

 

En virtud de lo anterior, el daño ambiental a perpetuidad es el resultado de la interacción 

dinámica y continua de los sistemas social-ecológicos en los que se incluyen aspectos 

económicos, políticos, ecológicos, ecosistémicos, culturales y sociales, generando 

consecuencias más allá de la suma de sus partes. Para Bentley Brymer et al. (2020), los 

elementos que componen el ambiente están interconectados y se retroalimentan 

mutuamente, lo que da lugar a fenómenos complejos cuya comprensión exige un enfoque 

integral. En este contexto, el daño ambiental a perpetuidad se considera una propiedad 

emergente, que surge (emerge) de la interacción de múltiples variables y, una vez 

manifestado, no puede ser revertido. 

3.2.2. Irreversibilidad 

Tal como lo establece Hernandez Sagrero (2023), la entropía es la magnitud que indica el 

grado de desorden en un sistema y por ende se relaciona con la distribución de energía 

en un sistema. La segunda ley de la termodinámica establece que, en cualquier proceso 

de transformación de la materia y energía, la entropía tiende a aumentar, lo que implica 

que ciertos procesos físicos son irreversibles. La irreversibilidad en este contexto se 

relacionada con la entropía en el sentido que, a medida que un sistema se transforma, la 

energía disponible para realizar trabajo disminuye y el sistema se mueve hacia un estado 

de mayor desorden. 
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Para Ocampo Melgar (2014), un atributo destacable de la irreversibilidad es la histéresis 

ecológica, respuesta de un sistema ecológico a perturbaciones o cambios, este concepto 

implica que, tras una perturbación, un ecosistema puede experimentar un comportamiento 

no lineal, donde las condiciones previas no se recuperan de manera directa o rápida, la 

histéresis implica que el ecosistema puede quedar atrapado en un nuevo estado que es 

diferente a la inicial, dificultando un equilibrio original. Esta recuperación lenta o incompleta 

está influenciada por variables como la intensidad, duración y frecuencia de la 

perturbación, así como por características inherentes del sistema. 

 

En consonancia, para Torres Salcedo (2022), el daño ambiental alcanza un punto de no 

retorno cuando los sistemas pierden la capacidad de autorregulación esto es debido a que, 

en los sistemas abiertos, ciertos cambios no pueden revertirse sin energía o intervención 

externa. Para explicar este aspecto, la degradación de los suelos impide la regeneración 

espontanea, mientras que la acidificación oceánica por dióxido de carbono, una vez 

alterado su pH, dificulta a los ecosistemas recuperar su equilibrio.   

 

La irreversibilidad en el contexto de los daños ambientales a perpetuidad se basa en que 

los efectos sobre el ambiente son permanentes y no susceptibles de restauración o 

compensación. Este concepto adquiere especial relevancia al considerar la necesidad de 

adoptar enfoques de precaución en donde a pesar de falta de evidencia científica 

concluyente sobre la magnitud exacta del daño, se adopten medidas adecuadas. En 

sintonía con lo anterior, según la Sentencia SU-018/24 (2024), es necesario prevenir daños 

ambientales irreversibles como consecuencia de actividades humanas.  

3.2.3. Sinérgico 

La teoría sistémica explica que los efectos sinérgicos surgen de interacciones no lineales 

entre disturbios ambientales. Según Torres Salcedo (2022), estos fenómenos se vinculan 

con la histéresis, fenómeno donde el sistema no recupera su estado inicial tras una 

perturbación. 
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Para Ocampo Melgar (2014), la sinergia de efectos ambientales negativos puede llevar a 

un “desequilibrio ecológico grave”, remarcando rasgos de posible irreversibilidad. Los 

impactos simultáneos que comparten una tendencia pueden desestabilizar un sistema, 

especialmente si la resiliencia o resistencia del sistema se ve comprometida. 

 

Tal como lo señala Arrigo et al. (2020), las interacciones sinérgicas intensifican los efectos 

negativos de los estresores en los ecosistemas, generando impactos más severos que la 

suma de sus efectos individuales. Esta amplificación puede aumentar significativamente la 

magnitud de los daños, ya que la combinación de varios estresores resulta más perjudicial 

que si actuaran de forma aislada. Además, estas interacciones incrementan la probabilidad 

de colapso. Pasar por alto estas sinergias podría llevar a una subestimación crítica del 

peligro en entornos vulnerables. A medida que la sinergia se fortalece, también crece la 

variabilidad en los resultados, ampliando el rango de posibles escenarios incluso cuando 

los propios estresores permanecen constantes. 

 

En este sentido, para Ocampo Melgar (2014b), la interacción de múltiples variables con 

comportamientos no lineales dificulta la identificación de causas específicas y complica la 

predicción de resultados en situaciones de sinergia, creando escenarios de incertidumbre. 

 

Otro aspecto importante para Martínez-Sánchez et al. (2024), es que los efectos de las 

interacciones sinérgicas también tienden a prolongarse en el tiempo. Estos efectos a largo 

plazo pueden alterar la estructura y función de los ecosistemas, donde la pérdida de sus 

elementos puede llevar al colapso del sistema, mediante retroalimentación negativa, 

generando daños irreversibles. Además, la presencia de múltiples factores interconectados 

dificulta la identificación precisa de las fuentes de daño, lo que complica su manejo.  

 

La sinergia es un elemento clave en el daño ambiental a perpetuidad, ya que se refiere a 

la interacción entre diversas actividades humanas o factores ambientales cuyos efectos 

combinados magnifican los impactos de distintas actividades y se potencian entre si 

prolongan su persistencia, convirtiéndolo en un problema complejo e incierto. 



 
108 El daño a perpetuidad en los estudios ambientales en Colombia: Un caso de 

estudio en la minería de oro por aluvión – EVOA 

 

3.2.4. Persistente 

Según Pérez (2017), la persistencia se relaciona con la duración y la dificultad para revertir 

los efectos adversos, un aspecto crítico en su clasificación y gestión. Puede manifestarse 

en distintos grados, desde efectos efímeros hasta permanentes, dependiendo del tiempo 

en que sus consecuencias se mantienen activas en el entorno. Muchos de estos efectos 

son irreversibles o difíciles de mitigar, lo que complica la restauración del ambiente a su 

estado original. La intensidad y duración de estos efectos dependen de diversos factores, 

como el tipo de actividad que los causa, las características del ecosistema afectado y las 

medidas de mitigación que se apliquen.  

 

Tal como lo menciona Ángel Huertas (2019), esta característica trata de la trascendencia 

del efecto, debido a que las escalas temporales exceden los ciclos de la naturaleza. Bajo 

esta perspectiva, la retroalimentación positiva acelera los procesos de degradación y los 

sistemas dañados pierden su resistencia estructural. 

 

Adicionalmente, Noguera de Echeverri (2011) señala que la clausura operacional de los 

sistemas autopoiéticos, es decir, los residuos entrópicos (desechos no metabolizables) 

persisten en el ambiente, alterando ciclos naturales. La autopoiesis humana, al depender 

de energía y materia externa, genera residuos que trascienden los límites de reparación 

biológica. Para ilustrar este aspecto, la contaminación por mercurio persiste través de las 

cadenas tróficas por décadas y permea fenómenos de bioacumulación. 

 

Respecto a este último aspecto, según (Cartagena, 2011), la presencia prolongada de 

ciertos contaminantes en el ambiente representa una amenaza significativa para los 

ecosistemas. Estos compuestos pueden mantenerse durante largos períodos, lo que 

genera una contaminación constante tanto en medios acuáticos como terrestres. Esta 

persistencia favorece la acumulación de sustancias nocivas en el entorno y en los 

organismos, alcanzando niveles potencialmente peligrosos. Además, su efecto prolongado 

puede alterar la estructura y función de las comunidades biológicas, afectando 

especialmente a las especies más sensibles. Esto conlleva una disminución de la 
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biodiversidad y cambios en las interacciones ecológicas, impactando a toda la red de vida 

que depende de esos organismos. 

3.2.5. Efectos intergeneracionales, intrageneracionales e 
interespecie 

La Sentencia SU123/18 (2018), señala que la justicia ambiental es un pilar fundamental en 

la protección del ambiente y los derechos asociados. Esta perspectiva se articula con la 

justicia distributiva la cual considera la distribución de cargas y beneficios no solo para las 

personas actuales (intergeneracional), sino también para las generaciones futuras 

(intrageneracional) y para otras formas de vida (interespecie). Además, se subraya la 

importancia de la justicia participativa en las decisiones ambientales, promoviendo la 

intervención activa de quienes puedan verse afectados por actividades que impliquen 

riesgos ambientales. Asimismo, la sentencia destaca los principios de precaución y 

prevención, señalando que el principio de precaución obliga a evitar actividades que 

puedan causar daño al ambiente en contextos de incertidumbre, funcionando como una 

guía frente a riesgos ambientales. 

 

Para Torres Salcedo (2022), estos efectos son producto del colapso de los sistemas socio-

ecológicos. En términos de la autopoiesis, la alteración de los nichos ecológicos rompe las 

coherencias estructurales de los sistemas y los perjuicios pueden manifestarse sobre las 

generaciones futuras y las especies interdependientes.  

 

Así las cosas, los daños ambientales a perpetuidad representan una amenaza constante 

que restringe las oportunidades de las generaciones actuales, compromete el bienestar de 

las futuras y de otras especies.  

3.2.6. Sistémico 

Para Ocampo Melgar (2014), los efectos adversos se propagan a través de 

interconexiones estructurales. Bajo la perspectiva de la complejidad, pequeños cambios 

en un componente pueden desestabilizar todo el sistema.   
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Por su parte, según Dong et al. (2025), cuando un ecosistema supera un umbral ecológico 

debido a perturbaciones significativas, puede entrar en un estado nuevo y menos 

saludable. Este estado puede ser irreversible, lo que se traduce en efectos sistémicos que 

transforman permanentemente las funciones ecológicas. Al cruzar los umbrales 

ecológicos, un ecosistema puede perder su resiliencia, lo que significa que ya no puede 

absorber perturbaciones sin sufrir cambios adversos. Esta pérdida de resiliencia puede 

alterar de manera sistemática las interacciones biológicas y físicas dentro del ecosistema, 

creando un ciclo vicioso donde los efectos negativos se amplifican y se perpetúan en el 

tiempo, generando síntomas visibles de deterioro.  

 

Este aspecto Richardson et al. (2023a) señala que los límites planetarios constituyen un 

enfoque integral para comprender la estabilidad del sistema terrestre, basado en la idea 

de que cada uno de estos límites está conectado con los demás a través de una red de 

retroalimentaciones interdependientes. En conjunto, estas interacciones amplifican la 

vulnerabilidad del planeta y demandan una gestión ambiental que reconozca su carácter 

sistémico. 

3.2.7. Progresivo – Sistemático 

Para Cushman (2023), los sistemas evolucionan hacia estados de mayor entropía si no 

hay una retroalimentación correcta, la perdida de autoorganización conduce a una 

degradación estructurada. En este contexto, la autoorganización depende de redes 

jerárquicas de estructuras disipativas, como las células y órganos, que requieren flujos 

continuos de energía y procesos de retroalimentación para mantener su funcionamiento y 

evitar el colapso. La pérdida de la autoorganización se traduce en una ineficiencia en estos 

procesos, lo que eventualmente contribuye a la degradación del sistema. 

 

En este contexto, la pérdida de retroalimentación y autoorganización de los sistemas 

genera una degradación estructurada. Este proceso se desarrolla de forma interconectada 

y continua, afectando múltiples niveles del sistema y dificultando su recuperación, lo que 

lo convierte en una característica clave del daño ambiental a perpetuidad, es decir, estos 
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perjuicios suelen manifestarse de forma progresiva (acumulativa y gradual) 

y sistemática (interconectada y estructural) en el ambiente. 

3.2.8.  Efecto de Carga – Retroalimentación negativa 

Para Richardson et al. (2023), la integridad de la biosfera está entrelazada con las 

interacciones del geosistema, que incluye componentes como la atmósfera, la litosfera y 

los ciclos biogeoquímicos. Este enfoque sistémico es crucial para entender cómo las 

perturbaciones antropogénicas, pueden llevar a un estado de desequilibrio en el sistema 

terrestre. Cuando se transgreden los límites del sistema, las interacciones naturales entre 

los componentes del geosistema pueden ser alteradas. Esto provoca una disminución en 

la resiliencia de la biosfera, es decir, su capacidad para recuperarse de perturbaciones y 

mantener su funcionalidad, lo que a su vez reduce su capacidad para amortiguar futuros 

cambios y perturbaciones en el entorno. Los desequilibrios resultantes pueden 

desencadenar reacciones en cadena que afectan negativamente otros sistemas, 

aumentando el riesgo de transitar hacia estados críticos o irreversibles, lo que podría 

comprometer la estabilidad del sistema terrestre en su conjunto. 

 

El efecto de carga se refiere a cómo las intervenciones humanas pueden alterar el 

equilibrio ambiental, mientras que la retroalimentación negativa es un mecanismo natural 

que ayuda a mantener este equilibrio. Si estos mecanismos se ven perjudicados, pueden 

incurrí en daños ambientales a perpetuidad. 

3.2.9. Dificultad de predicción  

Tal como lo señala Ocampo Melgar (2014), esta característica deriva de la no linealidad 

de los sistemas complejos y de la autonomía estructural de los seres vivos. Los modelos 

lineales no logran captar las interacciones emergentes propias de estos sistemas. La 

complejidad de dichas interacciones hace que los efectos sean impredecibles, ya que, en 

los sistemas abiertos, pequeños cambios pueden desencadenar reconfiguraciones 

radicales. Un ejemplo ilustrativo es la introducción de especies invasoras, que suele 

generar efectos ecológicos imprevistos y, en la mayoría de los casos, perjudiciales.  
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Según Silva Hernández (2019), la falta de cerezas y formas de predicción representa un 

riesgo significativo, ya que impide un criterio para tomar decisiones informadas y 

responsables para proteger el ambiente. Esta incertidumbre puede derivar en daños 

irreversibles, como la degradación de hábitats y la extinción de especies, alterando 

profundamente las dinámicas ecológicas. Además, compromete los derechos humanos de 

comunidades vulnerables que dependen de un entorno sano, al afectar su salud y 

bienestar. La ausencia de previsión también limita la eficacia de las políticas públicas 

ambientales, al retrasar la adopción de medidas preventivas y de mitigación.  

La falta de predicción genera un entorno de alto riesgo, con consecuencias potencialmente 

devastadoras para los ecosistemas y las poblaciones humanas. 

3.2.10. Imposibilidad para reparar y compensar 

La clausura organizacional implica que, una vez destruida la red autopoiética no hay 

reposición posible. La compensación económica no restaura funciones ecológicas 

perdidas (Hernandez Sagrero, 2023). Este marco conceptual integra la autopoiesis 

(autonomía y fragilidad de los sistemas vivos), la teoría general de sistemas 

(interdependencia y totalidad) y principios termodinámicos (entropía), ofreciendo una base 

robusta para analizar daños ambientales a perpetuidad y sus implicaciones limitadas de la 

reparación y compensación. 

3.3. Impulsores del daño ambiental a perpetuidad 

Entre los principales precursores de estos daños se encuentran las prácticas intensivas y 

transfronterizas, los efectos acumulativos y sinérgicos de múltiples actividades extractivas, 

la vulnerabilidad ecológica, ecosistémica y social de los territorios, y la proliferación de 

pasivos ambientales no remediados. Estas condiciones, respaldadas por evidencia 

empírica, configuran un escenario en el que las presiones sobre los ecosistemas superan 

su capacidad de recuperación, amplifican las desigualdades sociales y perpetúan 

externalidades que los marcos institucionales aún no logran contener ni revertir. 
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3.3.1. Practicas intensivas y transfronterizas  

Según Banco Interamericano de Desarrollo (2023), las actividades extractivas como la 

megaminería generan contaminación hídrica persistente que traspasa fronteras políticas. 

Estas operaciones suelen externalizar sus costos ambientales, transfiriendo a los Estados 

la responsabilidad de gestionar daños indefinidos La minería transfronteriza en América 

Latina muestra cómo la contaminación por metales pesados afecta cuencas compartidas, 

generando conflictos interestatales.  

 

Para Svampa et al. (2012b), la búsqueda constante de nuevos territorios genera una 

expansión territorial en función de la explotación económica, como en la agricultura, la 

minería o la urbanización, lo que supone una apropiación, colonización progresiva de áreas 

naturales que lleva consigo la degradación paulatina de los ecosistemas. Adicionalmente, 

la escalada implica un aumento en la frecuencia de las actividades que generan daño 

ambiental hasta configurarse el daño ambiental a perpetuidad. 

La intensificación del daño se manifiesta en el incremento de la severidad y la frecuencia 

de las actividades extractivas debido a que se explotan más áreas donde se concentran 

los elementos o componentes ambientales cada vez más rápido y con consecuencias 

perpetuas.  

3.3.2. Efectos acumulativos y sinérgicos 

Para la Red Latinoamericana de Sistemas de Evaluación de Impacto Ambiental (2024), los 

efectos acumulativos y sinérgicos son el resultado de efectos incrementales o combinados 

de distintas acciones o proyectos a lo largo del tiempo. Esto significa que incluso si un 

proyecto individual no causa un daño significativo, su combinación con otros proyectos 

existentes o planificados puede resultar en un impacto conjunto significativo.  
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3.3.3. Vulnerabilidad territorial (ecológica, ecosistémica y 
social) 

Para Moreno (2020), la vulnerabilidad ecológica se manifiesta con especial intensidad en 

ecosistemas frágiles como costas, páramos y arrecifes, cuya resiliencia frente a 

perturbaciones es limitada. En América Latina, el 80 % de los manglares se encuentra 

degradado, lo que reduce su capacidad para mitigar inundaciones y huracanes. Asimismo, 

la acidificación oceánica y el aumento de la temperatura destruyen los corales, afectando 

al 30 % de las especies marinas que dependen de ellos. La pérdida de funcionalidad de 

estos sistemas desencadena efectos en cascada, como la pérdida de biodiversidad y la 

erosión costera. 

 

En este contexto, según Vargas (2002), la vulnerabilidad ecosistémica, surge de la 

desconexión entre procesos naturales y actividades humanas. La urbanización no 

planificada en zonas de riesgo, como laderas o llanuras aluviales, incrementa en un 40 % 

la exposición a inundaciones. Del mismo modo, prácticas como la acuicultura intensiva 

contaminan estuarios, reduciendo su capacidad de filtrado natural de nutrientes. Estos 

casos ilustran cómo la alteración de los ciclos biogeoquímicos puede generar puntos de 

no retorno, como la desertificación irreversible de suelos. 

 

Del mismo modo, el autor sostiene que, en cuanto a la vulnerabilidad social, las 

desigualdades estructurales intensifican los daños ambientales. A su vez, comunidades 

indígenas y rurales (que gestionan el 25 % de los bosques tropicales) enfrentan 

desplazamientos forzados por megaproyectos, lo que fragmenta corredores ecológicos. 

Esta situación se retroalimenta: la degradación ambiental deteriora los medios de vida, 

incrementando la pobreza y la dependencia de recursos sobreexplotados. 

 

Para Vargas (2002), existe una interconexión sistémica entre estos tres tipos de 

vulnerabilidad, esto genera círculos viciosos de empobrecimiento y mayor presión sobre 

los ecosistemas. Este triángulo de vulnerabilidades explica por qué el 73 % de los 

desastres llamados “naturales” en la región tiene causas socio-ecológicas subyacentes. 
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3.3.4.  Pasivos ambientales 

Para el Banco Interamericano de Desarrollo (2023), en América Latina, el 78 % de las 

minas abandonadas presentan filtraciones tóxicas persistentes, mientras que el 63 % de 

los conflictos transfronterizos analizados están relacionados con pasivos mineros no 

remediados. Además, el costo de remediación de estos pasivos supera en 4,3 veces el 

valor original de los proyectos. Se evidencia una correlación sistémica: las prácticas 

transfronterizas intensivas generan efectos acumulativos que incrementan la 

vulnerabilidad territorial, dando lugar a pasivos ambientales con impactos de larga 

duración. Este circuito se refuerza a través de mecanismos institucionales que tienden a 

subestimar los costos reales de las externalidades ambientales. 

3.4. Caso de estudio: aplicación del daño ambiental 
a perpetuidad  

La presente investigación explora la relación entre los modelos extractivos, en particular 

aquellos asociados a la extracción de oro por aluvión (EVOA), como actividades capaces 

de generar daños ambientales a perpetuidad. A partir de la caracterización de estos 

modelos y economías extractivas, y del análisis normativo y jurisprudencial de la 

responsabilidad por daño ambiental en el país, este caso de estudio busca evidenciar uno 

de los elementos de la responsabilidad: el daño ambiental. Para ello, se abordan sus 

características y el nexo causal (relaciones causa-efecto) que permite atribuir la 

responsabilidad a quien lo provocó y se demuestra cómo se configura el daño a 

perpetuidad como daño per se. 

 

Además, es fundamental demostrar estas relaciones causa-efecto para proponer la 

implementación de una responsabilidad objetiva, con el fin de ampliar el alcance de los 

principios de prevención y precaución frente a los dilemas probatorios presentes en los 

diferentes regímenes de responsabilidad. 

 

La descripción del estudio de caso que se presenta a continuación se ha elaborado 

siguiendo la metodología de análisis del Observatorio de Conflictos Ambientales de la 
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Universidad Nacional de Colombia (OCA), considerada adecuada por su enfoque integral. 

Tal como lo establece el OCA (2025), el observatorio es un espacio académico orientado 

a la investigación, docencia, extensión y profundización en torno a los conflictos 

ambientales del país. En su trabajo de diseñar e implementar metodologías específicas 

ajustadas a los contextos locales, permiten la evaluación y seguimiento del conflicto, esto 

es útil para las comunidades y los actores interesados ya que les permite prevenir o 

transformar los conflictos. Desde su enfoque metodológico y participativo, el OCA logra 

visibilizar los impactos multidimensionales de los conflictos, disminuir las asimetrías de 

conocimiento y garantizar la inclusión de todos los actores involucrados, con especial 

atención sobre las comunidades afectadas. 

 

La metodología utilizada incluye una fase de contextualización que busca situar el territorio 

en el que se desarrolla el conflicto ambiental objeto de análisis. En esta etapa se identifican 

los componentes y variables que permiten comprender las particularidades del contexto. 

Posteriormente, se caracteriza el conflicto ambiental a partir del proyecto, obra o actividad 

(POA) que lo genera, junto con las afectaciones específicas que produce. También se 

recogen elementos sobre los actores involucrados, sus características y las acciones que 

emprenden en el marco de la confrontación. Para el análisis, el Observatorio ha definido 

una tipología de acciones que suelen aparecer de forma recurrente en los conflictos 

ambientales, organizada en seis categorías generales: institucional, aspectos del POA, 

afectación ambiental, movilización y permanencia, condiciones contrarias a la participación 

y contexto territorial, cada una con sus respectivas subcategorías. Esta clasificación facilita 

ordenar y comprender las acciones de los actores implicados en el conflicto. 

 

El municipio de Río Quito, en el Chocó, constituye un escenario ejemplar para el análisis 

ambiental desde la perspectiva del OCA y los estudios ambientales. En este territorio, las 

prácticas mineras asociadas a la extracción de oro por aluvión han generado daños 

ambientales a perpetuidad. Como se evidenciará más adelante, se incluyen la degradación 

de los ecosistemas por el uso intensivo de mercurio y cianuro, la alteración de la dinámica 

fluvial, la destrucción de la cobertura vegetal, la pérdida de fauna y flora, la fractura del 

tejido social y la desaparición de medios de vida para las comunidades locales, entre otros.  
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Desde el enfoque de los estudios ambientales, el OCA permite abordar estos daños como 

fenómenos físicos, ecológicos, sociales, políticos y culturales, considerando las relaciones 

de poder, los derechos de las comunidades, la gobernanza territorial y la justicia ambiental, 

lo que aporta una visión holística del conflicto. El caso de Río Quito, analizado bajo los 

lineamientos del OCA, evidencia la relevancia de la participación comunitaria, la 

construcción de conocimiento colectivo y la incidencia política en la prevención y 

precaución de daños ambientales. Por ello, el OCA se presenta como un mecanismo 

adecuado para ilustrar y documentar casos como este, al ofrecer herramientas 

metodológicas y analíticas que permiten visibilizar, comprender y transformar los conflictos 

ambientales desde una perspectiva integral y participativa. 

 

Adicionalmente, se realiza un análisis de redes utilizando el software UCINET, con el 

objetivo de evidenciar las relaciones existentes entre los actores involucrados en el 

conflicto. Este análisis permite identificar las influencias y preponderancias dentro de la red 

de actores, lo cual facilita resaltar las responsabilidades específicas de cada uno en el 

desarrollo y mantenimiento del conflicto ambiental. De esta manera, se logra una 

comprensión más profunda de las dinámicas de poder y las interacciones que configuran 

el escenario del conflicto, aportando claridad para la asignación de responsabilidades y la 

formulación de estrategias de intervención.  

3.4.1. Descripción del conflicto minero en el municipio de 
Río Quito, Chocó 

La minería en el municipio de Río Quito, Chocó, es un fenómeno complejo que refleja la 

interacción de diversas formas de extracción, legales e ilegales. Esta situación ha 

generado un conflicto ambiental significativo que involucra a múltiples actores y dinámicas 

socioeconómicas, afectando profundamente a las comunidades locales y al ecosistema. 

Una de las características de este conflicto ambiental es la complejidad de la confluencia 

entre la coexistencia de diferentes tipos de minería que ha creado un entorno conflictivo y 

central dentro de la minería en el Chocó. 

 

Dentro de los actores involucrados encontramos las minas legales, aunque existen 

empresas mineras formales que operan bajo licencias y regulaciones ambientales, su 
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número es escaso comparado con el vasto sector de minería ilegal (Ministerio de Ambiente 

y Desarrollo Sostenible, 2018). Según datos de la Agencia Nacional Minera (ANM), en 

virtud de unos expedientes de ejecución del 2010 hasta el 2013, se otorgaron proyectos 

mineros en la región al Consejo Comunitario de Paimadó y la empresa Proyecto Coco 

Hondo S.A.S. Estas figuras jurídicas enfrentan desafíos significativos debido a la 

competencia de los mineros ilegales, quienes no cumplen con las normativas (Mosquera 

Caro & Hinestroza Cuesta, 2018a). 

 

Por otro lado, aparecen las autoridades ambientales, instituciones como la Corporación 

Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó (CODECHOCÓ) intentan 

regular las actividades mineras. Sin embargo, su efectividad se ve comprometida por la 

corrupción y la falta de recursos, lo que limita su capacidad para hacer cumplir las leyes 

(Bonza, 2024). Cabe denotar que conforme lo señala MADS (2018), en la subcuenca del 

río Quito y sus afluentes, en 2018, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, junto 

con las entidades del Sistema Nacional Ambiental, decretó la suspensión temporal de 

todas las actividades mineras, incluidas aquellas con licencia. La medida, respaldada por 

el Ministerio de Defensa, la Fuerza Pública, la Fiscalía y Codechocó, respondió a la 

grave degradación ambiental ocasionada por estas explotaciones (en su mayoría ilegales). 

 

En cuanto a las actividades desarrolladas por la minería ilegal, para El Espectador (2016),   

este sector es dominado por grupos armados y organizaciones criminales que extorsionan 

a los mineros y comunidades locales. En la región hace presencia el Ejército de 

Liberación Nacional (ELN), a través de su Frente Resistencia Cimarrón, que controla y 

se beneficia de la minería ilegal mediante extorsiones o “vacunas” mensuales, calculadas 

en alrededor de 200 millones de pesos. También actúa el Ejército Gaitanista de 

Colombia (EGC), grupo derivado de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), que 

participa en la minería ilegal y disputa el control territorial con el ELN. Asimismo, opera el 

Clan del Golfo, organización criminal vinculada a la financiación de esta actividad, contra 

la cual se han adelantado operativos dirigidos a desmantelar entables mineros ilegales 

asociados a su estructura. Como lo comenta Bonza (2024), estos grupos crean un clima 

de violencia e inseguridad que afecta a los habitantes de la región. 
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Como lo señala Murillo et al. (2025), el municipio de Río Quito está habitado principalmente 

por comunidades afrodescendientes y comunidades indígenas, organizadas en 

consejos comunitarios como Paimadó, Cocuma, Upa Kokuma, Coiro y Kokuma. La 

superficie de propiedad colectiva de estas comunidades es significativa, con 

aproximadamente 60,966 hectáreas administradas por Consejos Comunitarios y 9,034 

hectáreas pertenecientes a resguardos indígenas, configurando un tejido social fuerte 

arraigado en el territorio desde épocas coloniales. 

 

Es importante destacar que gran parte de las comunidades participan en la minería 

artesanal o informal como medio de subsistencia, utilizando métodos perjudiciales para el 

ambiente (Mosquera Caro & Hinestroza Cuesta, 2018b). No obstante, como lo señala 

Codechocó (2024), existen procesos de formalización minera en el departamento de 

Chocó, donde se han otorgado licencias ambientales temporales para minería a pequeña 

escala, principalmente a comunidades étnicas organizadas en consejos comunitarios 

como Cocuma, Upa Kokuma, Coiro y Kokuma 

 

En cuanto al conflicto de interés, encontramos los de tipo económicos, como aquellos 

relacionado con la búsqueda de minerales como el oro que genera ingresos inmediatos 

para los mineros ilegales y de subsistencia. En contraste, las empresas legales buscan 

maximizar sus ganancias dentro del marco normativo, lo que les coloca en desventaja 

frente a sus competidores (Bonza, 2024). En el escenario ambiental, las comunidades 

locales y organizaciones ambientalistas abogan por la protección del ecosistema del Río 

Quito y sus afluentes, que han sufrido una grave degradación debido a las prácticas 

mineras (Manuel et al., 2018).  

 

En la esfera de las pretensiones sociales, las comunidades indígenas y afrodescendientes 

luchan por sus derechos territoriales y el reconocimiento cultural frente a la explotación 

minera (Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó, 2021). 

La minería ha amenazado sus prácticas tradicionales de agricultura y pesca, 

fundamentales para su supervivencia (Echeverri posada, 2021). 

 

En cuanto a la dimensionalidad espacial, los territorios en disputa se eclipsan sobre el 

territorio del Río Quito, crucial debido a su biodiversidad y componentes ecológicos y 
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ecosistémicos. La Cuenca del Río Quito es un área donde se desarrollan actividades 

mineras legales e ilegales. Esta presión ha llevado a conflictos sobre el uso del suelo, 

afectando gravemente las prácticas tradicionales de vida de las comunidades locales 

(Mosquera Caro & Hinestroza Cuesta, 2018b).  

 

La incidencia biofísica es alarmante, se han documentado casos de contaminación por 

mercurio, cianuro y otros tóxicos que afectan la salud pública y los ecosistemas (Manuel 

et al., 2018). La deforestación, sedimentación de ríos y pérdida de biodiversidad son 

consecuencias directas de la minería descontrolada.  

 

A pesar de los esfuerzos gubernamentales para regular la minería, la corrupción dentro de 

las fuerzas del orden ha permitido que la minería ilegal persista. Testimonios indican que 

miembros de la policía han estado involucrados en filtrar información sobre operativos 

contra estas actividades ilegales, lo que perpetúa un ciclo donde las comunidades son las 

más afectadas (Bonza, 2024). 

3.4.2. Contexto territorial del Río Quito 

El Río Quito, ubicado en el departamento del Chocó, Colombia, es un territorio con amplia 

biodiversidad y cultura, donde las comunidades locales han desarrollado prácticas para su 

sustento a lo largo de los años. Sin embargo, este entorno enfrenta desafíos significativos 

debido a la presión económica y social que ha transformado su uso del suelo y sus 

actividades económicas.  

 

Se identifican usos tradicionales del suelo; que históricamente ha sido utilizado para la 

agricultura, las comunidades locales cultivan productos como plátano, yuca, cacao y 

maíz, que son fundamentales para su subsistencia (Restrepo et al., 2018). La agricultura 

en esta zona se caracteriza por ser de tipo familiar y de subsistencia, lo que implica un uso 

cuidadoso de los elementos de la naturaleza para asegurar la seguridad alimentaria 

(Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacifico John Von Neumann, 2021). También 

se encuentra la pesca artesanal, una actividad vital que proporciona alimento y es un 

medio de ingresos para muchas familias. Las mujeres desempeñan un papel crucial en 

https://archivo.minambiente.gov.co/index.php/noticias-minambiente/3839-minambiente-ordena-suspension-de-actividades-mineras-en-el-rio-quito
https://archivo.minambiente.gov.co/index.php/noticias-minambiente/3839-minambiente-ordena-suspension-de-actividades-mineras-en-el-rio-quito
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esta actividad, dedicándose a la captura y venta de pescado, lo que refleja la importancia 

de la pesca en la economía local (Marín, 2002).  

 

En cuanto a actividades económicas preponderantes, en los últimos años, la minería 

ha desplazado a la agricultura como la principal actividad económica en Río Quito. La 

explotación minera, particularmente la extracción ilegal de oro y platino utilizando 

maquinaria pesada, ha generado un impacto ambiental devastador y ha alterado las 

dinámicas sociales. A pesar de esto, muchas familias aún dependen de la agricultura y la 

pesca para su sustento diario, lo que evidencia una lucha constante por mantener sus 

tradiciones frente a las nuevas realidades económicas (Restrepo et al., 2018). 

  

Las comunidades de Río Quito han enfrentado diversos conflictos a lo largo de su historia. 

La pobreza y marginalidad, producto de la perdida y reversión de sus matrices 

económicas y culturales locales, ha propiciado la falta de oportunidades económicas lo que 

ha provocado a que la población se involucre en actividades mineras ilegales. Según datos 

del DANE, al 2018, el 98% de la población vive en condiciones de necesidades básicas 

insatisfechas (Restrepo et al., 2018). Adicionalmente, uno de los precursores de este tipo 

de economía extractiva está relacionado con el conflicto armado, la violencia relacionada 

con grupos armados ha causado desplazamientos forzados y ha exacerbado la pobreza 

en la región. Este contexto de violencia se ha limitado el acceso a la como educación y 

salud (Marín, 2002). 

 

Este conflicto expresa como las dinámicas socioeconómicas pueden afectar el uso del 

suelo y las prácticas culturales. A pesar de los desafíos impuestos por la minería y el 

conflicto armado, existe un fuerte deseo entre las comunidades locales por restaurar y 

conservar sus ecosistemas. Proyectos recientes buscan implementar planes de 

restauración ambiental que integren las necesidades sociales y económicas de los 

habitantes, promoviendo un enfoque biocultural que reconozca la interdependencia entre 

naturaleza y cultura (Restrepo et al., 2018). 

https://repositorio.artesaniasdecolombia.com.co/bitstream/001/5884/1/INST-D%202018.%20137.pdf
https://repositorio.artesaniasdecolombia.com.co/bitstream/001/5884/1/INST-D%202018.%20137.pdf
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3.4.3. Detalles de la actividad generadora del conflicto 

La minería ilegal de oro por aluvión en Colombia es una actividad que ha generado un 

conflicto significativo, especialmente en el departamento de Chocó. Este fenómeno, 

además de afectar las bases biofísicas del territorio, involucra a diversos actores y se 

encuentra vinculado a la violencia y la criminalidad organizada. En ese sentido, la 

actividad generadora es la minería ilegal de oro por aluvión, la cual implica la 

extracción de oro de los lechos de ríos y playas, utilizando técnicas rudimentarias o 

maquinaria pesada (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito - UNODC, 

2022). Este tipo de minería se ha intensificado desde principios del siglo XXI, coincidiendo 

con un aumento en el uso de maquinaria pesada, lo que ha exacerbado los conflictos 

locales y ha llevado a una mayor destrucción ambiental. En 2022, se estimó que más de 

33,938 hectáreas en Chocó estaban afectadas por esta actividad ilícita, lo que representa 

aproximadamente el 40% del total nacional (Paz Cardona, 2020). 

 

En cuanto a los actores implicados, los principales actores en este conflicto incluyen a 

mineros ilegales que buscan subsistir en condiciones precarias y grupos armados 

organizados que controlan territorios. Estos grupos armados se benefician 

económicamente de la minería ilegal y ejercen control sobre las comunidades locales, 

generando un clima de miedo y violencia. La intersección entre la minería ilegal y el 

narcotráfico es notable; se ha encontrado que en el 43% de las áreas donde se realiza 

minería aluvial también hay cultivos de coca (Oficina de Naciones Unidas contra la Droga 

y el Delito, 2020).  

 

Por dicha razón, en cuanto a la extensión del conflicto, el impacto de la minería ilegal es 

devastador. En Chocó, la explotación ilícita ha llevado a la deforestación masiva, 

contaminación de fuentes hídricas por el uso indiscriminado de mercurio y cianuro, y 

alteraciones en los ecosistemas acuáticos. En 2022, se reportó una pérdida significativa 

de vegetación primaria, con un 47% de las áreas afectadas (Oficina de las Naciones 

Unidas contra la Droga y el Delito - UNODC, 2022). Además, alrededor del 52% de las 

actividades mineras se llevan a cabo en zonas ambientalmente protegidas o donde la 

minería está prohibida (Pérez et al., 2022).  
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En cuanto a la fecha de inicio del conflicto, aunque la minería ha sido parte del paisaje 

económico colombiano durante décadas, el conflicto asociado a esta actividad se 

intensificó a partir del año 2000. Este aumento fue impulsado por la llegada de maquinaria 

pesada y el incremento del valor del oro en los mercados internacionales. La falta de 

regulación efectiva y la corrupción han permitido que esta actividad prospere sin control 

estatal adecuado ( Pérez et al., 2022).  

3.4.4. Dinámica de actores  

Se ha llevado a cabo movilización comunitaria, es decir, las comunidades han 

comenzado a organizarse para defender sus territorios y derechos ante la minería ilegal. 

Sin embargo, este esfuerzo se ve obstaculizado por amenazas y violencia contra líderes 

comunitarios, lo que limita su capacidad de movilización efectiva (Bonza, 2024). La falta 

de recursos y apoyo institucional también contribuye a la desarticulación de estas 

iniciativas.  

 

En cuanto a las acciones gubernamentales, a pesar de los intentos del gobierno por 

regular la minería, estos esfuerzos son frecuentemente frustrados por la corrupción y la 

falta de recursos. Operativos policiales son anticipados por los mineros, lo que refleja que 

las fuerzas del orden parecen estar en desventaja (Oficina de Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito, 2020). La Sentencia T-622 de 2016, que otorgó derechos al Río Atrato y 

ordenó un plan de acción para erradicar la minería ilegal. No obstante, la sentencia ha 

tenido poco impacto tangible en la práctica (Bonza, 2024). En cuanto a las condiciones 

contrarias a la participación, es definida por la violencia y las amenazas hacia los líderes 

comunitarios, lo que dificulta la movilización efectiva y el ejercicio pleno de derechos. Esto 

crea un ambiente donde la participación ciudadana se ve limitada, lo que perpetúa la 

impunidad en las actividades mineras ilegales (Roa Ramírez, 2022).  

 

En cuanto a los aspectos institucionales, juega un papel crucial en la regulación de la 

minería. Sin embargo, las decisiones y procesos estatales han sido insuficientes para 

abordar la problemática. Las normas existentes no se aplican adecuadamente, lo que 

https://voragine.co/historias/reportaje/servidores-publicos-y-policia-complices-de-la-mineria-ilegal-en-el-choco/
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permite que la minería ilegal continúe sin control. La falta de planes de gestión y 

seguimiento efectivo contribuye a esta situación (Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito - UNODC, 2022).  

 

En materia de los mecanismos de participación, los instrumentos de participación judicial 

y administrativa son escasos o ineficaces en el contexto de Río Quito. La acción popular y 

las audiencias públicas no han logrado generar cambios significativos debido a la 

desconfianza en las instituciones y el temor a represalias (Giraldo Zuluaga, 2021). Por otro 

lado, la consulta previa es frecuentemente ignorada, lo que lleva a conflictos entre las 

comunidades locales y los intereses mineros. 

 

Referente a la afectación ambiental, la minería ilegal ha causado daños ecológicos 

severos en Río Quito. Las técnicas utilizadas, como el uso indiscriminado de mercurio para 

separar el oro, han contaminado ríos y suelos, afectando gravemente la biodiversidad local 

(Centro de Investigación y Educación Popular - Programa por la Paz, 2015). Para el caso 

de los impactos socioeconómicos, muchas comunidades dependen del río para su 

subsistencia, y su contaminación pone en riesgo sus medios de vida (Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito - UNODC, 2022). Referente a los efectos 

económicos de la minería ilegal son contradictorios: aunque puede generar ingresos 

inmediatos para algunos individuos, a largo plazo contribuye a la pobreza estructural al 

desarticular economías locales y destruir fuentes tradicionales de ingreso (Centro de 

Investigación y Educación Popular - Programa por la Paz, 2015). El desplazamiento 

forzado y el cambio en los usos del suelo son consecuencias directas de esta actividad 

destructiva (Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2020).  

 

En cuanto al contexto territorial, la presencia de grupos armados que buscan lucrarse 

con la minería ilegal complica aún más la situación. Estos actores amenazan a las 

comunidades e interfieren con los esfuerzos gubernamentales para regular la actividad 

minera (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito - UNODC, 2022).  
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3.4.5. Afectaciones ecosistémicas  

La minería aluvial en el Chocó, particularmente en la subcuenca del Río Quito y sus 

afluentes, ha generado afectaciones ecosistémicas significativas, entre las que destacan 

la contaminación del agua, la extracción de oro involucra el uso indiscriminado de 

mercurio, lo que ha provocado altos niveles de contaminación en cuerpos de agua como 

los Ríos Quito y Atrato. Se estima que anualmente se vierten aproximadamente 200 

toneladas de mercurio en los ríos de Colombia, lo que afecta gravemente la fauna acuática 

y ha generado la desaparición de la pesca como actividad económica para las 

comunidades locales (INNOVA, 2017). La bioacumulación de mercurio en organismos 

acuáticos implica riesgos para la salud humana, incluido el cáncer (Gillingham & 

Valenzuela, 2019). Además, el aumento de la turbidez por sedimentación debilita la calidad 

del agua y altera los ecosistemas acuáticos, dificultando su uso en actividades como la 

agricultura (Rodríguez, 2019).   

 

En cuanto a la sedimentación, las altas cargas de sedimentos pueden provocar una 

mortalidad significativa en los ecosistemas acuáticos, ya que niveles elevados de 

sedimentación generan efectos negativos, como la reducción de la luz disponible y el 

aumento de la deposición de sedimentos. En consecuencia, los cuerpos de agua 

experimentan un estrés acumulativo que puede causar daños perpetuos y, en última 

instancia, la muerte de la vida acuática, especialmente durante eventos de estrés térmico 

(Fisher et al., 2019).  

 

Por su parte, la deforestación y degradación del suelo se ven relacionadas con la 

remoción de grandes extensiones de bosque, lo que contribuye a la erosión y pérdida de 

nutrientes en el suelo. Las áreas afectadas han aumentado considerablemente, pasando 

de 195 hectáreas en 2018 a 313 hectáreas en 2019 (Quintero, 2021). La degradación del 

suelo reduce su capacidad de retener agua y nutrientes, afectando las prácticas agrícolas 

tradicionales (Rivas-Jordán & Ayala-Mosquera, 2021). En cuanto a la alteración del ciclo 

hidrológico, las actividades mineras, como la excavación y el dragado, han modificado 

los cauces de los ríos, provocando inundaciones, sequías y un incremento en la 

sedimentación, lo que afecta la dinámica natural de los cuerpos hídricos y asfixia a los 

organismos acuáticos.  
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Respecto a la pérdida de biodiversidad, está relacionada con la destrucción y 

fragmentación de hábitats que han puesto en riesgo a numerosas especies locales de flora 

y fauna, muchas de ellas amenazadas por la actividad minera (Gillingham & Valenzuela, 

2019). Los impactos en comunidades locales se refieren a que las comunidades 

dependen de los ríos para su subsistencia y actividades económicas como la pesca. Sin 

embargo, la contaminación del agua y la pérdida de biodiversidad han afectado 

directamente su salud y calidad de vida, generando enfermedades relacionadas con la 

toxicidad del mercurio y limitando el acceso a recursos naturales esenciales. En el ámbito 

de las afectaciones al aire, las actividades mineras contribuyen a la contaminación 

atmosférica por la emisión de partículas y gases nocivos, producto de la quema de residuos 

y el uso de maquinaria pesada, lo que impacta la calidad del aire en la región (Quintero, 

2021).  

 

En respuesta a esta crisis ambiental, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 

implementó en mayo de 2018 la suspensión temporal de todas las actividades mineras 

en la subcuenca del Río Quito y sus afluentes. La medida, aplicable incluso a quienes 

cuentan con permisos, busca restaurar los cauces y rondas del río, proteger la 

biodiversidad y asegurar el cumplimiento de la normativa ambiental. La implementación 

está a cargo de las Fuerzas Militares y se mantendrá hasta que la Codechocó adopte un 

plan de ordenamiento ambiental. Además, se ordenó iniciar procesos sancionatorios y 

establecer medidas de reparación ambiental. 

3.4.6. Afectaciones socioeconómicas y culturales 

Las afectaciones socioeconómicas incluyen el desempleo y la pobreza, la minería ilegal 

ha transformado la economía local, donde muchas comunidades dependían 

tradicionalmente de la agricultura y la pesca. Con la llegada de esta actividad, muchos 

habitantes han abandonado sus prácticas en busca de ingresos inmediatos a través de la 

minería. Sin embargo, este cambio ha resultado en un ciclo de pobreza persistente, ya que 

los beneficios económicos no se distribuyen equitativamente. La mayoría de las ganancias 
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se concentran en manos de grupos externos e ilegales, dejando a las comunidades locales 

con pocas oportunidades de desarrollo (Cuesta Incel et al., 2009).  

 

En cuanto a los conflictos sociales, la presencia de grupos armados y bandas criminales 

asociadas a la minería ilegal ha exacerbado la violencia en la región. Estos actores suelen 

imponer control sobre las actividades mineras y extorsionar a los trabajadores, lo que ha 

llevado a un deterioro significativo del tejido social. La inseguridad ha limitado la movilidad 

y ha fragmentado las comunidades, afectando su cohesión y capacidad para organizarse 

en defensa de sus derechos (Gaviria & Angel-Amaya, 2020).  

 

Las afectaciones culturales están relacionadas con la hibridación cultural, definida como 

la llegada de mineros foráneos ha provocado un choque cultural en Río Quito. 

Históricamente, esta región ha sido habitada por afrodescendientes e indígenas que han 

mantenido sus tradiciones y modos de vida. Sin embargo, la inmigración de colonos de 

otras regiones y extranjeros ha generado una reconfiguración social que amenaza las 

prácticas culturales autóctonas. La subvaloración de estas culturas por parte de los nuevos 

pobladores ha llevado a una pérdida gradual de identidad cultural (Cuesta Incel et al., 

2009).  

 

Los impactos ecosistémicos incluyen de manera general la degradación ambiental, la 

minería aluvial ha tenido efectos devastadores sobre el ambiente. Estudios han 

demostrado que el uso de dragas y motobombas para extraer minerales provoca la 

desviación del cauce de los ríos, sedimentación excesiva y destrucción del hábitat acuático 

(Gaviria & Angel-Amaya, 2020).  

 

En materia de biodiversidad; el Chocó es una de las regiones más biodiversas del mundo. 

Sin embargo, la minería ilegal está destruyendo esta riqueza natural. La deforestación 

asociada a las actividades mineras ha llevado a la pérdida de hábitats críticos para 

numerosas especies. La alteración del paisaje acuático también afecta a las comunidades 

que dependen de estos ecosistemas para su subsistencia (Lara-Rodríguez et al., 2020). 
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3.4.7. Afectaciones en la salud 

Las afectaciones a la salud involucran la contaminación por mercurio, uno de los 

principales problemas de salud asociados a la minería aluvial es la exposición al mercurio. 

Este metal pesado se utiliza para amalgamar el oro, pero su manejo inapropiado resulta 

en la liberación de vapores tóxicos y contaminantes al ambiente. Los estudios indican que 

entre 50 y 100 toneladas de mercurio fueron vertidas al ambiente en Colombia durante 

2007, con una parte significativa de esta contaminación concentrándose en áreas mineras 

como Río Quito (Jiménez et al., 2022).  

 

La exposición al mercurio puede causar una serie de problemas de salud, incluyendo: 

enfermedades neurológicas; la toxicidad del mercurio afecta el sistema nervioso central, 

generando síntomas como temblores, insomnio, pérdida de memoria y daños cognitivos. 

Problemas respiratorios; la inhalación de vapores de mercurio puede provocar irritación 

pulmonar y enfermedades respiratorias crónicas. Efectos reproductivos; se han 

reportado casos de abortos espontáneos y malformaciones congénitas entre las mujeres 

embarazadas expuestas a este metal (Roa Ramírez, 2022).  

 

Así mismo, el vertimiento directo de relaves y otros contaminantes en los cuerpos hídricos, 

compromete la salud de quienes dependen de estas fuentes para su consumo. En Río 

Quito, muchas familias utilizan agua contaminada para actividades diarias como cocinar y 

asearse, lo que ha llevado a un aumento en las enfermedades gastrointestinales (Gaviria 

& Angel-Amaya, 2020). Las diarreas y fiebres son comunes en la población local, 

exacerbadas por la falta de acceso a servicios básicos como acueductos y saneamiento 

(Roa Ramírez, 2022).  

 

Los impactos socioeconómicos están relacionados con la desigualdad en el acceso a 

servicios de salud, la llegada de la minería ha alterado las dinámicas sociales y 

económicas en el Municipio de Río Quito. La economía local se ha centrado en esta 

actividad extractiva, descuidando otros sectores como la agricultura. Esto ha generado un 

aumento en la pobreza y desigualdad, limitando el acceso a servicios básicos de salud 

para muchos habitantes. Las comunidades más afectadas son generalmente las que 
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carecen de recursos para buscar atención médica adecuada (Paz Cardona, 2020). Un 

aspecto importante es considerar los desplazamiento y conflictos sociales, la minería ilegal 

también ha traído consigo un aumento en los conflictos sociales y desplazamientos 

forzados. Grupos armados controlan muchas áreas mineras, lo que genera un ambiente 

de violencia e inseguridad. Esto afecta la salud mental de los habitantes y limita su 

capacidad para acceder a servicios médicos y apoyo comunitario (Jiménez et al., 2022).  

3.4.8.  Hitos del caso de estudio 

Los hitos relacionados con el conflicto ambiental en el río Quito y su región, se expondrán 

en relación con el nivel de análisis (categoria nacional, regional y especifico). A nivel 

nacional destacan normas y sentencias como la Ley 70 de 1993 y las sentencias C-632 de 

2011 y T-622 de 2016, que fortalecen los derechos de comunidades y ecosistemas. En el 

ámbito regional, en el Chocó y la cuenca del Pacífico, sobresalen la evolución histórica de 

la minería, las medidas de Codechocó, la crisis de salud por mercurio y acciones colectivas 

por los daños causados. Finalmente, a nivel local, en Río Quito y sus comunidades, se han 

conformado organizaciones como COCOMACER y los Guardianes del Atrato, promovido 

acciones judiciales específicas y logrado reconocimientos y reparaciones por daños 

individuales. Estos hitos reflejan cómo las respuestas al conflicto minero-ambiental se 

articulan desde lo nacional hasta lo comunitario. 

 

Tabla 14. Hitos de carácter nacional. 

Año Hito / Descripción Categoría del hito 
según el OCA 

1993 Ley 70 de 1993 en Colombia: Conocida como la Ley de 
Comunidades Negras, reconoce, protege y fomenta los 
derechos de las comunidades afrocolombianas que 
residen en zonas rurales ribereñas de los ríos de la 
Cuenca del Pacífico colombiano. Garantiza el derecho a 
la propiedad colectiva de sus territorios ancestrales, 
mecanismos de salvaguarda de su identidad cultural, 
protección ambiental, desarrollo económico y social, 
participación en decisiones sobre explotación de 
recursos, consulta previa y respeto a su autonomía y 
tradiciones (Procuraduría General de la Nación, 2024). 

Institucional / 
Expedición de 

leyes 
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2011 Sentencia C-632 de 2011 (Corte Constitucional de 

Colombia): Establece que las sanciones por infracciones 
ambientales deben ir acompañadas de medidas 
compensatorias para restaurar el entorno afectado. Las 
sanciones administrativas no eximen de adoptar medidas 
de reparación ambiental. Las medidas compensatorias 
son esenciales para la restauración ambiental, 
coexistiendo con acciones civiles, penales y 
disciplinarias, sin violar el principio de non bis in ídem. 
Reafirma la responsabilidad de autoridades ambientales 
en la imposición de sanciones y medidas proporcionales 
y adecuadas al daño causado (Sentencia C-632 de 2011, 
2011) 

Institucional / 
Acción de 

inconstitucionalidad 

2016 Sentencia T-622 de 2016 – Corte Constitucional: Otorga 
el carácter de sujeto de derecho al Río Atrato, tras 
demanda de autoridades étnico-territoriales y 
organizaciones sociales frente a la extracción minera y 
forestal ilegal. Determina que la contaminación del Río 
Atrato vulnera derechos fundamentales a la vida, agua, 
salud, cultura, medio ambiente sano, seguridad 
alimentaria y territorio de comunidades étnicas 
(Sentencia T-622 de 2016, 2016). 

Institucional / 
Acción de Tutela 

Fuente: Autora. 

 

Tabla 15. Hitos de carácter regional (Chocó y Cuenca del Pacífico). 

 

Año Hito / Descripción Categoría del hito 
según el OCA 

1800 Evolución de la minería en Chocó: La minería de oro 
y platino en Chocó comenzó hace más de dos siglos 
como actividad lícita, liderada por multinacionales, 
empresas medianas y mineros artesanales. En los 
últimos años, la industria cambió drásticamente con la 
expansión de actividades ilegales, generando graves 
impactos ambientales y necesidad urgente de 
regulación y control (Defensoría del Pueblo, 2023). 

Contexto territorial / 
Transformación 

territorial 

2009 Decisiones del Estado y respuestas 
institucionales: Fiscalía incautó 24 dragas en el Río 
Quito, algunas reutilizadas ilegalmente con aval de 
administraciones locales. Codechocó emitió 10 
medidas preventivas para desmantelar dragas ilegales 
y solicitó emergencia ecológica en Chocó. Ministerio de 
Minas y autoridades ambientales en mesas de trabajo 
con 11 consejos comunitarios para acordar prácticas 
mineras responsables y combatir minería ilegal 
(Defensoría del Pueblo, 2023). 

Institucional / Acción 
de control 
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2009 Protección de recursos hídricos y reparación de 
daños ambientales por actividades ilegales – 
Acción de grupo 20090692: El Tribunal 
Administrativo del Chocó reconoció daños 
significativos a fuentes hídricas por minería ilegal, 
ordenando medidas correctivas, políticas efectivas 
para proteger cuerpos hídricos, reparación integral y 
compensación a los afectados (Sentencia C-241 de 
2009, 2009). 

Institucional / Acción 
de Grupo 

2012-
2014 

Impactos de la minería ilegal: Aumento del 184% en 
el uso de dragas, afectando gravemente ríos como 
Quito, Cabí y Alto Andágueda. Uso intensivo de 
mercurio provocó crisis de salud pública, afectando a 
150,000 habitantes con enfermedades y muertes, 
además de contaminación de agua, erosión de orillas, 
sedimentación, desviación de cauces y deslizamientos 
(Defensoría del Pueblo, 2023). 

Afectación ambiental 
/ Afectación a la salud 

2012-
2014 

Violencia y control de grupos armados ilegales: 
Minería ilegal bajo control de FARC, ELN, 'Los 
Rastrojos' y 'Clan Úsuga', quienes ejercen extorsiones 
('vacunas') y obtienen ingresos anuales cercanos a 
20,000 millones de pesos. Reportes de crímenes 
contra mineros que se niegan a pagar extorsiones, 
perpetuando violencia e inseguridad (Defensoría del 
Pueblo, 2023). 

Condiciones 
contrarias a la 
participación / 

Amenazas de muerte. 

2016 Minería ilegal, reparación y protección de derechos 
ambientales y comunitarios – Acción de Grupo 
2700123310002016010600: Acción para abordar 
daños ambientales por minería ilegal, especialmente 
contaminación de ríos y quebradas con metales 
pesados. Tribunal reconoció daño ambiental y ordenó 
medidas correctivas, acceso a agua limpia y 
compensaciones a los afectados (Procuraduría 
General de la Nación, 2024). 

Institucional / Acción 
de Grupo 

2017 A cción por la gestión responsable del agua y el 
saneamiento – Acción de grupo 
270012333100020170050: Acción por problemas 
ambientales generados por proyectos industriales en 
Chocó, afectando comunidades por contaminación y 
mal manejo de cuerpos hídricos. Tribunal ordenó 
medidas correctivas y compensaciones a 
comunidades afectadas (Procuraduría General de la 
Nación, 2024). 

Institucional / Acción 
de Grupo 

2017 Crisis ambiental en el Chocó: acción por la protección 
de la naturaleza y derechos comunitarios – Acción de 
grupo 270012331000201700110: Acción por grave 
crisis ambiental agravada por minería ilegal y 
deforestación, afectando biodiversidad, ecosistemas, 
salud y bienestar de comunidades. Tribunal subraya 

Institucional / Acción 
de Grupo 
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necesidad de gestión responsable y papel del Estado 
en protección de derechos colectivos (Procuraduría 
General de la Nación, 2024). 

2018 Precedente en la protección de derechos 
colectivos a través de Acciones Populares – 
Acción popular 72001233100020040055000: 
Tribunal evaluó cumplimiento de autoridades en 
protección de derechos colectivos, examinando 
vulneraciones y omisiones, y estableciendo 
precedentes para protección ambiental y social 
(Procuraduría General de la Nación, 2024). 

Institucional / Acción 
Popular 

Fuente: Autora. 

 

Tabla 16. Hitos de carácter local (Rio Quito y Comunidades). 

 
Año 

 
Hito / Descripción 

Categoría del 
hito según el 

OCA 

2002 Consejos comunitarios de negritudes (ej. 
COCOMACER): Establecimiento del Consejo Comunitario 
COCOMACER para organizar comunidades 
afrodescendientes en defensa de tierras frente a minería 
legal e ilegal. La contaminación de aguas con mercurio y 
tóxicos motiva la organización comunitaria para proteger 
derechos y ambiente (Defensoría del Pueblo, 2023) 

Movilización y 
permanencia / 
Acciones de 

comunicación y 
visibilización 

2013 Reconocimiento y reparación de daños individuales – 
Acción de grupo 270012331000201300050: Acción 
relacionada con conflictos ambientales en Chocó por 
contaminación de fuentes hídricas. Tribunal concluyó que 
acciones u omisiones de entidades ocasionaron daños a 
derechos individuales, ordenando medidas correctivas, 
compensatorias e indemnización individual a los afectados 
(Defensoría del Pueblo, 2023) 

Institucional / 
Acción de Grupo 

2016 Guardianes del Atrato: Formación del grupo "Guardianes 
del Atrato", líderes comunitarios que monitorean impactos 
de minería y denuncian actividades ilegales. Referente en 
la lucha por derechos ambientales y humanos. En 2023, 
reportes de corrupción en fuerzas públicas ponen en riesgo 
su labor y seguridad (Sentencia T-622 de 2016, 2016) 

Movilización y 
permanencia / 
Acciones de 

comunicación y 
visibilización 

Fuente: Autora. 
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3.4.9. Análisis del caso de estudio en contexto de los daños 
ambientales a perpetuidad  

El análisis de los daños ambientales a perpetuidad representa un desafío multidimensional 

que requiere un enfoque integral para comprender sus interacciones. En primer lugar, 

realizaremos una tipificación del daño desde el ámbito conceptual, normativo y jurídico 

para luego exponerlo en términos de las características del daño ambiental a perpetuidad.  

 

Tabla 17. Análisis general del daño ambiental en el caso de estudio - minería de oro 
por aluvión en el Municipio de Rio Quito. 

Caso de estudio Minería de oro por aluvión - EVOA en el Municipio de Rio 
Quito. 

Tipo de actividad  Actividad extractiva – Enmarcado dentro de las dinámicas 
neoextractivistas. 

Commoditie Oro.  

Modelo 
productivista 

Modelo proveedor de materias primas, para la extracción, 
explotación y exportación, evidencia dependencia de las bases 
materiales del territorio en el Choco (Municipio de Río Quito). 

Escalas del 
conflicto 
ambiental  

- Global: Cadena de suministro de oro para mercados 
internacionales, con vínculos a mercados ilícitos y uso de 
mercurio (contaminante global). 

- Regional: Presión sobre el pacífico colombiano, 
considerado hotspot de biodiversidad y zona de protección 
legal (Río Atrato). 

- Nacional: La explotación aluvial con maquinaria en 
Colombia se concentra en Chocó. 

- Local: Deforestación y contaminación por mercurio en 
comunidades afrodescendientes e indígenas. 

Tipos de minería 
existentes 

Según el Decreto 1666 de 2016: 
- Minería de Subsistencia. 
- Pequeña Minería. 
- Mediana Minería. 
- Gran Minería. 

Según la PGN: 
- Minería ilegal. 

Tipos de impactos 
emergentes 
existentes 

- Impactos sinérgicos: Ocurre debido a la combinación de 
estresores como la contaminación química con mercurio y 
deforestación que afecta la biodiversidad y la salud 
humana.  

- Impactos acumulativos: Degradación progresiva de 
ecosistemas y la contaminación de los cuerpos hídricos. 

- Impactos a perpetuidad: Pérdida irreversible de 
biodiversidad (extinción) y el legado de contaminación 
persistente que limita su remediación. 
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Contaminación 
ambiental  

En virtud de lo expuesto en el Decreto Ley 2811 de 1974: 
- Se observa que existe alteración del entorno a través de la 

introducción de sustancias o energías en niveles que 
afectan la salud humana, la flora, la fauna y la calidad 
ambiental. Este fenómeno es producto de actividades 
humanas y se manifiesta en niveles físicos, químicos y 
biológicos. 

Tipos de daño 
ambiental 
identificado 

- Según la definición del art 4, de la Ley 2387 de 2024: 
Hay Daño ambiental, ya que se evidencia deterioro, alteración o 
destrucción del ambiente, parcial o total. 
 

- Según la perspectiva del derecho del derecho ambiental: 
Se configura Daño ambiental ya que existe pérdida, disminución, 
alteración significativa del ambiente y esto afecta el equilibrio de 
los ecosistemas y los bienes colectivos, por lo cual se configura 
responsabilidad. 
 

- Se configura Daño ecológico: 
Se evidencia deterioro, degradación y alteración de ecosistemas y 
ecológicas de la región por la actividad minera, afectando la 
biodiversidad y las interacciones naturales. 

 
- También se establece Daño ambiental integral: 

Debido a repercusiones sobre los ecosistemas, derechos de las 
comunidades locales, sus bienes y salud humana.  
 

- Según la clasificación de legalidad: 
Encontramos Daño ambiental licito, ya que se desarrollan 
actividades autorizadas, pero con impactos negativos debido al 
análisis de impactos emergentes, esto genera un conflicto de 
responsabilidad, ya que este tipo de impactos no están 
reglamentados por la ley. 
 
También puede identificarse Daño ambiental ilícito, debido a que 
existen economías ilícitas relacionadas con las actividades 
mineras en la región. Es decir, hay actividades mineras que 
operan sin permisos o incumplen normativas, con sanciones y 
obligación de reparación. No obstante, debido a la falta de una 
figura responsable que estos impactos negativos significativos y 
pasivos ambientales generados, le corresponde el Estado hacerse 
cargo.  

Fuente: Autora. 
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Tabla 18. Análisis de la responsabilidad por daño ambiental desde el Régimen 
Ambiental-administrativo en el caso de estudio. 

Características de la responsabilidad por daño ambiental bajo la perspectiva del 
régimen ambiental 

- Configuración del daño ambiental:  
Deterioro, alteración y destrucción del ambiente; la minería aluvial ha causado 
deforestación, sedimentación de ríos, contaminación por mercurio, afectando la calidad 
del agua y los ecosistemas locales. 
 

- Características del daño: 
Afecta la calidad de la naturaleza: La contaminación del agua y la sedimentación han 
deteriorado las fuentes hídricas, impactando la biodiversidad acuática. 
 
Impacto la salud humana: La exposición a mercurio y otros tóxicos ha generado 
preocupaciones sobre la salud de las comunidades locales. 
 
Alteración del paisaje y los ecosistemas: La minería ha modificado el paisaje natural, 
causando erosión, pérdida de biodiversidad, degradación de cuerpos hídricos y 
fenómenos de bioacumulación. 
 

- Elementos que configuran la responsabilidad por daño ambiental: 
El Daño: Contaminación del agua, deforestación, pérdida de biodiversidad. 
 
El Hecho Generador: Actividades mineras descontroladas, uso de maquinaria sin 
regulación, uso de mercurio. 
 
Culpa o Dolo: Presunción de negligencia o intención por parte de los operadores 
mineros al no cumplir con normas ambientales. 
 
Vínculo Causal: Relación directa entre la minería y los daños ambientales observados 
gracias a los estudios de la PGN y la UNODC. 
 

- Responsabilidad y sanciones: 
La responsabilidad recae sobre los operadores mineros, quienes deben enfrentar 
sanciones administrativas y civiles por los daños causados. 
 

- Carga de la prueba: 
La presunción de culpa o dolo recae sobre los infractores, quienes deben probar su 
inocencia (de las actividades que son licitas).   
 

- Capacitación y prevención: 
Se requiere capacitación para autoridades y comunidades sobre la conservación 
ambiental y las consecuencias de las infracciones. 
 

- Mecanismo de confesión: 
Los infractores pueden reconocer su responsabilidad para obtener beneficios en el 
procedimiento legal. 

Fuente: Autora. 
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Tabla 19. Análisis del delito de Ecocidio en el caso de estudio. 

Características del daño ambiental bajo la perspectiva del delito 
ECOCIDIO 

En virtud de la caracterización de perjuicios desde la perspectiva penal, el caso de 
estudio puede catalogarse como ECOCIDIO dada su magnitud, irreversibilidad y 
afectación sistémica.   
 

- Daño Masivo: 
Afectación a gran escala: La minería ilegal ha provocado la contaminación masiva del 
Río Quito con mercurio y cianuro, sustancias utilizadas en la separación del oro. Esto ha 
degradado el 90% de las fuentes hídricas de la región, dejando el agua no apta para 
consumo humano 
 
Deforestación intensiva: Más de 5.000 hectáreas de bosque han sido destruidas por 
maquinaria pesada, eliminando hábitats críticos y acelerando la erosión del suelo. 
 
Extinción de especies: La biodiversidad acuática (peces, anfibios) ha disminuido en un 
70% debido a la toxicidad del mercurio, que se acumula en la cadena trófica. 
 

- Destrucción Generalizada: 
Alteración hidromorfológica: El uso de dragas y retroexcavadoras ha modificado el cauce 
del río Quito, causando deslizamientos, represamientos y desviaciones artificiales. Esto 
ha incrementado el riesgo de inundaciones y pérdida de tierras cultivables. 
 
Contaminación transfronteriza: Los residuos tóxicos se dispersan hacia el Río Atrato y 
otros afluentes, afectando a comunidades vecinas y ecosistemas distantes. 
 
Negligencia institucional: La falta de control estatal permitió que el daño se perpetuara 
por décadas, con consecuencias como la inhabilitación permanente del suelo para 
actividades agrícolas. 
 

- Afectación Sistémica: 
Interrupción de ciclos ecológicos: La sedimentación excesiva ha alterado el ciclo 
hidrológico, reduciendo la capacidad de recarga de acuíferos y aumentando la escasez 
de agua en épocas secas. 
 
Impacto en la salud humana: El mercurio ha causado intoxicaciones crónicas en la 
población, con casos documentados de neuropatías y malformaciones congénitas. 
 
Crisis socioeconómica: El 80% de los habitantes vive en pobreza extrema, a pesar de la 
riqueza mineral, debido al control de grupos armados sobre la minería y la ausencia de 
beneficios económicos locales.  
 

- Responsabilidad penal por omisión:  
Autoridades locales y corporaciones ambientales (como Codechocó) podrían ser 
investigadas por no ejercer controles efectivos. 
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La minería ilegal en esta zona persiste debido a la infiltración de grupos armados, que 
operan con impunidad y financian sus actividades con recursos de la explotación 
aurífera.  

 
- Conclusión: 

El ecocidio en Río Quito es un caso paradigmático de destrucción ambiental acumulativa 
y sinérgica, donde la minería de aluvión ha generado un daño irreversible en 
ecosistemas, salud humana y estructuras sociales. Urge un enfoque penal que priorice 
la reparación integral y la judicialización de actores estatales y privados responsables. 

Fuente: Autora. 

 

Tabla 20. Análisis del delito Daño a los Recursos Naturales en el caso de estudio. 

Características del daño ambiental bajo la perspectiva del delito  
DAÑO A LOS RECURSOSO NATURALES 

 
La minería de oro por aluvión en el municipio de Río Quito (Chocó) configura un daño a 
los recursos naturales bajo los parámetros legales colombianos, caracterizado por su 
gravedad, alteración sistémica y riesgos para la sostenibilidad ambiental. 
 

- Grave afectación de la integridad de los sistemas naturales: 
Contaminación hídrica con metales pesados: El uso de mercurio y cianuro en la 
separación del oro ha generado concentraciones tóxicas en el río Quito, superando 
hasta 10 veces los límites permisibles establecidos en la Resolución 0631 de 2015. Esto 
ha eliminado especies ícticas, reduciendo la biodiversidad acuática en un 70%.  
 
Alteración morfológica del río: La remoción de sedimentos con dragas ha causado 
desviaciones del cauce, represamientos y erosión acelerada, modificando el flujo natural 
y aumentando el riesgo de inundaciones. 
 
Deforestación masiva: Más de 5.000 hectáreas de bosque húmedo tropical han sido 
destruidas, eliminando hábitats de especies endémicas. 
 

- Alteración grave de componentes ambientales: 
Degradación del suelo: La remoción mecánica de capas superficiales con 
retroexcavadoras ha dejado suelos infértiles y compactados, con pérdida del 90% de su 
materia orgánica. Esto imposibilita actividades agrícolas tradicionales como el cultivo de 
plátano y chontaduro. 
 
Contaminación atmosférica: La quema de mercurio durante la amalgamación del oro 
libera vapores tóxicos, afectando la calidad del aire y causando enfermedades 
respiratorias en el 40% de la población. 
 
Pérdida de servicios ecosistémicos: La sedimentación del río ha reducido en un 60% la 
capacidad de regulación hídrica, agravando sequías e inundaciones.  
 

- Riesgo para la sostenibilidad ambiental:  
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Irreversibilidad del daño: Estudios geoambientales indican que la recuperación de los 
suelos y cauces afectados requeriría más de 100 años, superando los plazos de 
reparación establecidos en la Ley 1333 de 2009. 
 
Impacto en la seguridad alimentaria: El 80% de la población dependía de la pesca 
artesanal, ahora inviable por la contaminación. Esto ha incrementado la desnutrición 
crónica infantil al 35%. 
 
Alteración de dinámicas sociales: La minería ilegal ha facilitado el control territorial de 
grupos armados, que explotan el 70% de las minas, perpetuando un ciclo de violencia y 
desplazamiento. 
 

- Los daños descritos se vinculan con los siguientes delitos: 
Contaminación ambiental por vertimiento de mercurio en el río Quito, con niveles 
superiores al límite permisible de 0.02 mg/l. 
 
Daño en bien ajeno, por destrucción de bosques y suelos en territorios colectivos de 
comunidades afrodescendientes. 
 
Explotación ilícita de yacimientos minerales, el 95% de la minería en la zona carece de 
licencia ambiental.  
 
La omisión de control por parte de Codechocó podría configurar responsabilidad penal 
por incumplimiento de funciones  
 

- Conclusión:  
El daño ambiental en Río Quito trasciende lo ecológico, el caso de estudio hace parte 
del crimen organizado que combina ilegalidad minera, corrupción institucional y violencia 
armada. Para su judicialización efectiva, se requiere: Investigar la cadena de 
comercialización del oro, donde el 80% se lava a través de empresas ficticias. 
Implementar medidas de reparación integral que prioricen la restauración ecológica y la 
compensación a víctimas.  

Fuente: Autora. 

 

Tabla 21. Análisis del delito Contaminación Ambiental en el caso de estudio. 

Características del daño ambiental bajo la perspectiva del delito 
CONTAMINACIÓN AMBIENTAL 

La minería de oro por aluvión en el municipio de Río Quito (Chocó) es un ejemplo claro 
de contaminación ambiental con implicaciones penales, dada su naturaleza humana, 
afectación directa e indirecta, deterioro de recursos naturales y peligro para la salud 
humana. 
 

- Origen humano y actividades nocivas:  
Uso de sustancias tóxicas: La minería ilegal utiliza mercurio y cianuro para separar el 
oro, sustancias que contaminan las aguas del río Quito y sus afluentes, afectando 
directamente el ecosistema acuático. 
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Maquinaria pesada: El empleo de dragas y retroexcavadoras no solo contamina, también 
altera la morfología del río, generando deslizamientos y represamientos.  
 

- Afectación directa o indirecta del ambiente: 
Impacto inmediato: La contaminación por mercurio causa enfermedades respiratorias y 
dermatológicas en la población local, quienes utilizan el agua contaminada para 
consumo y actividades domésticas. 
 
Impacto a largo plazo: La sedimentación y el uso de sustancias químicas han alterado 
los ciclos ecológicos, reduciendo la biodiversidad y afectando la sostenibilidad de los 
ecosistemas acuáticos y terrestres. 
 

- Deterioro de recursos naturales: 
Contaminación hídrica: El río Quito y sus afluentes están altamente contaminados con 
mercurio, lo que ha degradado la calidad del agua y afectado la disponibilidad de 
recursos hídricos para consumo humano y agrícola. 
 
Degradación del suelo: La remoción de capas superficiales y la compactación del suelo 
han reducido su fertilidad, imposibilitando actividades agrícolas. 
 

- Peligro para la salud humana: 
Enfermedades asociadas: La exposición crónica al mercurio ha generado tos 
persistente, diarrea, fiebre, hipertensión, edemas pulmonares, dermatitis, abortos 
espontáneos y malformaciones genéticas en la población local. 
 
Calidad de vida: La minería ilegal ha agravado la pobreza y la exclusión social, al tiempo 
que perpetúa conflictos armados y violencia en la región.  
 

- Variabilidad en el impacto: 
Concentración de contaminantes: La toxicidad del mercurio varía según su 
concentración en el agua, pero incluso niveles bajos pueden ser perjudiciales a largo 
plazo. 
 
Impacto territorial: La contaminación no se limita al río Quito; también afecta a otros 
afluentes del río Atrato, ampliando el alcance geográfico del daño ambiental. 
 

- Los daños descritos se vinculan con los siguientes delitos: 
Contaminación ambiental por vertimiento de mercurio en el río Quito, con niveles 
superiores a los límites permisibles.  
 
Delito contra la salud pública por la generación de enfermedades y afectación a la salud 
humana debido a la contaminación. 
 
Daño en bien ajeno por destrucción de bosques y suelos en territorios colectivos de 
comunidades afrodescendientes. 
 
La omisión de control por parte de autoridades locales podría configurar responsabilidad 
penal por incumplimiento de funciones. 
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- Conclusión 
El daño ambiental en Río Quito es un caso grave de contaminación ambiental con 
implicaciones penales, que requiere una acción coordinada entre autoridades 
ambientales y judiciales para su judicialización efectiva. Se deben implementar medidas 
de reparación integral que prioricen la restauración ecológica y la compensación a 
víctimas. 

Fuente: Autora. 

 

Tabla 22. Análisis del Daño Ambiental Puro en el caso de estudio. 

Características del daño ambiental bajo la perspectiva del 
DAÑO PURO 

La minería de oro por aluvión en el municipio de Río Quito (Chocó) causa un daño 
ambiental puro que afecta exclusivamente a la naturaleza y sus bienes comunes, 
caracterizado por alteraciones en los ecosistemas, pérdida de biodiversidad, 
degradación del hábitat, contaminación química y alteraciones en ciclos biogeoquímicos. 
 

- Alteraciones en los ecosistemas y pérdida de biodiversidad: 
Contaminación con mercurio y cianuro: Estas sustancias han causado la extinción de 
especies acuáticas y reducido drásticamente las poblaciones de flora y fauna en el río 
Quito y sus afluentes. 
 
Degradación del hábitat: La minería ha destruido más de 5.000 hectáreas de bosque, 
eliminando hábitats críticos para especies endémicas del Chocó. 
 

- Degradación del hábitat y modificación de entornos naturales: 
Desviación de cauces y represamientos: La maquinaria pesada ha alterado el flujo 
natural del río, generando deslizamientos y erosión acelerada. 
 
Deforestación intensiva: La remoción de vegetación ha expuesto el suelo a la erosión, 
reduciendo su fertilidad y capacidad regenerativa. 
 

- Contaminación con productos químicos y metales pesados: 
Mercurio en el agua: Los niveles de mercurio en el río Quito superan los límites 
permisibles, afectando la salud humana y la biodiversidad acuática. 
 
Impacto en la salud humana: La exposición a mercurio ha causado enfermedades 
respiratorias, dermatológicas y neurológicas en la población local. 
 

- Alteraciones en ciclos biogeoquímicos: 
Ciclo del agua: La sedimentación y contaminación han alterado el ciclo hidrológico, 
reduciendo la capacidad de recarga de acuíferos y aumentando el riesgo de 
inundaciones. 
 
Regulación climática: La deforestación ha afectado la regulación climática local, 
posiblemente contribuyendo al aumento de la temperatura y la variabilidad climática. 
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- Erosión del suelo por actividades extractivas y deforestación: 

Degradación del suelo: La remoción de capas superficiales y la compactación han 
dejado el suelo infértil y propenso a la erosión.  
 
Impacto en la agricultura: La pérdida de fertilidad del suelo ha reducido la capacidad de 
producción agrícola, afectando la seguridad alimentaria local. 
 

- Articulación con el Procedimiento Sancionatorio: 
El daño ambiental puro en Río Quito puede ser abordado mediante el procedimiento 
sancionatorio establecido en la Ley 1333 de 2009 y sus modificaciones, que permiten 
iniciar acciones de oficio o por solicitud de partes interesadas. Para probar el daño, se 
requiere demostrar su existencia, relación causal con el acto dañino e impacto 
ecosistémico medible, como puede ser comprobado por la PGN y los informes de la 
UNODC, la Defensoría del Pueblo, etc. 
 

- Reparación del Daño Ambiental Puro 
La reparación debe priorizar la restauración in natura del ecosistema. Pero en vista de 
las repercusiones sobre el componente ecológico y ecosistémicos no es tan factible por 
lo cual deben aplicarse medidas compensatorias. Además, se pueden implementar 
medidas preventivas como amonestaciones y suspensiones, y sancionatorias como 
multas y registro en el RUIA. 
 

- Los daños descritos se vinculan con los siguientes delitos: 
Contaminación ambiental, por vertimiento de mercurio en el río Quito. 
 
Daño en bien ajeno por destrucción de bosques y suelos en territorios colectivos de 
comunidades afrodescendientes. 
 
Explotación ilícita de yacimientos minerales, 95% de la minería en la zona carece de 
licencia ambiental. 
 
La omisión de control por parte de autoridades locales podría configurar responsabilidad 
penal por incumplimiento de funciones. 
 

- Conclusión: 
El daño ambiental puro en Río Quito es un caso grave que requiere acciones legales y 
reparadoras urgentes. La judicialización debe considerar tanto la responsabilidad penal 
como la reparación integral del ecosistema, priorizando la restauración in natura y 
medidas compensatorias para mitigar los efectos irreversibles. 

Fuente: Autora. 

 

Tabla 23. Análisis del Daño Ambiental Consecutivo en el caso de estudio. 

Características del daño ambiental bajo la perspectiva del 
DAÑO CONSECUTIVO 
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El daño ambiental consecutivo causado por la minería de oro por aluvión en el municipio 
de Río Quito (Chocó) se refiere a las repercusiones directas sobre personas y bienes 
privados, incluyendo daños a la propiedad, afectación a la salud e impacto en la calidad 
de vida.  
 

- Daño a la propiedad: 
Reducción del valor de inmuebles: La contaminación del río Quito y sus afluentes ha 
disminuido significativamente el valor de las tierras cultivables y los inmuebles cercanos, 
debido a la pérdida de biodiversidad y la degradación ambiental. 
 
Tierras improductivas: La erosión y compactación del suelo han dejado grandes 
extensiones de tierra infértiles, imposibilitando actividades agrícolas o de sustento. 
 

- Afectación a la salud: 
Enfermedades asociadas: La exposición al mercurio ha causado tos persistente, diarrea, 
fiebre, hipertensión, edemas pulmonares, dermatitis, abortos espontáneos y 
malformaciones genéticas en la población local. 
 
Impacto psicológico: La destrucción del entorno natural y la pérdida de seguridad 
alimentaria pueden generar estrés, ansiedad y depresión en los habitantes.  
 

- Impacto en la calidad de vida: 
Restricciones en el acceso a recursos naturales: La contaminación del agua ha limitado 
el acceso a fuentes hídricas seguras para consumo humano y agrícola, afectando la 
calidad de vida y la seguridad alimentaria. 
 
Disminución del bienestar: La minería ilegal ha agravado la pobreza y la exclusión social, 
al tiempo que perpetúa conflictos armados y violencia en la región. 
 

- Jurisprudencia y responsabilidad civil: 
En términos de responsabilidad civil, el daño ambiental consecutivo puede generar 
perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y perjuicios inmateriales (daño 
moral). Para establecer la responsabilidad, se debe probar la relación causal entre la 
actividad minera y el daño sufrido, utilizando la causalidad probabilística. 
 

- Reparación e indemnización: 
La reparación del daño ambiental consecutivo busca la restauración del bien afectado o 
una indemnización económica. La indemnización puede ser indexada y con intereses, y 
el plazo de prescripción es de 10 años. 
 

- Los daños descritos se vinculan con los siguientes delitos: 
Contaminación ambiental por vertimiento de mercurio en el río Quito. 
 
Delito contra la salud pública por la generación de enfermedades y afectación a la salud 
humana debido a la contaminación. 
 
Daño en bien ajeno por la destrucción de bosques y suelos en territorios colectivos de 
comunidades afrodescendientes. 
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La omisión de control por parte de autoridades locales podría configurar responsabilidad 
penal por incumplimiento de funciones. 
 

- Conclusión: 
El daño ambiental consecutivo en Río Quito es un caso grave que requiere acciones 
legales y reparadoras urgentes. La judicialización debe considerar la responsabilidad 
penal y la reparación integral del daño, priorizando la indemnización económica y la 
restauración de los bienes afectados. 

Fuente: Autora. 

 

Tabla 24. Análisis del Daño Ambiental a Perpetuidad desde los Estudios 
Ambientales en el caso de estudio. 

Características del daño ambiental bajo la perspectiva de los estudios 
ambientales y el 

DAÑO AMBIENTAL A PERPETUIDAD 

Principios aplicables: 
- Principio de precaución ambiental 

Este principio establece la necesidad de adoptar medidas preventivas frente a 
actividades potencialmente dañinas para el ambiente, incluso si no hay evidencia 
científica concluyente. En el caso de Río Quito, la minería ilegal ha demostrado ser 
altamente contaminante, por lo que aplicar este principio justificaría la implementación 
de medidas preventivas para evitar futuros daños ambientales. 
 

- Principio de prevención ambiental: 
Este principio enfatiza la importancia de anticiparse a los daños ambientales, 
fomentando políticas y prácticas que minimicen el impacto negativo. En Río Quito, la 
minería ha causado daños irreversibles, lo que subraya la necesidad de políticas 
preventivas para evitar que se repitan estos desastres ambientales en el futuro. 
 

- Principio de los derechos inter o transgeneracionales: 
Este principio reconoce la protección de los derechos ambientales para garantizar el 
bienestar de las generaciones presentes y futuras. La minería en Río Quito ha 
comprometido la sostenibilidad ambiental a largo plazo, afectando la población actual y 
las futuras generaciones, que heredarán un entorno degradado. 
 

- Principio de fideicomiso ambiental: 
Este principio sugiere que el ambiente debe ser considerado como un patrimonio común, 
administrado en fideicomiso para las generaciones presentes, futuras y otras formas de 
vida. La destrucción ambiental en Río Quito pone en riesgo este patrimonio común, lo 
que justifica la aplicación de este principio para garantizar su conservación. 
 

-  Principio ambiental de conjunción de aspectos colectivos e individuales: 
Este principio busca equilibrar los derechos individuales de propiedad con los derechos 
colectivos a un ambiente sano. En Río Quito, la minería ilegal ha perjudicado el bienestar 
colectivo, afectando la salud y la calidad de vida de la población, lo que requiere un 
equilibrio entre intereses individuales y colectivo.  
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A partir de las siguientes descripciones se configuran las características del daño 
ambiental a perpetuidad en este caso de estudio. 
 

- Propiedad Emergente: 
La minería ilegal en Río Quito es un sistema complejo que involucra aspectos 
económicos (extracción de oro), políticos (falta de regulación y control), ecológicos 
(deforestación, contaminación), ecosistémicos (pérdida de biodiversidad), culturales 
(afectación de comunidades afrodescendientes - locales) y sociales (conflicto armado). 
La interacción de estos elementos genera un daño ambiental que va más allá de la suma 
de sus partes, manifestándose como una degradación irreversible del ecosistema. 
 

- Irreversibilidad: 
La contaminación del río Quito con mercurio y cianuro, así como la destrucción de miles 
de hectáreas de bosque, han alcanzado un punto de no retorno. Los sistemas ecológicos 
han perdido su capacidad de autorregulación, y la recuperación requeriría una 
intervención masiva que no garantiza el restablecimiento completo del equilibrio original. 
 

- Sinérgico: 
La minería ilegal interactúa con otros factores de estrés ambiental, como el cambio 
climático y la deforestación, intensificando los efectos negativos sobre los ecosistemas. 
Por ejemplo, la contaminación de los cuerpos hídricos con mercurio genera efectos de 
bioacumulación afectando las redes tróficas y el acceso a fuentes hídricas, limitando el 
acceso para el mantenimiento de las fuentes de subsistencia. 
 

- Persistente:  
Los contaminantes liberados por la minería, como el mercurio, persisten en el ambiente 
durante décadas, acumulándose en la cadena alimentaria y afectando la salud humana 
y la biodiversidad. La retroalimentación positiva acelera los procesos de degradación, lo 
que dificulta la recuperación de los ecosistemas dañados. 
 

- Efectos Intergeneracionales, Intrageneracionales e Interespecie: 
La minería ilegal compromete el bienestar de las generaciones presentes y futuras, así 
como de otras formas de vida. La contaminación del agua y la pérdida de biodiversidad 
afectan la salud y la seguridad alimentaria de las comunidades locales, al tiempo que 
limitan las oportunidades de subsistencia. 
 

-  Sistémico: 
La minería ilegal desencadena una serie de efectos adversos que se propagan a través 
de las interconexiones estructurales del ecosistema. La pérdida de la cobertura vegetal 
altera el ciclo hidrológico, lo que a su vez afecta la disponibilidad de agua para consumo 
humano y agrícola entre otro tipo de afectaciones. 
 

-  Progresivo – Sistemático: 
La pérdida de retroalimentación y autoorganización de los sistemas genera una 
degradación estructurada. La minería ilegal desestabiliza los ecosistemas, lo que 
dificulta su recuperación y perpetúa el daño a largo plazo. 
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- Efecto de Carga - Retroalimentación Negativa: 
La minería ilegal altera el equilibrio ambiental y daña los mecanismos naturales de 
retroalimentación negativa, lo que puede generar daños ambientales a perpetuidad. Por 
ejemplo, la pérdida de la cobertura vegetal reduce la capacidad del suelo para retener 
agua, lo que disminuye la resiliencia del ecosistema ante las sequías. 
 

-  Dificultad de Predicción: 
La complejidad de los sistemas socio-ecológicos dificulta la predicción de los efectos a 
largo plazo de la minería ilegal. La falta de certeza impide tomar decisiones informadas 
y responsables para proteger el ambiente. 
 

- Imposibilidad para Reparar y Compensar: 
En muchos casos, el daño causado por la minería ilegal es irreversible y no puede ser 
completamente reparado o compensado. La pérdida de biodiversidad y la contaminación 
del agua son ejemplos de daños que pueden persistir durante décadas o siglos. 
 

Los impulsores del daño ambiental a perpetuidad en la minería de oro por aluvión en el 
municipio de Río Quito (Chocó) pueden ser analizados a partir de las siguientes 
características: 
 

- Prácticas intensivas y transfronterizas: 
Minería ilegal sin regulación: La minería de oro en Río Quito se realiza sin autorizaciones 
legales ni planes de manejo ambiental, lo que intensifica la contaminación y la 
degradación del ecosistema. 
 
Expansión territorial: La búsqueda constante de nuevos territorios para la extracción de 
oro ha llevado a una expansión territorial de la minería, colonizando progresivamente 
áreas naturales y degradando ecosistemas estratégicos. 
 

- Efectos acumulativos y sinérgicos: 
Combinación de actividades extractivas: La minería de oro se combina con otras 
actividades humanas, como la deforestación y la agricultura, generando impactos 
ambientales significativos que superan la suma de sus efectos individuales. 
 
Impacto en la biodiversidad: La acumulación de efectos negativos ha reducido 
drásticamente la biodiversidad en el río Quito, afectando especies acuáticas y terrestres. 
 

- Vulnerabilidad territorial (ecológica, ecosistémica y social): 
Vulnerabilidad ecológica: Los ecosistemas del Chocó son frágiles y tienen una resiliencia 
limitada frente a perturbaciones, como la contaminación por mercurio y cianuro, que han 
alterado ciclos biogeoquímicos. 
 
Vulnerabilidad social: Las comunidades locales enfrentan desplazamientos forzados y 
empobrecimiento debido a la minería ilegal, lo que intensifica la presión sobre los 
ecosistemas y perpetúa ciclos de pobreza. 
 
Vulnerabilidad ecosistémica: La desconexión entre procesos naturales y actividades 
humanas ha llevado a la degradación de suelos y la pérdida de funcionalidad de los 
ecosistemas acuáticos.  
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- Pasivos ambientales no remediados: 
Minas abandonadas sin remediación: La minería ilegal en Río Quito ha dejado pasivos 
ambientales no remediados, como la contaminación persistente por metales pesados, 
que superan en costo de remediación el valor original de los proyectos. 
 
Costos ambientales externalizados: Los costos de remediación de estos pasivos 
ambientales son externalizados a la sociedad, lo que perpetúa un ciclo de degradación 
ambiental sin solución a corto plazo.  
 

- Conclusión:  
El daño ambiental a perpetuidad en Río Quito es impulsado por prácticas intensivas y 
transfronterizas, efectos acumulativos y sinérgicos, vulnerabilidad territorial y pasivos 
ambientales no remediados. Estos factores configuran un escenario en el que las 
presiones sobre los ecosistemas superan su capacidad de recuperación, amplificando 
las desigualdades sociales y perpetuando externalidades que los marcos institucionales 
aún no logran contener ni revertir. 

Fuente: Autora. 

3.4.10. Análisis actores y la determinación de 
responsabilidades 

En este estudio, se emplea el software UCINET para analizar las relaciones entre los 

actores involucrados y las características específicas del daño ambiental a perpetuidad. A 

través del análisis de redes sociales (ARS), se busca identificar patrones de interacción, 

jerarquías de influencia y posibles dinámicas de colaboración o conflicto. Esta metodología 

permite visualizar cómo se estructuran las relaciones entre los distintos agentes y de qué 

manera inciden en la perpetuación del daño ambiental para de manera preliminar identificar 

responsabilidades. 

 

El objetivo de este análisis es ofrecer una comprensión de las conexiones existentes entre 

los actores y la naturaleza de los daños ambientales que persisten en el tiempo. Los 

hallazgos obtenidos pueden contribuir al desarrollo de estrategias más efectivas para evitar 

que estos se materialicen, mediante la toma de decisiones informada. 

 

La matriz de adyacencia representa mediante datos binarios la presencia (1) o ausencia 

(0) de la influencia y relación entre los diferentes actores identificados en el caso de 
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estudio, en función de la conflictividad y acontecimientos que afectan las dinámicas del 

territorio y, con ello, la manifestación de los daños ambientales a perpetuidad. 

 

Tabla 25. Matriz de adyacencia, representa la presencio o ausencia de influencia y 
relación entre actores del caso de estudio - minería de oro por aluvión en el 

Municipio de Rio Quito. 

 
Actor/Actor 

 
Minería 

legal 

 
Minería 
ilegal 

 
Autoridades  

 
Comunidades 

locales 

 
Grupos 

de interés 

Minería legal 0 0 1 1 1 

Minería ilegal 1 0 1 1 1 

Autoridades  1 1 0 0 0 

Comunidades 
locales 

1 1 1 0 1 

Grupos de 
interés 

1 0 0 1 0 

Fuente: Autora. 

 

A continuación, se presenta la representación gráfica de la matriz de adyacencia, 

determinada mediante el software UCINET. De manera esquemática, se observa que las 

flechas y sus direcciones representan las influencias que recaen sobre los actores en 

función de los demás. El tamaño de las figuras indica la importancia de cada actor dentro 

del conflicto. En este caso, el grosor de las flechas está determinado por la naturaleza 

binaria de los datos, por lo que no permite representar una ponderación de las influencias, 

sino solo su presencia o ausencia. 
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Figura 3-8. Representación gráfica de la matriz adyacente mediante la función NetDraw 
de UCINET y muestra la presencia o ausencia de influencia y relación entre actores del 

caso de estudio. 

 

 Fuente: UCINET. 

 

Las medidas de toda la red, determinadas mediate el software UCINET, permite realizar 

un análisis de las interacciones entre actores sintetizadas en la siguiente tabla: 

 

Tabla 26. Medidas de la red, matriz de adyacencia del caso de estudio. 

Característica Hallazgos 

# de nodos 5 

# de lazos 15 

Grado promedio 3 

Índice H de índice 3 

Índice de núcleo K 3 

Centralización de grados 0,167 

Centralización hacia afuera 0,313 

Centralización hacia adentro 0,313 

Indeg Corr 0,192 

Outdeg Corr 0,154 

Densidad 0,750 

Componentes 1 
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Componente más grande 5 

Relación de componentes 0 

Conectividad 1 

Fragmentación 0 

Transitividad/Cierre 0,719 

Distancia promedio 1,250 

Prop dentro de 3 1 

SD Distancia 0,433 

Diámetro 2 

Índice de Wiener 25 

Suma de dependencias 5 

Amplitud 0,125 

Compacidad 0,875 

Mundo pequeño 1,104 

Mutuales 0,600 

Asimétricos 0,300 

Nulos 0,100 

Reciprocidad de arcos 0,800 

Reciprocidad de díadas 0,667 

Fuente: UCINET. Elaboración: Propia. 

 

El análisis de las medidas de la red en el contexto de la minería de oro aluvial en el Río 

Quito permite comprender la dinámica de influencia entre los actores involucrados. La red, 

compuesta por cinco nodos (actores) y quince conexiones, presenta una estructura densa 

con una densidad de 0.75, lo que indica una fuerte interconexión entre todos los actores. 

Además, la red está completamente conectada, sin fragmentación, lo que garantiza que 

todos los actores interactúan entre sí. 

 

En términos de centralización e influencia, la red muestra una centralización de grado de 

0.167, lo que sugiere una estructura moderadamente centralizada donde, aunque existen 

actores clave (Minería ilegal, minería legal, grupos de interés), la influencia está 

relativamente distribuida. Tanto la centralización de salida como la de entrada alcanzan un 

valor de 0.313, lo que refleja cierto nivel de asimetría en la dinámica de influencia y 

recepción de información. Adicionalmente, el índice H de grado de entrada es 3, al igual 

que el índice K-core, lo que evidencia la presencia de nodos con un nivel significativo de 

conexiones, representadas de manera preponderante por las actividades derivadas de la 

minería legal e ilegal.  
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Las relaciones dentro de la red presentan un alto grado de reciprocidad. La reciprocidad 

de arco es de 0.8, indica que la mayoría de las interacciones son mutuas, señalando una 

retroalimentación y consolidación de las dinámicas entre los actores. De manera similar, la 

reciprocidad diádica es de 0.667. En cuanto a la distribución de los lazos, el 60% son 

mutuos, el 30% asimétricos y el 10% nulos. En este sentido, es importante resaltar la figura 

de las autoridades de orden local y nacional que evidencia un protagonismo nulo a pesar 

de las relaciones que establece con cuatro (4) de los cinco actores que generan los 

principales conflictos y con ello, la evidente ausencia de las figuras de la autoridad local y 

nacional. Del mismo modo, el papel de las comunidades locales es asimétrica en función 

a los roles de la minería dentro del territorio, la distribución de lazos de manera general 

sugiere que la mayoría de los actores mantienen relaciones bidireccionales, aunque con 

pesos diferenciados. 

 

La cohesión de la red se refleja en su alta transitividad, con un índice de 0.719, lo que 

indica que los actores tienden a formar tríadas cerradas, promoviendo dinámicas a largo 

plazo. Por su parte, la distancia promedio entre nodos es de 1.25 y el diámetro de la red 

es 2, lo que señala una estructura compacta que facilita la comunicación y la coordinación 

entre los actores. El índice de “mundo pequeño”, con un valor de 1.104, sugiere que incluso 

cuando los actores no están directamente conectados, pueden alcanzar a otros a través 

de intermediarios, optimizando la conectividad de la red. 

 

En este contexto, la alta densidad de la red indica una estrecha relación entre los actores, 

lo que puede favorecer el intercambio de información. La centralización moderada sugiere 

la necesidad de una distribución más equitativa de la influencia, promoviendo una toma de 

decisiones más inclusiva, aunque esta se ve eclipsada por la fuerte influencia de la minería 

ilegal sobre los demás actores. 

 

La elevada reciprocidad facilita el fortalecimiento de la confianza y la cooperación entre los 

actores institucionales, los grupos de interés, las comunidades y las figuras de la minería 

legal. Esto se debe a la presencia de tríadas cerradas que pueden contribuir a consolidar 

la estabilidad de las relaciones a largo plazo. No obstante, en este aspecto, la alta 

reciprocidad de la minería ilegal con las comunidades locales revela relaciones marcadas 
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por poder y dependencia. Además, pone de manifiesto las influencias de estos actores 

ilegales sobre las figuras institucionales, mediante dinámicas de corrupción o las propias 

del conflicto, al estar vinculadas al favorecimiento de economías ilícitas. 

 

Todo lo anterior es consecuente con las características de las complejas dinámicas 

observadas en el caso de estudio, en las que confluyen diversos intereses. Finalmente, la 

estructura compacta y las propiedades de “mundo pequeño” facilitan la comunicación 

eficiente y la integración de los distintos actores dentro del sistema. 
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4. Conclusiones y recomendaciones 

4.1. Conclusiones 

4.1.1.  Capítulo 1: Pérdida integral de las energías vitales y 
posibilidades futuras 

Este capítulo ha abordado cómo el deterioro ambiental, desde una perspectiva crítica, no 

es un fenómeno aislado, por el contrario, es el resultado de procesos históricos y 

estructurales como la colonialidad territorial, el saqueo sistemático de las bases naturales 

y la consolidación de un modelo de acumulación extractivista. Estas dinámicas, que 

perpetúan un ciclo de despojo y vulneración de derechos colectivos y ambientales, 

comprometen la vitalidad ecológica de los territorios y limitan las posibilidades de un futuro 

para las comunidades que los habitan. 

 

En este contexto, el establecimiento del neoextractivismo emerge como un modelo 

dominante de apropiación, explotación y exportación de la naturaleza, sustentado en 

mecanismos como las cadenas globales de valor y el impulso de políticas públicas 

alineadas con intereses económicos trasnacionales. A través de la reprimarización de la 

economía, la expansión de las fronteras territoriales del capital y la reversión de la matriz 

socioproductiva, el modelo genera un profundo desordenamiento territorial, despoja a las 

comunidades de su capacidad de decisión y gestión sobre sus territorios, lo que produce 
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una serie de conflictos ambientales que se traducen, de manera concreta, en pasivos 

ambientales.  

 

El caso de la minería de oro por aluvión en Colombia ejemplifica claramente estos 

procesos. Bajo el amparo de discursos de desarrollo y progreso económico, se despliega 

una explotación intensiva que transforma radicalmente los ecosistemas locales, contamina 

las fuentes hídricas y desplaza comunidades, todo ello sin una reparación efectiva de los 

daños ocasionados. La degradación ambiental que conlleva este tipo de actividades 

compromete el futuro, al restringir las posibilidades de sostener formas de vida dignas, 

resilientes y culturalmente arraigadas al territorio. 

 

Asimismo, la globalización neoliberal, al intensificar las desigualdades ecológicas a través 

de la compresión espacio-temporal, altera los flujos naturales de materia y energía, 

debilitando estructura y funcionalidades ecológicas y ecosistémicas. Esta disrupción 

compromete la supervivencia humana y la de otras formas de vida, configurando un 

escenario de pérdida integral de las energías vitales. 

 

Finalmente, estas transformaciones profundizan la desigualdad intergeneracional, la 

fragmentación del tejido social y la pérdida de conocimientos ancestrales, al desarticular 

las relaciones tradicionales entre las comunidades y sus territorios. Así, se evidencia que 

el neoextractivismo no solo es una forma de explotación económica, sino una amenaza 

estructural a la vida en sus múltiples dimensiones. 

4.1.2.  Capítulo 2:  Insuficiencias del daño ambiental en el 
ámbito colombiano 

La conceptualización del daño ambiental ha estado influenciada por una perspectiva 

antropocéntrica, que prioriza los intereses humanos por encima del equilibrio ecológico. 

Esta visión ha limitado la comprensión integral de los impactos ambientales, reduciendo la 

noción de daño a aquello que afecta directamente la salud o el bienestar humano, sin 

considerar suficientemente las alteraciones a los sistemas naturales en sí mismos. 

Reconocer este sesgo es fundamental para avanzar hacia una noción de responsabilidad 

ambiental que integre tanto dimensiones ecológicas y sociales. 
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Desde esta comprensión más amplia, surge la necesidad de asumir una responsabilidad 

ecológica compartida, sustentada en el reconocimiento de los efectos ambientales de las 

actividades humanas. Esta responsabilidad no solo implica remediar el daño causado, sino 

también prevenirlo mediante la adopción de límites permisibles y el desarrollo de 

metodologías orientadas a mitigar impactos negativos significativos. Dichos límites y 

mecanismos se han materializado en marcos normativos y regulaciones vigentes, que 

buscan orientar las actividades antrópicas bajo criterios de sostenibilidad. 

 

No obstante, a pesar de los esfuerzos por definir el daño ambiental y establecer 

mecanismos para su control (desde la regulación de la contaminación hasta la 

determinación de estándares permisibles), estos marcos han resultado, en muchos casos, 

tardíos, insuficientes o poco claros. La falta de criterios técnicos y jurídicos definidos 

obstaculiza su aplicabilidad práctica y limita la capacidad de las instituciones para valorar 

e imputar responsabilidades de forma efectiva. 

 

Particularmente en el ámbito penal, aunque se ha intentado fortalecer la protección del 

ambiente, la aplicación concreta de estas normas sigue enfrentando desafíos importantes. 

La dificultad para atribuir responsabilidades jurídicas en casos de daño ecológico evidencia 

la urgencia de avanzar hacia definiciones más precisas y parámetros normativos 

actualizados, que reflejen la complejidad de las dinámicas ambientales contemporáneas 

para así superar las dificultades probatorias que suscitan.  

 

En este sentido, resulta crucial consolidar un marco regulatorio más coherente y eficaz, 

que no solo sancione el daño, sino que también promueva la prevención, el monitoreo y la 

restauración ambiental. Solo así será posible responder de manera justa y efectiva a los 

retos que impone la crisis ecológica actual, garantizando la protección de los ecosistemas 

y de las generaciones presentes, futuras e interespecie. 
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4.1.3.  Capítulo 3: El daño ambiental a perpetuidad, una 
categoría emergente para la prevención y 
transformación del marco normativo ambiental 

El concepto de daño ambiental a perpetuidad surge como una respuesta necesaria frente 

a los desafíos que imponen las realidades contemporáneas sobre los sistemas vivos, en 

un contexto donde las presiones antrópicas se intensifican y superan los marcos 

tradicionales de gestión ambiental. Esta categoría conceptual permite visibilizar y abordar 

los efectos irreversibles o de muy larga duración derivados de ciertas actividades humanas, 

cuyas implicaciones escapan a las posibilidades de compensación, restauración o 

reparación. 

 

A lo largo de esta investigación, se ha evidenciado que el derecho ambiental colombiano 

presenta limitaciones estructurales y normativas que dificultan tanto la identificación del 

daño como la atribución de responsabilidades, incluso cuando estas son detectadas. Dicha 

insuficiencia normativa se vuelve crítica frente a fenómenos de gran complejidad ecológica, 

en los que se comprometen de forma permanente la estructura, funcionalidad y 

composición de los ecosistemas. 

 

En este contexto, el daño ambiental a perpetuidad no puede ser abordado únicamente 

como un elemento de la responsabilidad desde la perspectiva sancionatoria o jurídica 

convencional. Requiere un enfoque integral que considere sus múltiples dimensiones: 

emergente, sinérgica, persistente, irreversible, acumulativa e intergeneracional. Su 

reconocimiento como una categoría diferenciada no permite fortalecer las herramientas de 

prevención y aporta claridad técnica y conceptual para enriquecer los procesos de 

evaluación, regulación y decisión sobre las actividades humanas con potencial destructivo. 

 

La propuesta se sustenta en principios fundamentales del derecho ambiental y colectivo, 

como el principio de precaución, la transpersonalización de las normas, los derechos inter 

y transgeneracionales, la participación ciudadana y el rigor subsidiario. Desde esta 

perspectiva, se plantean elementos normativos, técnicos y jurídicos que permiten avanzar 

hacia una gestión ambiental más eficaz, que no solo busque internalizar los costos de la 

degradación, sino que priorice la precaución ante posibles daños irreversibles. 
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Finalmente, conceptualizar el daño ambiental a perpetuidad representa un paso crucial 

para robustecer las perspectivas desde las cuales se construyen las normas ambientales. 

Más allá de sancionar cuando el daño ya ha ocurrido, este concepto promueve una visión 

anticipatoria, que reconozca la fragilidad de los ecosistemas y la urgencia de protegerlos 

antes de que los efectos negativos sean irreversibles. Su inclusión en el debate jurídico y 

ambiental amplía el horizonte de análisis y contribuye a una cultura de responsabilidad 

ecológica, ética y social, acorde con los desafíos del presente y del futuro. 

4.1.4.  Capítulo 3: El daño ambiental a perpetuidad y su 
vínculo con el ecocidio 

El concepto de daño ambiental a perpetuidad constituye una categoría emergente dentro 

del debate jurídico y ambiental contemporáneo. Este tipo de daño afecta profundamente 

la estructura, función y composición de los ecosistemas, impidiendo su recuperación y 

comprometiendo, de forma indefinida, los medios de vida de las comunidades y el equilibrio 

de otras formas de vida donde se manifiesta. En este sentido, es posible equipararlo al 

delito de ecocidio, entendido como la destrucción masiva, grave y sistemática del entorno 

natural. 

 

Ambos conceptos comparten características fundamentales: permanencia, magnitud e 

irreversibilidad de sus efectos gran escala y requieren la intervención de instituciones 

especializadas. Sin embargo, mientras que el ecocidio suele conllevar una intencionalidad 

destructiva, el daño ambiental a perpetuidad puede originarse como resultado de 

negligencias, omisiones o actividades humanas que, sin ser necesariamente deliberadas, 

generan consecuencias irreversibles por la ausencia de medidas preventivas eficaces. 

 

Equiparar el daño ambiental a perpetuidad con figuras como el delito de ecocidio (y otros 

delitos relacionados con la contaminación o el deterioro de los recursos naturales) permite 

fortalecer el marco normativo, facilitando la adopción de medidas más estrictas y 

proporcionando herramientas jurídicas para castigar la degradación irreversible del 

ambiente. Este reconocimiento también visibiliza la gravedad del fenómeno, fomenta la 
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conciencia pública y promueve la adopción de prácticas más responsables desde los 

sectores productivos. 

 

No obstante, más allá de su sanción, el verdadero valor del concepto de daño ambiental a 

perpetuidad radica en su potencial preventivo. En tanto permite establecer límites claros y 

marcos normativos orientados a anticipar los efectos de las actividades humanas, el 

enfoque preventivo cobra una relevancia prioritaria. Las metodologías desarrolladas en los 

procesos de licenciamiento ambiental (como las evaluaciones de impacto ambiental) 

responden precisamente a esta lógica, buscando evitar que se materialicen impactos 

negativos significativos. Sin embargo, los impactos ambientales muchas veces quedan 

fuera del régimen sancionador, ya que su conceptualización como “impactos” y no como 

“daños” impide su judicialización, a pesar de su gravedad. 

 

En este contexto, nombrar los perjuicios en términos de “daño” y no solo de “impacto” 

resulta clave, pues permite activar los mecanismos legales y punitivos disponibles. A su 

vez, exige a las instituciones actualizar sus marcos regulatorios, superar las limitaciones 

técnicas actuales, y avanzar hacia criterios jurídicos más claros, capaces de responder a 

la complejidad de las dinámicas ambientales emergentes. 

 

En definitiva, comprender el daño ambiental a perpetuidad como un fenómeno comparable 

(y en ciertos casos incluso más complejo) que el ecocidio, permite una mejor gestión del 

riesgo ambiental y la consolidación de un enfoque de prevención robusto. Este enfoque 

debe priorizar la protección de los ecosistemas mediante una regulación más estricta, la 

implementación de políticas públicas integrales, y el fortalecimiento de una conciencia 

colectiva sobre la urgencia de preservar los sistemas naturales ante los desafíos 

ecológicos del presente y del futuro. 

4.1.5.  Capítulo 3: El Daño ambiental a perpetuidad en Río 
Quito: minería de oro, omisión estatal y crisis territorial 

El estudio de caso del municipio de Río Quito evidencia con contundencia la gravedad de 

las afectaciones ambientales derivadas de las actividades extractivas asociadas a la 

minería de oro por aluvión. Este fenómeno, además de generar un profundo deterioro de 
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los ecosistemas locales y comprometer la salud y los medios de vida de las comunidades, 

pone de manifiesto la complejidad de los actores involucrados (desde empresas legales e 

ilegales hasta redes institucionales permisivas o ineficaces), lo que dificulta su regulación 

y control efectivo. 

 

Asimismo, el análisis revela no solo la limitada capacidad del Estado para juzgar los delitos 

ambientales cometidos en este contexto, sino también la profunda ineficacia de las 

medidas actuales orientadas a su prevención y precaución. Las autoridades ambientales, 

junto con otras entidades estatales, han demostrado una respuesta insuficiente frente a la 

magnitud y persistencia de los daños, permitiendo que estos se perpetúen y acumulen con 

el tiempo. 

 

Este caso ejemplifica la necesidad urgente de replantear las estrategias de intervención 

institucional, fortalecer los marcos normativos y operativos para la protección ambiental, y 

priorizar enfoques integrales que reconozcan las dinámicas territoriales y sociales que 

permiten la continuidad de estas prácticas destructivas. La prevención del daño ambiental 

no puede seguir siendo un discurso abstracto, sino una obligación concreta del Estado y 

de la sociedad en su conjunto. 

4.2. Recomendaciones 

A continuación, se proponen una serie de alternativas integrales que buscan abordar las 

múltiples problemáticas señaladas a lo largo de la investigación, con el objetivo de prevenir 

y evitar el daño ambiental a perpetuidad en Colombia. 

4.2.1.  Fortalecimiento de la gobernanza ambiental y 
participación comunitaria 

Es fundamental fortalecer la gobernanza ambiental en los territorios, orientada por 

principios de justicia ambiental y participación efectiva de comunidades locales en las 

decisiones que afectan su territorio. El Acuerdo de Escazú, incorporado al ordenamiento 

jurídico mediante la (Ley 2273 de 2022, 2022), se asume como eje central de estas 
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acciones, al garantizar el acceso a la información, la participación pública y una justicia 

ambiental efectiva. Para ello, tal como lo menciona (Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible, 2023), se fomenta la creación de veedurías ciudadanas y mecanismos de 

control social, acompañados por la formación y el fortalecimiento de capacidades 

comunitarias para la vigilancia, denuncia y seguimiento de los delitos ambientales, 

especialmente en territorios históricamente marginados. Asimismo, como lo señala 

Rodríguez (2022), se articulan esfuerzos entre el Estado, las comunidades, la academia y 

el sector privado, con el propósito de reducir las asimetrías de poder, superar la omisión 

estatal y promover la transparencia y la corresponsabilidad en la gestión ambiental. 

4.2.2.  Criminología verde y fortalecimiento judicial 

Según (Amaya Arias et al., 2022), es fundamental aplicar el enfoque de la criminología 

verde para investigar redes de criminalidad ambiental, identificar responsabilidades 

corporativas y estatales, y fortalecer la capacidad investigativa y sancionatoria del Estado.  

este enfoque constituye una herramienta clave para comprender los daños ambientales a 

perpetuidad, al analizar las interacciones entre las actividades humanas y la naturaleza, 

así como las conductas, tanto ilegales como legales, que generan daños ambientales a 

perpetuidad.  

 

La criminología verde permite visibilizar estos comportamientos y sus efectos, 

promoviendo mayor responsabilidad ambiental y un análisis crítico de las políticas 

existentes, evidenciando sus debilidades e impulsando la formulación de regulaciones más 

eficaces. Asimismo, destaca la corresponsabilidad entre las empresas, por sus prácticas 

extractivas, y los gobiernos, por su permisividad o falta de control, e insiste en la rendición 

de cuentas institucional y en la ampliación de la justicia hacia los ecosistemas y las 

especies no humanas (UNIMEDIOS, 2024). 

 

Mediante estas técnicas y mecanismos, se plantea superar los dilemas probatorios en los 

procesos penales ambientales mediante capacitación, peritajes técnicos adecuados y 

acceso a información científica, con el fin de garantizar la protección de las víctimas 
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ambientales y la reparación efectiva de los daños mediante la atribución de responsabilidad 

(Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado – ANDJE, 2023). 

4.2.3. Sistema de información ambiental integrado, 
transparente y accesible 

Es necesario desarrollar y fortalecer un sistema de información ambiental, como el SIAC, 

que garantice interoperabilidad, acceso abierto y actualización continua de datos 

relacionados con el capital natural, los pasivos ambientales, los daños a perpetuidad y los 

riesgos emergentes. Lo anterior, con el objeto de facilitar la trazabilidad de los impactos 

ambientales y la demostración del nexo causal en procesos judiciales, lo cual respalda la 

labor de la criminología verde como el monitoreo ciudadano. Esta función resulta esencial 

para sustentar diversos elementos de la responsabilidad en los diferentes regímenes, así 

como para gestionar conflictos ambientales complejos. Asimismo, es un mecanismo 

adecuado para superar las asimetrías de información mediante la integración de datos 

provenientes de diversas fuentes y la promoción de plataformas digitales accesibles para 

la ciudadanía y las autoridades. 

4.2.4. Valoración económica y restablecimiento In Natura 

Es La valoración económica ambiental es un instrumento importante para estimar costos 

directos e indirectos asociados al daño ambiental (Ramirez Alvis et al., 2021). Sin embargo, 

debe entenderse que esta valoración tiene límites claros, especialmente cuando el daño 

afecta servicios ecosistémicos críticos que son irremplazables y cuya restitución integral 

es imposible. En tales casos, la utilidad de la valoración económica como mecanismo de 

reparación es limitada y no puede sustituir la prioridad absoluta al restablecimiento in 

natura de los ecosistemas, conforme a lo establecido en la Ley 99 de 1993 y la Sentencia 

C-632 de 2011. 

 

Se reconoce expresamente la imposibilidad de sustituir ciertos servicios ecosistémicos 

esenciales y se enfatiza que las medidas compensatorias deben ser reales, proporcionales 

y orientadas a la recuperación efectiva y funcional del ecosistema afectado, evitando que 
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la valoración económica se convierta en un mero instrumento de legitimación de daños 

irreparables. 

 

Además, la valoración económica debe incorporar el costo de oportunidad asociado a la 

pérdida ambiental y considerar los valores no monetizables, como el arraigo cultural y la 

identidad comunitaria, para orientar decisiones justas y responsables en procesos de 

compensación y restauración ecológica. En suma, la valoración económica es una 

herramienta complementaria que debe estar subordinada al principio de protección 

ambiental y a la irreversibilidad del daño. 

4.2.5. Economía regenerativa, daño neto y deudas 
ecológicas 

Es necesario adoptar el enfoque de “no net loss” en la política pública, promoviendo una 

economía regenerativa orientada a restaurar y mejorar los ecosistemas, en coherencia con 

los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la Agenda 2030 (Arguello et al., 2022). Reconocer 

y gestionar las deudas ecológicas y los pasivos ambientales, garantizan que las 

actividades productivas eviten daños irreversibles y que los costos ambientales se 

internalicen en las decisiones económicas. Asimismo, se fomenta la innovación 

empresarial y comunitaria mediante prácticas regenerativas, economía circular y negocios 

verdes, de modo que se genere valor económico y social a partir de la protección y 

recuperación del ambiente (Fenoglio, 2024). 

4.2.6. Refinamiento conceptual y extensión de alcance 

Desarrollar indicadores específicos y cuantificables para caracterizar el daño ambiental a 

perpetuidad, ajustados a las particularidades de sectores como la minería, la agricultura y 

la infraestructura. Asimismo, se llevan a cabo análisis comparativos internacionales sobre 

la gestión de pasivos ambientales complejos, como los derivados de residuos nucleares y 

químicos, con el fin de identificar lecciones aprendidas y buenas prácticas que puedan 

adaptarse y aplicarse al contexto colombiano. 
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4.2.7. Profundización normativa y políticas públicas 

Se promueven reformas legales que integran de manera explícita el concepto de “daño 

ambiental a perpetuidad” junto con los principios de precaución, prevención y los derechos 

inter y transgeneracionales, tomando como referencia modelos como el fideicomiso 

ambiental y la responsabilidad extendida del productor (Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado – ANDJE, 2023). Asimismo, se evalúan y perfeccionan instrumentos 

económicos, como los impuestos verdes y las tasas ambientales, de modo que los costos 

asociados a los daños a perpetuidad sean asumidos por quienes los provocan y se asegure 

la disponibilidad de recursos suficientes para la remediación a largo plazo 

(CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE LAS CUENCAS DE LOS RÍOS NEGRO Y 

NARE (CORNARE), 2025). 

4.2.8. Innovación en estrategias de prevención y reparación 

Diseñar estrategias de reparación integral que reconozcan la irreversibilidad de 

determinados daños, priorizando la mitigación a largo plazo, la adaptación de las 

comunidades y la justicia restaurativa. Asimismo, se implementar modelos avanzados de 

gestión del riesgo ambiental que consideran los efectos acumulativos y sinérgicos, así 

como la capacidad de resiliencia de los ecosistemas y de las comunidades impactadas, 

con el fin de orientar las intervenciones hacia soluciones reales (Murcia & Guariguata, 

2014). 

4.2.9. Buenas prácticas nacionales y articulación 
multiescalar 

Se plantea la necesidad de documentar, sistematizar y replicar las buenas prácticas 

nacionales en prevención, monitoreo y reparación de daños ambientales, garantizando la 

articulación entre el Estado, las comunidades, la academia y el sector privado (Ministerio 

de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2025). Asimismo, se promueven estudios 

longitudinales y análisis multiescalar sobre la recuperación o irreversibilidad de los 

ecosistemas afectados, con el propósito de generar conocimiento que oriente la toma de 
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decisiones y contribuya a la mejora continua de las políticas públicas (Murcia & Guariguata, 

2014). 

 

Estas recomendaciones recogen los avances recientes en la legislación, la gestión pública 

y la participación social en Colombia, se alinean con los estándares internacionales y 

responden a los desafíos asociados a la reparación y prevención del daño ambiental a 

perpetuidad. 
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